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Presentación

ESTA COMPILACIÓN DE NORMAS NACIONALES DE DERECHOS HUMANOS pre-
senta las más importantes disposiciones sobre derechos humanos expedidas
en el país con posterioridad a la Constitución Política de 1991. El libro inclu-
ye además de los derechos humanos expresamente reconocidos por la Cons-
titución, más de veinte leyes y más de cuarenta decretos que en los últimos
once años se han venido aprobando en el país.

La publicación hace parte del Programa Nacional en Derechos Humanos
a Personeros Municipales, proyecto conjunto de cooperación y asistencia téc-
nica que esta Oficina ejecuta con la Procuraduría General de la Nación y la
Defensoría del Pueblo, y que cuenta con el cofinanciamiento de la Unión
Europea. La Compilación nace como una necesidad de los personeros, que
como defensores institucionales de los derechos humanos en su municipio,
requieren de una herramienta que les ofrezca las principales leyes y decretos
vinculados con la materia. Esta obra, además, será de utilidad para toda la
comunidad en general. Operadores de justicia, funcionarios públicos, miem-
bros de organizaciones no gubernamentales, abogados, periodistas y estudian-
tes, se beneficiarán con su consulta, con el propósito de mejorar la protección
de derechos humanos en Colombia.

La presentación de las normas nacionales seleccionadas  es temática y al
interior de cada uno de los temas es cronológica. Adicionalmente, para facili-
tar la consulta se incluye un índice cronológico presentado de acuerdo con la
jerarquía normativa que parte de la Constitución Política, continuando con
las leyes, los decretos y una directiva presidencial. Como toda compilación,
la selección no es exhaustiva.

Las normas son las transcripciones textuales de los documentos publica-
dos por el Diario Oficial. Se ha modificado el formato de algunos textos, en
particular la utilización de mayúsculas y la inclusión de negrillas en los enca-
bezamientos de los artículos, para dar unidad a la edición. La palabra [sic]
entre corchetes hace referencia a la expresión  publicada en el Diario Oficial.
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Los textos en bastardilla negrita y entre corchetes corresponden a los apartes
declarados inexequibles o condicionalmente exequibles por la Corte Consti-
tucional, o declarados nulos por el Consejo de Estado. Las normas modifica-
das o derogadas por ley o por decreto se resaltan en negrita.

La compilación de las normas y la edición general de la publicación estu-
vo a cargo de Alejandro Valencia Villa, consultor nacional de la Oficina.
Hernando Toro Parra, consultor de la Oficina para el programa de personeros,
realizó las revisiones de exequibilidad y nulidad de algunas de las normas
compiladas.

Oficina en Colombia del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas

para los Derechos Humanos
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA

PREÁMBULO, TÍTULOS I Y II

PREÁMBULO

El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la pro-
tección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a
sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el
conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y
participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y com-
prometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decre-
ta, sanciona y promulga la siguiente:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA*

TÍTULO I
DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

Artículo 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entida-
des territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto
de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la
integran y en la prevalencia del interés general.

Derechos humanos expresamente

reconocidos por la Constitución

Política de Colombia

* Esta versión corresponde a la segunda edición corregida de la Constitución Política
de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 del 20 de julio de 1991.
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Artículo 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, pro-
mover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, de-
rechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, admi-
nistrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, man-
tener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia
de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y de-
más derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes
sociales del Estado y de los particulares.

Artículo 3o. La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual
emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de
sus representantes, en los términos que la Constitución establece.

Artículo 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de in-
compatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplica-
rán las disposiciones constitucionales.

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la
Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.

Artículo 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía
de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institu-
ción básica de la sociedad.

Artículo 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades
por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la
misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 7o. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural
de la Nación colombiana.

Artículo 8o. Es obligación del Estado y de las personas proteger las rique-
zas culturales y naturales de la Nación.

Artículo 9o. Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la sobe-
ranía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el recono-
cimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia.
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De igual manera, la política exterior de Colombia se orientará hacia la
integración latinoamericana y del Caribe.

Artículo 10. El castellano es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y
dialectos de los grupos étnicos son también oficiales en sus territorios. La
enseñanza que se imparta en las comunidades con tradiciones lingüísticas
propias será bilingüe.

TÍTULO II
DE LOS DERECHOS, LAS GARANTÍAS Y LOS DEBERES

CAPÍTULO I
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte.

Artículo 12. Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibi-
rán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones
de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o
filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efec-
tiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condi-
ción económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

Artículo 14. Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica.

Artículo 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y
familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar.
De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informa-
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ciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de
entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la li-
bertad y demás garantías consagradas en la Constitución.

La correspondencia y demás formas de comunicación privada son
inviolables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judi-
cial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilan-
cia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de con-
tabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley.

Artículo 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su
personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los
demás y el orden jurídico.

Artículo 17. Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres
humanos en todas sus formas.

Artículo 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado
por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obliga-
do a actuar contra su conciencia.

Artículo 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene dere-
cho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o
colectiva.

Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley.

Artículo 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir
su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e im-
parcial, y la de fundar medios masivos de comunicación.

Éstos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a
la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura.

Artículo 21. Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma
de su protección.

Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento.
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Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuo-
sas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener
pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organiza-
ciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.

Artículo 24. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley,
tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir
de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.

Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en
todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona
tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.

Artículo 26. Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley
podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspecciona-
rán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios
que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que
impliquen un riesgo social.

Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios.
La estructura interna y el funcionamiento de éstos deberán ser democrá-

ticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos con-
troles.

Artículo 27. El Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje,
investigación y cátedra.

Artículo 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su
persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio
registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial compe-
tente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en
la ley.

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez
competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte
la decisión correspondiente en el término que establezca la ley.

En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni
penas y medidas de seguridad imprescriptibles.
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Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones
judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que
se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la pleni-
tud de las formas propias de cada juicio.

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior,
se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judi-
cialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación
y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a
presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impug-
nar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo
hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido
proceso.

Artículo 30. Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ile-
galmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo
tiempo, por sí o por interpuesta persona, el habeas corpus, el cual debe resol-
verse en el término de treinta y seis horas.

Artículo 31. Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo
las excepciones que consagre la ley.

El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea
apelante único.

Artículo 32. El delincuente sorprendido en flagrancia podrá ser aprehen-
dido y llevado ante el juez por cualquier persona. Si los agentes de la autori-
dad lo persiguieren y se refugiare en su propio domicilio, podrán penetrar en
él, para el acto de la aprehensión; si se acogiere a domicilio ajeno, deberá
preceder requerimiento al morador.

Artículo 33. Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra
su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Artículo 34. Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y con-
fiscación.
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No obstante, por sentencia judicial, se declarará extinguido el dominio
sobre los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del
Tesoro público o con grave deterioro de la moral social.

Artículo 35. Artículo modificado por el artículo 1o. del Acto Legislati-
vo No. 1 de 1997. El nuevo texto es el siguiente:*  La extradición se podrá
solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo con los tratados públicos y, en su
defecto, con la ley.

Además, la extradición de los colombianos por nacimiento se concederá
por delitos cometidos en el exterior, considerados como tales en la legislación
penal colombiana. [La Ley reglamentará la materia].**•

La extradición no procederá por delitos políticos.
No procederá la extradición cuando se trate de hechos cometidos con

anterioridad a la promulgación de la presente norma

Artículo 36. Se reconoce el derecho de asilo en los términos previstos en
la ley.

Artículo 37. Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pública
y pacíficamente. Sólo la ley podrá establecer de manera expresa los casos en
los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho.

Artículo 38. Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo
de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad.

Artículo 39. Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir
sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento
jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución.

La estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizacio-
nes sociales y gremiales se sujetarán al orden legal y a los principios democrá-
ticos.

* Publicado en el Diario Oficial No. 43.195 del 17 de diciembre de 1995.
• En adelante, los textos en bastardilla y entre corchetes corresponden a los apartes

declarados inexequibles por la Corte Constitucional, y declarados nulos por el Con-
sejo de Estado.

** Aparte declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-543
del 1° de octubre de 1998.
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La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo procede por
vía judicial.

Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías
necesarias para el cumplimiento de su gestión.

No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la Fuerza
Pública.

Artículo 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conforma-
ción, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho
puede:

1. Elegir y ser elegido.
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares

y otras formas de participación democrática.
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limita-

ción alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y progra-
mas.

4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que esta-
blecen la Constitución y la ley.

5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas.
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley.
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colom-

bianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley
reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de apli-
carse.

Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la
mujer en los niveles decisorios de la Administración Pública.

Artículo 41. En todas las instituciones de educación, oficiales o privadas,
serán obligatorios el estudio de la Constitución y la Instrucción Cívica. Así
mismo se fomentarán prácticas democráticas para el aprendizaje de los prin-
cipios y valores de la participación ciudadana. El Estado divulgará la Consti-
tución.
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CAPÍTULO II
DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONÓMICOS Y CULTURALES

Artículo 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se
constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hom-
bre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de
conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La
ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La
honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables.

Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de
la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes.

Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su
armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley.

Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados
naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes.
La ley reglamentará la progenitura responsable.

La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de
sus hijos, y deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impe-
didos.

Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los debe-
res y derechos de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se
rigen por la ley civil.

Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que
establezca la ley.

Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a
la ley civil.

También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimo-
nios religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los
términos que establezca la ley.

La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los consi-
guientes derechos y deberes.

Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunida-
des. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Du-
rante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección
del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere
desempleada o desamparada.
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El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia.

Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la inte-
gridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuida-
do y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su
opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o
moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y tra-
bajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la
Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por
Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger
al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de
sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su
cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.

Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación
integral.

El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en
los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educa-
ción y progreso de la juventud.

Artículo 46. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protec-
ción y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su inte-
gración a la vida activa y comunitaria.

El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el
subsidio alimentario en caso de indigencia.

Artículo 47. El Estado adelantará una política de previsión, rehabilita-
ción e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos,
a quienes se prestará la atención especializada que requieran.

Artículo 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obli-
gatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado,
en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los
términos que establezca la Ley.
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Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad
Social.

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresiva-
mente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de
los servicios en la forma que determine la Ley.

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas,
de conformidad con la ley.

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la
Seguridad Social para fines diferentes a ella.

La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones
mantengan su poder adquisitivo constante.

Artículo 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son ser-
vicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso
a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de
servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las
políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y
ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la
Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes
a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por nive-
les de atención y con participación de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los
habitantes será gratuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y
la de su comunidad.

Artículo 50. Todo niño menor de un año que no esté cubierto por algún
tipo de protección o de seguridad social, tendrá derecho a recibir atención
gratuita en todas las instituciones de salud que reciban aportes del Estado.
La ley reglamentará la materia.

Artículo 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Esta-
do fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá
planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo
plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.
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Artículo 52. Artículo modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo
No. 2 de 2000. El nuevo texto es el siguiente:*  El ejercicio del deporte, sus
manifestaciones recreativas, competitivas y autóctonas tienen como función
la formación integral de las personas, preservar y desarrollar una mejor salud
en el ser humano.

El deporte y la recreación forman parte de la educación y constituyen
gasto público social.

Se reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica
del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre.

El Estado fomentará estas actividades e inspeccionará, vigilará y controla-
rá las organizaciones deportivas y recreativas cuya estructura y propiedad de-
berán ser democráticas.

Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley corres-
pondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos
fundamentales:

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima
vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el
empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas
laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y dis-
cutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplica-
ción e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad
sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales;
garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso
necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador me-
nor de edad.

El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de
las pensiones legales.

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen
parte de la legislación interna.

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden me-
noscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.

Artículo 54. Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer for-
mación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.133, del 18 de agosto de 2000.
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debe propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y ga-
rantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condicio-
nes de salud.

Artículo 55. Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular
las relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley.

Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la
solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo.

Artículo 56. Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios pú-
blicos esenciales definidos por el legislador.

La ley reglamentará este derecho.
Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes

de los empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones
laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y
concertará las políticas salariales y laborales. La ley reglamentará su composi-
ción y funcionamiento.

Artículo 57. La ley podrá establecer los estímulos y los medios para que
los trabajadores participen en la gestión de las empresas.

Artículo 58. Artículo modificado por el artículo 1° del Acto Legislati-
vo 01 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:*  Se garantizan la propiedad
privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los
cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando
de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés
social resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesi-
dad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o
social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le
es inherente una función ecológica.

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de pro-
piedad.

Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legis-
lador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización

* Publicado en el Diario Oficial No. 43.662, del 10 de agosto de 1999.
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previa. Ésta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afec-
tado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelan-
tarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa,
incluso respecto del precio.

Artículo 59. En caso de guerra, y sólo para atender a sus requerimientos,
la necesidad de una expropiación podrá ser decretada por el Gobierno Nacio-
nal sin previa indemnización.

En el expresado caso, la propiedad inmueble sólo podrá ser temporalmen-
te ocupada, para atender a las necesidades de la guerra, o para destinar a ella
sus productos.

El Estado será siempre responsable por las expropiaciones que el Gobier-
no haga por sí o por medio de sus agentes.

Artículo 60. El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la
propiedad.

Cuando el Estado enajene su participación en una empresa, tomará las
medidas conducentes a democratizar la titularidad de sus acciones, y ofrece-
rá a sus trabajadores, a las organizaciones solidarias y de trabajadores, condicio-
nes especiales para acceder a dicha propiedad accionaria. La ley reglamentará
la materia.

Artículo 61. El Estado protegerá la propiedad intelectual por el tiempo y
mediante las formalidades que establezca la ley.

Artículo 62. El destino de las donaciones intervivos o testamentarias,
hechas conforme a la ley para fines de interés social, no podrá ser variado ni
modificado por el legislador, a menos que el objeto de la donación desaparez-
ca. En este caso, la ley asignará el patrimonio respectivo a un fin similar.

El Gobierno fiscalizará el manejo y la inversión de tales donaciones.

Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras
comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueo-
lógico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables,
imprescriptibles e inembargables.

Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propie-
dad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a
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los servicios de educacion [sic], salud, vivienda, seguridad social, recreación, cré-
dito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y
empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos.

Artículo 65. La producción de alimentos gozará de la especial protección
del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las
actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así
como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecua-
ción de tierras.

De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia
de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen
agropecuario, con el propósito de incrementar la productividad.

Artículo 66. Las disposiciones que se dicten en materia crediticia podrán
reglamentar las condiciones especiales del crédito agropecuario, teniendo en
cuenta los ciclos de las cosechas y de los precios, como también los riesgos
inherentes a la actividad y las calamidades ambientales.

Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio pú-
blico que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimien-
to, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos huma-
nos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para
el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del am-
biente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que
será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá
como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio
del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia
de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus
fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos;
garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las
condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, finan-
ciación y administración de los servicios educativos estatales, en los términos
que señalen la Constitución y la ley.
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Artículo 68. Los particulares podrán fundar establecimientos educati-
vos. La ley establecerá las condiciones para su creación y gestión.

La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones
de educación.

La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y
pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la activi-
dad docente.

Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación
para sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona
podrá ser obligada a recibir educación religiosa.

Las [sic] integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una forma-
ción que respete y desarrolle su identidad cultural.

La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limita-
ciones físicas o mentales, o con capacidades excepcionales, son obligaciones
especiales del Estado.

Artículo 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades
podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo
con la ley.

La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado.
El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades ofi-

ciales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo.
El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso

de todas las personas aptas a la educación superior.

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a
la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio
de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y pro-
fesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional.

La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la naciona-
lidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en
el país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la
difusión de los valores culturales de la Nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son
libres. Los planes de desarrollo económico y social incluirán el fomento a las
ciencias y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos para personas
e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las
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demás manifestaciones culturales, y ofrecerá estímulos especiales a personas
e instituciones que ejerzan estas actividades.

Artículo 72. El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección
del Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que confor-
man la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables,
inembargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para
readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará
los derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados en
territorios de riqueza arqueológica.

Artículo 73. La actividad periodística gozará de protección para garanti-
zar su libertad e independencia profesional.

Artículo 74. Todas las personas tienen derecho a acceder a los documen-
tos públicos salvo los casos que establezca la ley.

El secreto profesional es inviolable.

Artículo 75. El espectro electromagnético es un bien público inenajenable
e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza la igual-
dad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley.

Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, el Estado in-
tervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas monopolísticas en el
uso del espectro electromagnético.

Artículo 76. La intervención estatal en el espectro electromagnético utili-
zado para los servicios de televisión, estará a cargo de un organismo de dere-
cho público con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y
técnica, sujeto a un régimen legal propio.

Dicho organismo desarrollará y ejecutará los planes y programas del Esta-
do en el servicio a que hace referencia el inciso anterior.

Artículo 77. La dirección de la política que en materia de televisión de-
termine la ley sin menoscabo de las libertades consagradas en esta Constitu-
ción, estará a cargo del organismo mencionado.

La televisión será regulada por una entidad autónoma del orden nacional,
sujeta a un régimen propio. La dirección y ejecución de las funciones de la
entidad estarán a cargo de una Junta Directiva integrada por cinco (5) miem-
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bros, la cual nombrará al Director. Los miembros de la Junta tendrán período
fijo. El Gobierno Nacional designará dos de ellos. Otro será escogido entre
los representantes legales de los canales regionales de televisión. La Ley dis-
pondrá lo relativo al nombramiento de los demás miembros y regulará la orga-
nización y funcionamiento de la Entidad.

Parágrafo. Se garantizarán y respetarán la estabilidad y los derechos de
los trabajadores de Inravisión.

CAPÍTULO III
DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y DEL AMBIENTE

Artículo 78. La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios
ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe su-
ministrarse al público en su comercialización.

Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en
la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad
y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios.

El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumi-
dores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para
gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y observar
procedimientos democráticos internos.

Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente
sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones
que puedan afectarlo.

Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, con-
servar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación
para el logro de estos fines.

Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación,
restauración o sustitución.

Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental,
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados.

Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas
situados en las zonas fronterizas.
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Artículo 81. Queda prohibida la fabricación, importación, posesión y
uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al
territorio nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos.

El Estado regulará el ingreso al país y la salida de él de los recursos
genéticos, y su utilización, de acuerdo con el interés nacional.

Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad
del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre
el interés particular.

Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción
urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en
defensa del interés común.

CAPÍTULO IV
DE LA PROTECCIÓN Y APLICACIÓN DE LOS DERECHOS

Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades pú-
blicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en
todas las gestiones que aquéllos adelanten ante éstas.

Artículo 84. Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamenta-
dos de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exi-
gir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio.

Artículo 85. Son de aplicación inmediata los derechos consagrados en los
artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30,
31, 33, 34, 37 y 40.

Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los
jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y
sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmedia-
ta de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier
autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien
se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de
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inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en
todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio
para evitar un perjuicio irremediable.

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de
tutela y su resolución.

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra
particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya con-
ducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes
el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.

Artículo 87. Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para
hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En caso
de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cum-
plimiento del deber omitido.

Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los
derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la
seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre
competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un
número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones
particulares.

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño
inferido a los derechos e intereses colectivos.

Artículo 89. Además de los consagrados en los artículos anteriores, la ley
establecerá los demás recursos, las acciones y los procedimientos necesarios
para que puedan propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la pro-
tección de sus derechos individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción
u omisión de las autoridades públicas.

Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de
las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de
uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gra-
vemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.
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Artículo 91. En caso de infracción manifiesta de un precepto consti-
tucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de
responsabilidad al agente que lo ejecuta.

Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Res-
pecto de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la
orden.

Artículo 92. Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar de la
autoridad competente la aplicación de las sanciones penales o disciplinarias
derivadas de la conducta de las autoridades públicas.

Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohiben su limita-
ción en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratifi-
cados por Colombia.

Incisos 3 y 4 adicionados por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 2
de 2001. El nuevo texto es el siguiente:*

El Estado colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal
Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el
17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones
Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el
procedimiento establecido en esta Constitución.

La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por
parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la
Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia
regulada en él.

Artículo 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la
Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entender-
se como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no
figuren expresamente en ellos.

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.663, del 31 de diciembre de 2001.
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CAPÍTULO V
DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES

Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de
la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla.
El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución
implica responsabilidades.

Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes.
Son deberes de la persona y del ciudadano:

1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios;
2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con

acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la
salud de las personas;

3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente consti-
tuidas para mantener la independencia y la integridad nacionales;

4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la
convivencia pacífica;

5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país;
6. Propender al logro y mantenimiento de la paz; 
7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la jus-

ticia;
8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la con-

servación de un ambiente sano;
9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro

de conceptos de justicia y equidad.  [...]
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Conductas punibles y faltas

disciplinarias contra los

derechos humanos y el derecho

internacional humanitario

LEY 589 DE 2000*

(Julio 6)

Por medio de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada,
el desplazamiento forzado y la tortura; y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

 DECRETA:

[Los artículos 1 a 6 fueron derogados por la Ley 599 de 2000 “por la cual
se expide el Código Penal”.]

 Artículo 7o. El numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Ad-
ministrativo tendrá un inciso segundo del siguiente tenor:

 Sin embargo, el término de caducidad de la acción de reparación directa
derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en
que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo
adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que tal acción pueda intentarse
desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la desapa-
rición.

Artículo 8o. Comisión de búsqueda de personas desaparecidas. Créa-
se una comisión nacional y permanente de búsqueda de personas desapareci-

* Publicada en el Diario Oficial No. 44.073, del 7 de julio de 2000.
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das con el fin de apoyar y promover la investigación del delito de desaparición
forzada, con pleno respeto de las competencias institucionales y de las facul-
tades de los sujetos procesales.

 Esta comisión diseñará, evaluará y apoyará la ejecución de los planes de
búsqueda de personas desaparecidas y conformará grupos de trabajo para
casos específicos.

La Comisión estará integrada por las siguientes personas:
El Fiscal General de la Nación o su delegado permanente.
El Procurador General de la Nación o su delegado permanente.
El Defensor del Pueblo o su delegado permanente.
El Ministerio de Defensa o un delegado de la Oficina de Derechos Hu-

manos del Ministerio de Defensa.
El Consejero Presidencial para los Derechos Humanos o su delegado per-

manente.
El Director del Programa Presidencial para la Defensa de la Libertad o su

delegado permanente.
El Director del Instituto de Medicina Legal o su delegado permanente.
Un representante de la Asociación de Familiares de Detenidos Desapare-

cidos, Asfaddes.
Un representante de las organizaciones no gubernamentales de derechos

humanos escogidas por ellas mismas.

Parágrafo. Las labores de búsqueda se extenderán incluso a los casos
acaecidos con anterioridad a la expedición de esta ley.

Artículo 9o. Registro Nacional de Desaparecidos. El Gobierno Nacio-
nal diseñará y pondrá en marcha un registro nacional de desaparecidos en el
que se incluirán todos los datos de identificación de las personas desapareci-
das y de inhumación y exhumación de cadáveres de personas no identifi-
cadas, el cual deberá contener como mínimo los siguientes datos:

1. Identidad de las personas desaparecidas.
2. Lugar y fecha de los hechos.
3. Relación de los cadáveres, restos exhumados o inhumados, de personas

no identificadas, con la indicación del lugar y fecha del hallazgo, condiciones,
características, evidencias, resultados de estudios técnicos, científicos o tes-
timoniales y cualquier dato que conduzca a su identificación.
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El Registro Nacional de Desaparecidos será coordinado por el Instituto
Nacional de Medicina Legal y funcionará en su sede.

 En la resolución que dé inicio a la investigación previa, o a la instrucción
del proceso penal, o a la indagación preliminar o a la investigación en el pro-
ceso disciplinario, el Fiscal o el funcionario competente de la Procuraduría
General de la Nación, según el caso, ordenará enviar todos los datos de la
víctima al registro y solicitará la información necesaria para localizarla.

Artículo 10. Administración de los bienes de las personas víctimas del
delito de desaparición forzada. La autoridad judicial que conoce o dirige el
proceso por el delito de desaparición forzada, podrá autorizar al cónyuge, com-
pañero o compañera permanente, a alguno de los padres o de los hijos del
desaparecido para que provisionalmente asuman la disposición y administra-
ción de todos o parte de sus bienes, en cuanto fueren de su manejo exclusivo.
Quien sea autorizado, actuará como curador de conformidad con las leyes
civiles sobre la materia.

 El funcionario judicial remitirá estas diligencias a la autoridad competente,
quien adoptará en forma definitiva las decisiones que considere pertinentes.

Parágrafo 1o. La misma autoridad judicial podrá autorizar a quien actúe
como curador para que continúe percibiendo el salario u honorarios a que
tenga derecho el desaparecido, hasta por el término de dos (2) años, si éste
fuera un servidor público.

Parágrafo 2o. Igual tratamiento tendrá, hasta tanto se produzca su liber-
tad. El servidor público que sea sujeto pasivo del delito de secuestro.

Artículo 11. Obligaciones del Estado. Sin perjuicio de la extinción de la
acción penal o terminación del proceso por cualquier causa, en el delito de
desaparición forzada de personas, el Estado tiene la obligación permanente
de realizar todas las acciones necesarias tendientes a establecer el paradero
de la víctima, conocer sobre las razones de su desaparición e informar sobre
ello a sus familiares.

Artículo 12. Registro de personas capturadas y detenidas. Las perso-
nas privadas de la libertad sólo podrán permanecer recluidas en los estableci-
mientos e instituciones autorizadas para el efecto en los términos consagrados
en la Constitución Nacional y la ley.
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Los organismos de Seguridad del Estado y de Policía Judicial y las institu-
ciones carcelarias llevarán registros oficiales debidamente sistematizados y
comunicados por red a nivel nacional de las personas capturadas o detenidas
con indicación de la fecha y hora de ingreso, motivo de la aprehensión o
detención, trámite dado a su situación y autoridad ante la cual fue puesto o se
encuentra a disposición. Este registro estará a disposición inmediata de cual-
quier persona.

 Aquellas entidades dispondrán, además, de una línea telefónica gratuita
permanente a disposición de la ciudadanía para suministrar la información a
la que se refiere el inciso anterior.

Artículo 13. Mecanismo de búsqueda urgente. Si no se conoce el para-
dero de una persona se podrá solicitar a cualquier autoridad judicial, por par-
te de terceros y sin necesidad de mandato alguno, que disponga de inmediato
de una búsqueda urgente para realizar todas las diligencias necesarias, tanto
en relación con autoridades y dependencias públicas como con particulares y
lugares de carácter privado, para dar con su paradero.

 Si dichas diligencias o algunas de ellas deben practicarse en lugares dis-
tintos a su jurisdicción, la autoridad judicial que haya decretado la búsqueda
urgente solicitará la colaboración de jueces o fiscales del respectivo lugar,
mediante despacho comisorio que será comunicado por la vía más rápida
posible y que deberá ser anunciado de inmediato por medio telefónico, de tal
forma que no sea necesario el recibo físico de la documentación por parte del
comisionado para que éste inicie su colaboración en la búsqueda urgente.

 Si se logra ubicar el paradero de la persona y ésta ha sido privada de la
libertad por servidor público, el funcionario judicial ordenará de inmediato su
traslado al centro de reclusión más cercano dentro de los términos estableci-
dos en la ley y, si fuere competente, dará inicio al trámite de hábeas corpus.

 Si la persona se encuentra retenida por particulares o en un sitio que no
sea dependencia pública, se dispondrá de inmediato, lo necesario para que la
autoridad competente proceda a su rescate.

 Lo dispuesto en este artículo se aplica sin perjuicio de las investigaciones
penales y disciplinarias a que haya lugar.

 Los servidores públicos tienen la obligación de prestar su colaboración y
apoyo para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 14. Los delitos que tipifica la presente ley no son amnistiables ni
indultables.
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 Artículo 15. Los delitos que tipifica la presente ley serán de conocimien-
to de los jueces penales de circuito especializados.

Artículo 16. Derogatorias. La presente ley deroga expresamente todas
las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 18. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación.

LEY 599 DE 2000 *
(Julio 24)

Por la cual se expide el Código Penal

El Congreso de Colombia

 DECRETA:

 LIBRO I
PARTE GENERAL

TÍTULO I
DE LAS NORMAS RECTORAS DE LA LEY PENAL COLOMBIANA

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1o. Dignidad humana. El derecho penal tendrá como funda-
mento el respeto a la dignidad humana.

Artículo 2o. Integración. Las normas y postulados que sobre derechos
humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los trata-
dos y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte inte-
gral de este código. [...]

* Publicada en el Diario Oficial No. 44.097, del 24 de julio de 2000.
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LIBRO II
PARTE ESPECIAL DE LOS DELITOS EN PARTICULAR

TÍTULO I
DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL

CAPÍTULO I
DEL GENOCIDIO

Artículo 101. Genocidio. El que con el propósito de destruir total o par-
cialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político [que actúe
dentro del marco de la ley]*  por razón de su pertenencia al mismo, ocasionare
la muerte de sus miembros, incurrirá en prisión de treinta (30) a cuarenta
(40) años; en multa de dos mil (2.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos
mensuales legales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públi-
cas de quince (15) a veinte (20) años.

 La pena será de prisión de diez (10) a veinticinco (25) años, la multa de
mil (1.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y
la interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a quince (15)
años cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los siguien-
tes actos:

1. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo.
2. Embarazo forzado.
3. Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia que

hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial.
4. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo.
5. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

* Aparte declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-177
del 14 de febrero de 2001, magistrado ponente Fabio Morón Díaz.
Destaca el editor que la redacción en la sentencia del aparte demandado difiere del
texto original de la norma publicada en el Diario Oficial. La redacción en la sentencia
es “que actúe dentro del margen de la ley”; el texto original es “que actúe dentro del
marco de la ley”.
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Artículo 102. Apología del genocidio. El que por cualquier medio difun-
da ideas o doctrinas que propicien o justifiquen las conductas constitutivas
de genocidio, o pretendan la rehabilitación de regímenes o instituciones que
amparen prácticas generadoras de las mismas, incurrirá en prisión de seis (6)
a diez (10) años, multa de quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos
legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años.  [...]

TÍTULO II

DELITOS CONTRA PERSONAS Y BIENES PROTEGIDOS
POR EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

 CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 135. Homicidio en persona protegida. El que, con ocasión y
en desarrollo de conflicto armado, ocasione la muerte de persona protegida
conforme a los Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario ratifi-
cados por Colombia, incurrirá en prisión de treinta (30) a cuarenta (40) años,
multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales men-
suales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas de quince (15) a veinte (20) años.

Parágrafo. Para los efectos de este artículo y las demás normas del pre-
sente título se entiende por personas protegidas conforme al derecho interna-
cional humanitario:

1. Los integrantes de la población civil.
2. Las personas que no participan en hostilidades y los civiles en poder de

la parte adversa.
3. Los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate.
4. El personal sanitario o religioso.
5. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados.
6. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición

u otra causa análoga.
7. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados

como apátridas o refugiados.
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8. Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los
Convenios I, II, III y IV de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales I y
II de 1977 y otros que llegaren a ratificarse.

Artículo 136. Lesiones en persona protegida. El que, con ocasión y en
desarrollo de conflicto armado, cause daño a la integridad física o a la salud
de persona protegida conforme al derecho internacional humanitario, incu-
rrirá en las sanciones previstas para el delito de lesiones personales, incre-
mentada hasta en una tercera parte.

Artículo 137. Tortura en persona protegida. El que, con ocasión y en
desarrollo de conflicto armado, inflija a una persona dolores o sufrimientos
graves, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero infor-
mación o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se
sospeche que ha cometido, o de intimidarla o coaccionarla por cualquier ra-
zón que comporte algún tipo de discriminación, incurrirá en prisión de diez
(10) a veinte (20) años, multa de quinientos (500) a mil (1000) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos
y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años.

Artículo 138. Acceso carnal violento en persona protegida. El que, con
ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice acceso carnal por medio
de violencia en persona protegida incurrirá en prisión de diez (10) a diez y
ocho (18) años y multa de quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

Para los efectos de este artículo se entenderá por acceso carnal lo dispues-
to en el artículo 212 de este código.

Artículo 139. Actos sexuales violentos en persona protegida. El que,
con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice acto sexual diverso al
acceso carnal, por medio de violencia en persona protegida incurrirá en pri-
sión de cuatro (4) a nueve (9) años y multa de cien (100) a quinientos (500)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 140. Circunstancias de agravación. La pena prevista en los
dos artículos anteriores se agravará en los mismos casos y en la misma propor-
ción señalada en el artículo 211 de este código.
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Artículo 141. Prostitución forzada o esclavitud sexual. El que median-
te el uso de la fuerza y con ocasión y en desarrollo del conflicto armado obli-
gue a persona protegida a prestar servicios sexuales incurrirá en prisión de
diez (10) a diez y ocho (18) años y multa de quinientos (500) a mil (1.000)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 142. Utilización de medios y métodos de guerra ilícitos. El
que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, utilice medios o méto-
dos de guerra prohibidos o destinados a causar sufrimientos o pérdidas inne-
cesarios o males superfluos incurrirá, por esa sola conducta, en prisión de
seis (6) a diez (10) años, multa de cien (100) a doscientos (200) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de de-
rechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 143. Perfidia. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto
armado y con el propósito de dañar o atacar al adversario, simule la condición
de persona protegida o utilice indebidamente signos de protección como la
Cruz Roja o la Media Luna Roja, la bandera de las Naciones Unidas o de
otros organismos Intergubernamentales, la bandera blanca de parlamento o
de rendición, banderas o uniformes de países neutrales o de destacamentos
militares o policiales de las Naciones Unidas u otros signos de protección
contemplados en tratados internacionales ratificados por Colombia, incurrirá
por esa sola conducta en prisión de tres (3) a ocho (8) años y multa de cin-
cuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

 En igual pena incurrirá quien, con la misma finalidad, utilice uniformes
del adversario.

Artículo 144. Actos de terrorismo. El que, con ocasión y en desarrollo
de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados
o excesivos o haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o
amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por
esa sola conducta en prisión de quince (15) a veinticinco (25) años, multa de
dos mil (2.000) a cuarenta mil (40.000) salarios mínimos legales mensuales
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas
de quince (15) a veinte (20) años.

Artículo 145. Actos de barbarie. El que, con ocasión y en desarrollo de
conflicto armado y fuera de los casos especialmente previstos como delitos y
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sancionados con pena mayor, realice actos de no dar cuartel, atacar a persona
fuera de combate, de abandonar a heridos o enfermos, o realice actos dirigi-
dos a no dejar sobrevivientes o a rematar a los heridos y enfermos u otro tipo
de actos de barbarie prohibidos en tratados internacionales ratificados por
Colombia incurrirá, por esa sola conducta, en prisión de diez (10) a quince
(15) años, multa de doscientos (200) a quinientos (500) salarios mínimos
legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas de diez (10) a quince (15) años.

Artículo 146. Tratos inhumanos y degradantes y experimentos bioló-
gicos en persona protegida. El que, fuera de los casos previstos expresa-
mente como conducta punible, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado,
inflija a persona protegida tratos o le realice prácticas inhumanas o degradan-
tes o le cause grandes sufrimientos o practique con ella experimentos biológi-
cos, o la someta a cualquier acto médico que no esté indicado ni conforme a
las normas médicas generalmente reconocidas incurrirá, por esa sola conduc-
ta, en prisión de cinco (5) a diez (10) años, multa de doscientos (200) a mil
(1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 147. Actos de discriminación racial. El que, con ocasión y en
desarrollo de conflicto armado, realice prácticas de segregación racial o ejerza
tratos inhumanos o degradantes basados en otras distinciones de carácter
desfavorable que entrañen ultraje contra la dignidad personal, respecto de
cualquier persona protegida, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años,
multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas
de cinco (5) a diez (10) años.

Artículo 148. Toma de rehenes. El que, con ocasión y en desarrollo de
conflicto armado, prive a una persona de su libertad condicionando ésta o su
seguridad a la satisfacción de exigencias formuladas a la otra parte, o la utilice
como defensa, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años, multa
de dos mil (2000) a cuatro mil (4.000) salarios mínimos legales mensuales
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas
de quince (15) a veinte (20) años.

Artículo 149. Detención ilegal y privación del debido proceso. El que,
con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, prive ilegalmente de su li-
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bertad a una persona y la sustraiga de su derecho a ser juzgada de manera
legítima e imparcial, incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años y
multa de mil (1.000) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales
vigentes.

Artículo 150. Constreñimiento a apoyo bélico. El que, con ocasión y en
desarrollo de conflicto armado, constriña a persona protegida a servir de cual-
quier forma en las fuerzas armadas de la parte adversa incurrirá en prisión de
tres (3) a seis (6) años y multa de cien (100) a trescientos (300) salarios
mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 151. Despojo en el campo de batalla. El que, con ocasión y en
desarrollo de conflicto armado, despoje de sus efectos a un cadáver o a perso-
na protegida, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años y multa de cien
(100) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 152. Omisión de medidas de socorro y asistencia humanita-
ria. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y estando obliga-
do a prestarlas, omita las medidas de socorro y asistencia humanitarias a favor
de las personas protegidas, incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años y
multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.

Artículo 153. Obstaculización de tareas sanitarias y humanitarias. El
que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, obstaculice o impida al
personal médico, sanitario o de socorro o a la población civil la realización de
las tareas sanitarias y humanitarias que de acuerdo con las normas del Dere-
cho Internacional Humanitario pueden y deben realizarse, incurrirá en pri-
sión de tres (3) a seis (6) años y multa de cien (100) a trescientos (300)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

 Si para impedirlas u obstaculizarlas se emplea violencia contra los dispo-
sitivos, los medios o las personas que las ejecutan, la pena prevista en el
artículo anterior se incrementará hasta en la mitad, siempre que la conducta
no constituya delito sancionado con pena mayor.

Artículo 154. Destrucción y apropiación de bienes protegidos. El que,
con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y fuera de los casos especial-
mente previstos como conductas punibles sancionadas con pena mayor, des-
truya o se apropie por medios ilegales o excesivos en relación con la ventaja
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militar concreta prevista, de los bienes protegidos por el derecho internacio-
nal humanitario, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años y multa de
quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Parágrafo. Para los efectos de este artículo y los demás del título se en-
tenderán como bienes protegidos conforme al derecho internacional huma-
nitario:

1. Los de carácter civil que no sean objetivos militares.
2. Los culturales y los lugares destinados al culto.
3. Los indispensables para la supervivencia de la población civil.
4. Los elementos que integran el medio ambiente natural.
5. Las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas.

Artículo 155. Destrucción de bienes e instalaciones de carácter sani-
tario. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, sin justifica-
ción alguna basada en imperiosas necesidades militares, y sin que haya tomado
previamente las medidas de protección adecuadas y oportunas, ataque o des-
truya ambulancias o medios de transporte sanitarios, hospitales de campaña
o fijos, depósitos de elementos de socorro, convoyes sanitarios, bienes desti-
nados a la asistencia y socorro de las personas protegidas, zonas sanitarias y
desmilitarizadas, o bienes e instalaciones de carácter sanitario debidamente
señalados con los signos convencionales de la Cruz Roja o de la Media Luna
Roja, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años y multa de quinientos
(500) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 156. Destrucción o utilización ilícita de bienes culturales y
de lugares de culto. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado,
sin justificación alguna basada en imperiosas necesidades militares y sin que
previamente haya tomado las medidas de protección adecuadas y oportunas,
ataque y destruya monumentos históricos, obras de arte, instalaciones educa-
tivas o lugares de culto, que constituyan el patrimonio cultural o espiritual de
los pueblos, debidamente señalados con los signos convencionales, o utilice
tales bienes en apoyo del esfuerzo militar, incurrirá en prisión de tres (3) a
diez (10) años y multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

Artículo 157. Ataque contra obras e instalaciones que contienen fuer-
zas peligrosas. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, sin
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justificación alguna basada en imperiosas necesidades militares, ataque pre-
sas, diques, centrales de energía eléctrica, nucleares u otras obras o instala-
ciones que contengan fuerzas peligrosas, debidamente señalados con los signos
convencionales, incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años, multa de
mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10)
a quince (15) años.

 Si del ataque se deriva la liberación de fuerzas con pérdidas o daños en
bienes o elementos importantes para la subsistencia de la población civil, la
pena será de quince (15) a veinte (20) años de prisión, multa de dos mil
(2.000) a cuatro mil (4.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince
(15) a veinte (20) años.

Artículo 158. Represalias. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto
armado, haga objeto de represalias o de actos de hostilidades a personas o
bienes protegidos, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de
cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 159. Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento for-
zado de población civil. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto
armado y sin que medie justificación militar, deporte, expulse, traslade o des-
place forzadamente de su sitio de asentamiento a la población civil, incurrirá
en prisión de diez (10) a veinte (20) años, multa de mil (1.000) a dos mil
(2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años.

Artículo 160. Atentados a la subsistencia y devastación. El que, con
ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ataque, inutilice, dañe, retenga o
se apodere de bienes o elementos indispensables para la subsistencia de la
población civil, incurrirá en prisión cinco (5) a diez (10) años y multa de
quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 161. Omisión de medidas de protección a la población civil.
El que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, estando obligado a
hacerlo, omita la adopción de medidas para la protección de la población
civil, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de doscientos
(200) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
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 Artículo 162. Reclutamiento ilícito. El que, con ocasión y en desarrollo
de conflicto armado, reclute menores de dieciocho (18) años o los obligue a
participar directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas,
incurrirá en prisión de seis (6) a diez (10) años y multa de seiscientos (600) a
mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 163. Exacción o contribuciones arbitrarias. El que, con oca-
sión y en desarrollo de un conflicto armado, imponga contribuciones arbitra-
rias incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años y multa de quinientos
(500) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 164. Destrucción del medio ambiente. El que, con ocasión y
en desarrollo de conflicto armado, emplee métodos o medios concebidos para
causar daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural, incurri-
rá en prisión de diez (10) a quince (15) años, multa de cinco mil (5.000) a
treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabili-
tación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a quin-
ce (15) años.

TÍTULO III
DELITOS CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL Y OTRAS GARANTÍAS

CAPÍTULO I
DE LA DESAPARICIÓN FORZADA

Artículo 165. Desaparición forzada. El particular que [perteneciendo a
un grupo armado al margen de la ley]*  someta a otra persona a privación de
su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la
negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero,
sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a trein-
ta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales
mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de
diez (10) a veinte (20) años.

* Aparte declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia
C-317 del 2 de mayo de 2002, magistrada ponente Clara Inés Vargas Hernández.
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A la misma pena quedará sometido el servidor público, o el particular que
actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta
descrita en el inciso anterior.

Artículo 166. Circunstancias de agravación punitiva. La pena prevista
en el artículo anterior será de treinta (30) a cuarenta (40) años de prisión,
multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales men-
suales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas de quince (15) a veinte (20) años, siempre que concurra alguna de
las siguientes circunstancias:

1. Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción.
2. Cuando la conducta se cometa en persona con discapacidad que le

impida valerse por sí misma.
3. Cuando la conducta se ejecute en menor de dieciocho (18) años, ma-

yor de sesenta (60) o mujer embarazada.
4. Cuando la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra las

siguientes personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de dere-
chos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigen-
tes sindicales, políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos de
conductas punibles o disciplinarias, juez de paz, o contra cualquier otra per-
sona por sus creencias u opiniones políticas o por motivo que implique algu-
na forma de discriminación o intolerancia.

5. Cuando la conducta se cometa por razón y contra los parientes de las
personas mencionadas en el numeral anterior, hasta el segundo grado de con-
sanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

6. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.
7. Si se somete a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes

durante el tiempo en que permanezca desaparecida, siempre y cuando la con-
ducta no configure otro delito.

8. Cuando por causa o con ocasión de la desaparición forzada le sobreven-
ga a la víctima la muerte o sufra lesiones físicas o psíquicas.

9. Cuando se cometa cualquier acción sobre el cadáver de la víctima para
evitar su identificación posterior, o para causar daño a terceros.

Artículo 167. Circunstancias de atenuación punitiva. Las penas pre-
vistas en el artículo 160 se atenuarán en los siguientes casos:
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1. La pena se reducirá de la mitad (1/2) a las cinco sextas (5/6) partes
cuando en un término no superior a quince (15) días, los autores o partícipes
liberen a la víctima voluntariamente en similares condiciones físicas y psíqui-
cas a las que se encontraba en el momento de ser privada de la libertad, o
suministren información que conduzca a su recuperación inmediata, en simi-
lares condiciones físicas y psíquicas.

 2. La pena se reducirá de una tercera parte (1/3) a la mitad (1/2) cuando
en un término mayor a quince (15) días y no superior a treinta (30) días, los
autores o partícipes liberen a la víctima en las mismas condiciones previstas
en el numeral anterior.

 3. Si los autores o partícipes suministran información que conduzca a la
recuperación del cadáver de la persona desaparecida, la pena se reducirá has-
ta en una octava (1/8) parte.

Parágrafo. Las reducciones de penas previstas en este artículo se aplica-
rán únicamente al autor o partícipe que libere voluntariamente a la víctima o
suministre la información. [...]

CAPÍTULO V
DE LOS DELITOS CONTRA LA AUTONOMÍA PERSONAL

Artículo 178. Tortura. El que inflija a una persona dolores o sufrimientos
graves, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero infor-
mación o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se
sospeche que ha cometido o de intimidarla o coaccionarla por cualquier ra-
zón que comporte algún tipo de discriminación incurrirá en prisión de ocho a
quince años, multa de ochocientos (800) a dos mil (2.000) salarios mínimos
legales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas por el mismo término de la pena privativa de la libertad.

 En la misma pena incurrirá el que cometa la conducta con fines distintos
a los descritos en el inciso anterior.

 No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven única-
mente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o inherente a ellas.

Artículo 179. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas previs-
tas en el artículo anterior se aumentarán hasta en una tercera parte en los
siguientes eventos:
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1. Cuando el agente sea integrante del grupo familiar de la víctima.
2. Cuando el agente sea un servidor público o un particular que actúe

bajo la determinación o con la aquiescencia de aquél.
3. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho

(18) años, o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada.
4. Cuando se cometa por razón de sus calidades, contra las siguientes

personas: servidores públicos, periodistas, comunicadores sociales, defenso-
res de los derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección
popular, dirigentes cívicos, comunitarios, étnicos, sindicales, políticos o reli-
giosos, contra quienes hayan sido testigos o víctimas de hechos punibles o
faltas disciplinarias; o contra el cónyuge, o compañero o compañera perma-
nente de las personas antes mencionadas, o contra sus parientes hasta el
tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

5. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.
6. Cuando se cometa para preparar, facilitar, ocultar o asegurar el produc-

to o la impunidad de otro delito; o para impedir que la persona intervenga en
actuaciones judiciales o disciplinarias.

Artículo 180. Desplazamiento forzado. Artículo corregido por el artícu-
lo 1° del Decreto 2667 de 2001. El texto corregido es el siguiente: El que de
manera arbitraria, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra
un sector de la población, ocasione que uno o varios de sus miembros cam-
bien el lugar de su residencia, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12)
años, multa de seiscientos (600) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos
legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públi-
cas de seis (6) a doce (12) años.

No se entenderá por desplazamiento forzado, el movimiento de población
que realice la fuerza pública cuando tenga por objeto la seguridad de la pobla-
ción, o en desarrollo de imperiosas razonas militares, de acuerdo con el dere-
cho internacional.

Artículo 181. Circunstancias de agravación punitiva. La pena prevista
en el artículo anterior se aumentará hasta en una tercera parte:

1. Cuando el agente tuviere la condición de servidor público.
2. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho

(18) años, o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada.
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3. Cuando se cometa por razón de sus calidades, contra las siguientes
personas: periodistas, comunicadores sociales, defensores de los derechos
humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes
cívicos, comunitarios, étnicos, sindicales, políticos o religiosos, contra quie-
nes hayan sido testigos o víctimas de hechos punibles o faltas disciplinarias.

4. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.
5. Cuando se sometiere a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degra-

dantes. [...]

Artículo 188. Del tráfico de migrantes. Artículo modificado por el ar-
tículo 1° de la Ley 747 de 2002. El nuevo texto es el siguiente: El que
promueva, induzca, constriña, facilite, financie, colabore o de cualquier otra
forma participe en la entrada o salida de personas del país, sin el cumplimien-
to de los requisitos legales, con el ánimo de lucrarse o cualquier otro prove-
cho para sí u otra persona, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años y
una multa de cincuenta (50) a (100) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes al momento de la sentencia condenatoria.

Artículo 188-A. Trata de personas. Artículo adicionado por el artículo
2 de la Ley 747 de 2002.* El nuevo texto es el siguiente: El que promueva,
induzca constriña facilite financie, colabore o participe en el traslado de una
persona dentro del territorio nacional o al exterior recurriendo a cualquier
forma de violencia, amenaza o engaño, con fines de explotación, para que
ejerza prostitución, pornografía, servidumbre por deudas, mendicidad, traba-
jo forzado. Matrimonio servil, esclavitud con el propósito de obtener prove-
cho económico o cualquier otro beneficio, para sí o para otra persona incurrirá
en prisión de diez (10) a quince (15) años y una multa de seiscientos (600) a
mil (1000) salarios mínimos legales vigentes mensuales al momento de la
sentencia condenatoria.

Artículo 188-B. Circunstancias de agravación punitiva. Artículo adi-
cionado por el artículo 3 de la Ley 747 de 2002.** El nuevo texto es el
siguiente: Las penas para los delitos descritos en el artículo 188 y 188-A, se
aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando:

* Publicada en el Diario Oficial No. 44.872, del 19 de julio de 2000.

** Ibíd.
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1. Cuando [sic] se realice en persona que padezca inmadurez psicológica,
trastorno mental, enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o per-
manentemente o sea menor de 18 años.

2. Como consecuencia, la víctima resulte afectada en daño físico perma-
nente y/o lesión psíquica, inmadurez mental, trastorno mental en forma tem-
poral o permanente o daño en la salud de forma permanente.

3. El responsable sea cónyuge o compañero permanente o pariente hasta
el tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil.

4. El autor o partícipe sea servidor público.

Parágrafo. Cuando las conductas descritas en los artículos 188 y 188-A
se realicen sobre menor de doce (12) años se aumentará en la mitad de la
misma pena. […]

TÍTULO VI
DELITOS CONTRA LA FAMILIA

CÁPITULO I
DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

Artículo 229. Violencia intrafamiliar. El que maltrate física, psíquica o
sexualmente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá, siempre
que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión
de uno (1) a tres (3) años.

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando el mal-
trato recaiga sobre un menor.

Artículo 300. Maltrato mediante la restricción a la libertad física. El
que mediante fuerza restrinja la libertad de locomoción a otra persona mayor
de edad perteneciente a su grupo familiar o en menor de edad sobre el cual
no se ejerza patria potestad, incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y en
multa de uno (1) a dieciséis (16) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena ma-
yor. [...]
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LEY 734 DE 2002*

(Febrero 5)

Por la cual se expide el Código Disciplinario Único.

El Congreso de Colombia

 DECRETA:

[...] Artículo 33. Derechos. Además de los contemplados en la Constitu-
ción, la ley y los reglamentos, son derechos de todo servidor público:

[...] 10. Los derechos consagrados en la Constitución, los tratados internaciona-

les ratificados por el Congreso, las leyes, las ordenanzas, los acuerdos municipa-

les, los reglamentos y manuales de funciones, las convenciones colectivas y los

contratos de trabajo.

Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público:

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Consti-
tución, los tratados de derecho internacional humanitario, los demás ratifica-
dos por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos
distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las conven-
ciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas
por funcionario competente.

Los deberes consignados en la Ley 190 de 1995 se integrarán a este código.

Artículo 35. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido:

1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las fun-
ciones contenidas en la Constitución, los tratados internacionales ratificados
por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales
y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de
funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colecti-
vas y los contratos de trabajo. [...]

* Publicada en el Diario Oficial No. 44.70, del 13 de febrero de 2000.
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26. Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza,
color, linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas
política, económica, social, cultural o en cualquier otra de la vida pública
(artículo 1o., Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación Racial, aprobada en Colombia mediante la Ley 22 de
1981). [...]

Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: [...]

5. Realizar cualquiera de los actos mencionados a continuación con la
intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, ra-
cial, religioso, político o social:

a) Lesión [grave]*  a la integridad física o mental de los miembros del
grupo;

b) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

c) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo;
d) Traslado por la fuerza de miembros del grupo a otro.

6. Ocasionar, con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo
nacional, étnico, racial, religioso, político o colectividad con identidad propia
fundada en motivos políticos, por razón de su pertenencia al mismo, la muer-
te de uno o varios de sus miembros.

7. Incurrir en graves violaciones al derecho internacional humanitario.
8. Someter a una o varias personas a privación de la libertad, cualquiera

que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer
dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del
amparo de la ley.

9. Infligir a una persona dolores o sufrimientos [grave]**  físicos o psíqui-
cos con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de

* Aparte declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-181
del 12 de marzo de 2002, magistrado ponente Jaime Córdoba Triviño.

** Ibíd.
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castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido o
de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de
discriminación.

10. Ocasionar, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra
un sector de la población que uno o varios de sus miembros cambie el lugar
de su residencia.

11. Ocasionar la muerte en forma deliberada, [y dentro de un mismo
contexto de hechos, a varias personas que se encuentren en situación de
indefensión],* por causa de sus opiniones o actividades políticas, creencias
religiosas, raza, sexo, color o idioma.

12. Fomentar o ejecutar actos tendientes a la formación o subsistencia de
grupos armados al margen de la ley; o promoverlos, auspiciarlos, financiarlos,
organizarlos, instruirlos, dirigirlos o colaborar con ellos.

13. Privar de la libertad a una o varias personas y condicionar la vida, la
seguridad y la libertad de ésta o éstas a la satisfacción de cualquier tipo de
exigencias.

14. Privar ilegalmente de la libertad a una persona.
15. Retardar injustificadamente la conducción de persona capturada, de-

tenida o condenada, al lugar de destino, o no ponerla a órdenes de la autori-
dad competente, dentro del término legal.

16. Atentar, con cualquier propósito, contra la inviolabilidad de la corres-
pondencia y demás formas de comunicación, u obtener información o recau-
dar prueba con desconocimiento de los derechos y garantías constitucionales
y legales. [...]

37. Proferir actos administrativos, por fuera del cumplimiento del deber,
con violación de las disposiciones constitucionales o legales referentes a la
protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación, de los recursos
naturales y del medio ambiente, originando un riesgo grave para las etnias, los
pueblos indígenas, la salud humana o la preservación de los ecosistemas na-
turales o el medio ambiente.

38. Omitir o retardar injustificadamente el ejercicio de las funciones pro-
pias de su cargo, permitiendo que se origine un riesgo grave o un deterioro de
la salud humana, el medio ambiente o los recursos naturales. [...]

* Aparte declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-125
del 18 de febrero de 2002, magistrada ponente Clara Inés Vargas Hernández.
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53. Desacatar las órdenes e instrucciones contenidas en las Directivas
Presidenciales cuyo objeto sea la promoción de los derechos humanos y la
aplicación del derecho internacional humanitario, el manejo del orden pú-
blico o la congelación de nóminas oficiales, dentro de la órbita de su com-
petencia.

Parágrafo 4o. También serán faltas gravísimas para los servidores públi-
cos que ejerzan dirección, administración, control y vigilancia sobre las insti-
tuciones penitenciarias y carcelarias: [...]

f) Llevar a los internos a lugares diferentes del señalado en la orden de
remisión o desviarse de la ruta fijada sin justificación; [...]

i) Realizar actos, manifestaciones, que pongan en peligro el orden inter-
no, la seguridad del establecimiento de reclusión o la tranquilidad de
los internos; [...]

p) Retener personas;
q) Intimidar con armas y proferir amenazas y en general;
r) Preparar o realizar hechos que afecten o pongan en peligro la seguri-

dad de los funcionarios, de los reclusos, de los particulares o de los
centros carcelarios; [...]
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LEY 294 DE 1996*

(Julio 16)

Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política
y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la

violencia intrafamiliar.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

TÍTULO I
OBJETO, DEFINICIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1o. La presente Ley tiene por objeto desarrollar el artículo 42,
inciso 5o., de la Carta Política, mediante un tratamiento integral de las dife-
rentes modalidades de violencia en la familia, a efecto de asegurar a ésta su
armonía y unidad.

Artículo 2o. La familia se constituye por vínculos naturales o jurídicos,
por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por
la voluntad responsable de conformarla.

Para los efectos de la presente Ley, integran la familia:

Violencia intrafamiliar

* Publicada en el Diario Oficial No. 42.836, del 22 de julio de 1996.
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a) Los cónyuges o compañeros permanentes;
b) El padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo hogar;
c) Los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos;
d) Todas las demás personas que de manera permanente se hallaren inte-

gradas a la unidad doméstica.

Artículo 3o. Para la interpretación y la aplicación de la presente Ley se
tendrán en cuenta los siguientes principios:

a) Primacía de los derechos fundamentales y reconocimiento de la fami-
lia como institución básica de la sociedad;

b) Toda forma de violencia en la familia se considera destructiva de su
armonía y unidad, y por lo tanto, será prevenida, corregida y sanciona-
da por las autoridades públicas;

c) La oportuna y eficaz protección especial a aquellas personas que en el
contexto de una familia sean o puedan llegar a ser víctimas, en cual-
quier forma, de daño físico o psíquico, amenaza, maltrato, agravio,
ofensa, tortura o ultraje, por causa del comportamiento de otro inte-
grante de la unidad familiar;

d) La igualdad de derechos y oportunidades del hombre y la mujer;
e) Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la

salud, la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y na-
cionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y el
amor, la educación, la cultura, la recreación y la libre expresión de sus
opiniones;

f) Los derechos de los niños prevalecen sobre los de los demás;
g) La preservación de la unidad y la armonía entre los miembros de la

familia, recurriendo para ello a los medios conciliatorios legales cuan-
do fuere procedente;

h) La eficacia, celeridad, sumariedad y oralidad en la aplicación de los
procedimientos contemplados en la presente Ley;

i) El respeto a la intimidad y al buen nombre en la tramitación y resolu-
ción de los conflictos intrafamiliares.
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TÍTULO II
MEDIDAS DE PROTECCIÓN

Artículo 4o. Artículo modificado por el artículo 1o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente:*  Toda persona que dentro de su con-
texto familiar sea víctima de daño físico o psíquico, amenaza, agravio, ofensa
o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo fa-
miliar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar,
al Comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y a falta de éste
al Juez Civil Municipal o promiscuo municipal, una medida de protección
inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que ésta se
realice cuando fuere inminente.

Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despa-
cho judicial competente para conocer de esta acción, la petición se someterá
en forma inmediata a reparto.

Parágrafo 1°. No obstante la competencia anterior podrá acudirse al Juez
de Paz y al Conciliador en Equidad, con el fin de obtener, con su mediación,
que cese la violencia, maltrato o agresión o la evite si fuere inminente. En
este caso se citará inmediatamente al agresor a una audiencia de concilia-
ción, la cual deberá celebrarse en el menor tiempo posible. En la audiencia
deberá darse cumplimiento a las previsiones contenidas en el artículo 14 de
esta ley.

Podrá el Juez de Paz o el Conciliador en Equidad, si las partes lo aceptan,
requerir de instituciones o profesionales o personas calificadas, asistencia al
agresor, a las partes o al grupo familiar.

Si el presunto agresor no compareciere o no se logra acuerdo alguno entre
las partes, se orientará a la víctima sobre la autoridad competente para impo-
ner medidas de protección, a quien por escrito se remitirá la actuación.

Parágrafo 2°. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades
indígenas, el competente para conocer de estos casos es la respectiva autori-
dad indígena, en desarrollo de la jurisdicción especial prevista por la Consti-
tución Nacional en el artículo 246.

* Los artículos modificados por la Ley 575 de 2000 aparecen publicados en el Diario
Oficial No. 43.889, del 11 de febrero de 2000.
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Artículo 5o. Artículo modificado por el artículo 2o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Si el Comisario de Familia o el Juez de
conocimiento determina que el solicitante o un miembro de un grupo fami-
liar ha sido víctima de violencia o maltrato, emitirá mediante providencia
motivada una medida definitiva de protección, en la cual ordenará al agresor
abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar
contra la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario
podrá imponer, además, según el caso, las siguientes medidas:

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte
con la víctima, siempre que se hubiere probado que su presencia cons-
tituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cual-
quiera de los miembros de la familia;

b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se
encuentre la víctima, cuando a discreción del funcionario dicha limi-
tación resulte necesaria para prevenir que aquél moleste, intimide,
amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con los
menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada;

c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños y
personas discapacitadas en situación de indefensión miembros del gru-
po familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar;

d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en
una institución pública o privada que ofrezca tales servicios, a costa
del agresor cuando éste ya tuviera antecedentes en materia de violen-
cia intrafamiliar;

e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos médi-
cos, psicológicos y psíquicos que requiera la víctima;

f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repeti-
ción el Comisario ordenará una protección temporal especial de la
víctima por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio
como en su lugar de trabajo, si lo tuviere;

g) Cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósi-
tos de la presente ley.

Parágrafo 1°. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por
causal de maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las medidas de pro-
tección consagradas en este artículo.
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Parágrafo 2°. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provi-
sional e inmediata por el fiscal que conozca delitos que puedan tener origen
en actos de violencia intrafamiliar. El fiscal remitirá el caso en lo pertinente a
la Acción de Violencia Intrafamiliar, al Comisario de Familia competente, o
en su defecto al Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal, para que con-
tinúe su conocimiento.

Artículo 6o. Artículo modificado por el artículo 3o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Cuando el hecho objeto de la queja
constituyere delito o contravención, el funcionario de conocimiento remitirá
las diligencias adelantadas a la autoridad competente, sin perjuicio de las
medidas de protección consagradas en esta ley.

Artículo 7o. Artículo modificado por el artículo 4o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: El incumplimiento de las medidas de
protección dará lugar a las siguientes sanciones:

a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos
legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse
dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición. La Conversión
en arresto se adoptará de plano mediante auto que sólo tendrá recur-
sos de reposición, a razón de tres (3) días por cada salario mínimo;

b) Si el incumplimiento de las medidas de protección se repitiere en el
plazo de dos (2) años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y
cuarenta y cinco (45) días.

En el caso de incumplimiento de medidas de protección impuestas por
actos de violencia o maltrato que constituyeren delito o contravención, al
agresor se le revocarán los beneficios de excarcelación y los subrogados pena-
les de que estuviere gozando.

Artículo 8o. Todo comportamiento de retaliación, venganza o evasión de
los deberes alimentarios por parte del agresor, se entenderá como incumpli-
miento de las medidas de protección que le fueron impuestas.
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TÍTULO III
PROCEDIMIENTO

Artículo 9o. Artículo modificado por el artículo 5o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Llevar información sobre hechos de
violencia intrafamiliar a las autoridades competentes es responsabilidad de la
comunidad, de los vecinos y debe realizarse inmediatamente se identifique el
caso.

La petición de medida de protección podrá ser presentada personalmente
por el agredido, por cualquier otra persona que actúe en su nombre, o por el
defensor de familia cuando la víctima se hallare en imposibilidad de hacerlo
por sí misma.

La petición de una medida de protección podrá formularse por escrito, en
forma oral o por cualquier medio idóneo para poner en conocimiento del
funcionario competente los hechos de violencia intrafamiliar, y deberá pre-
sentarse a más tardar dentro de los treinta (30) días siguientes a su acaeci-
miento.

Artículo 10. La petición de medida de protección deberá expresar con
claridad los siguientes datos:

a) Nombre de quien la presenta y su identificación, si fuere posible;
b) Nombre de la persona o personas víctimas de la violencia intrafamiliar;
c) Nombre y domicilio del agresor;
d) Relato de los hechos denunciados, y
e) Solicitud de las pruebas que estime necesarias.

Artículo 11. Artículo modificado por el artículo 6o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: El Comisario o el Juez, según el caso,
recibirá y avocará en forma inmediata la petición, y si estuviere fundada en al
menos indicios leves, podrá dictar dentro de las cuatro (4) horas hábiles si-
guientes, medidas de protección en forma provisional tendientes a evitar la
continuación de todo acto de violencia, agresión, maltrato, amenaza u ofensa
contra la víctima, so pena de hacerse el agresor acreedor a las sanciones pre-
vistas en esta ley para el incumplimiento de las medidas de protección.

Contra la medida provisional de protección no procederá recurso alguno.
Igualmente podrá solicitar prueba pericial, técnica o científica, a peritos

oficiales, quienes rendirán su dictamen conforme a los procedimientos esta-
blecidos por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses.
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Artículo 12. Artículo modificado por el artículo 7o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Radicada la petición, el Comisario o el
Juez, según el caso, citará al acusado para que comparezca a una audiencia
que tendrá lugar entre los cinco (5) y diez (10) días siguientes a la presenta-
ción de la petición. A esta audiencia deberá concurrir la víctima.

La notificación de citación a la audiencia se hará personalmente o por
aviso fijado a la entrada de la residencia del agresor.

Parágrafo. Si las víctimas son personas discapacitadas en situación de
indefensión deberá ser notificada la personería. El Personero o su delegado
deberá estar presente en las audiencias. Su ausencia no impide la realización
de la misma, pero constituye falta grave disciplinaria.

Artículo 13. El agresor podrá presentar descargos antes de la audiencia, y
proponer fórmulas de avenimiento con la víctima, e igualmente solicitar prue-
bas, que se practicarán durante la audiencia.

Artículo 14. Artículo modificado por el artículo 8o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Antes de la audiencia y durante la
misma, el Comisionario o el Juez, según el caso, deberá procurar por todos los
medios legales a su alcance, fórmulas de solución al conflicto intrafamiliar
entre el agresor y la víctima, a fin de garantizar la unidad y armonía de la
familia, y especialmente que el agresor enmiende su comportamiento. En
todos los casos, propiciará el acercamiento y el diálogo directo entre las par-
tes para el logro de acuerdo sobre paz y la convivencia en familia. En la misma
audiencia decretará y practicará las pruebas que soliciten las partes y las que
de oficio estime conducentes.

Artículo 15. Artículo modificado por el artículo 9o. de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Si el agresor no compareciere a la
audiencia se entenderá que acepta los cargos formulados en su contra.

No obstante, las partes podrán excusarse de la inasistencia por una sola
vez antes de la audiencia o dentro de la misma, siempre que medie justa
causa. El funcionario evaluará la excusa y, si la encuentra procedente, fijará
fecha para celebrar la nueva audiencia dentro de los cinco (5) días siguientes.

Artículo 16. Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: La resolución o sentencia se dictará al
finalizar la audiencia y será notificada a las partes en estrados. Se entenderán
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surtidos los efectos de la notificación desde su pronunciamiento. Si alguna
de las partes estuviere ausente, se le comunicará la decisión mediante aviso,
telegrama o por cualquier otro medio idóneo.

De la actuación se dejará constancia en acta, de la cual se entregará copia
a cada una de las partes.

Parágrafo. En todas las etapas del proceso, el Comisario contará con la
asistencia del equipo interdisciplinario de la Institución.

Artículo 17. Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 575 de 2000.
El nuevo texto es el siguiente: El funcionario que expidió la orden de protección
mantendrá la competencia para la ejecución y el cumplimiento de las medidas de
protección.

Las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección se im-
pondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez (10) días si-
guientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas pertinentes y
oídos los descargos de la parte acusada.

No obstante cuando a juicio de Comisario sean necesario ordenar el arresto,
luego de practicar las pruebas y oídos los descargos, le pedirá al Juez de Fami-
lia o Promiscuo de Familia, o en su defecto, al Civil Municipal o al Promiscuo
que expida la orden correspondiente, lo que decidirá dentro de las 48 horas
siguientes.

La Providencia que imponga las sanciones por incumplimiento de la or-
den de protección, provisional o definitiva, será motivada y notificada perso-
nalmente en la audiencia o mediante aviso.

Artículo 18. Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: En cualquier momento, las partes
interesadas, el Ministerio Público, el Defensor de Familia, demostrando ple-
namente que se han superado las circunstancias que dieron origen a las me-
didas de protección interpuestas, podrán pedir al funcionario que expidió las
orden la terminación de los efectos de las declaraciones hechas y la termina-
ción de las medidas ordenadas.

Contra la decisión definitiva sobre una medida de protección que tomen
los Comisarios de Familia o los Jueces Civiles Municipales o Promiscuos
Municipales, procederá en el efecto devolutivo, el Recurso de Apelación ante
el Juez de Familia o Promiscuo de Familia.
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Serán aplicables al procedimiento previsto en la presente ley las normas
procesales contenidas en el Decreto número 2591 de 1991, en cuanto su
naturaleza lo permita.

Artículo 19. Los procedimientos consagrados en la presente ley no susti-
tuyen ni modifican las acciones previstas en la Constitución y en la ley para la
garantía de los derechos fundamentales, ni para la solución de los conflictos
jurídicos intrafamiliares.

TÍTULO IV
ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DEL MALTRATO

Artículo 20. Las autoridades de Policía prestarán a la víctima de maltrato
intrafamiliar toda la ayuda necesaria para impedir la repetición de esos he-
chos, remediar las secuelas físicas y sicológicas que se hubieren ocasionado y
evitar retaliaciones por tales actos. En especial, tomarán las siguientes medi-
das:

a) Conducir inmediatamente a la víctima hasta el centro asistencial más
cercano, aunque las lesiones no fueren visibles;

b) Acompañar a la víctima hasta un lugar seguro o hasta su hogar para el
retiro de las pertenencias personales, en caso de considerarse necesa-
rio para la seguridad de aquella;

c) Asesorar a la víctima en la preservación de las pruebas de los actos de
violencia y;

 d) Suministrarle la información pertinente sobre los derechos de la vícti-
ma y sobre los servicios gubernamentales y privados disponibles para
las víctimas del maltrato intrafamiliar.

Parágrafo. Las autoridades de policía dejarán constancia de lo actuado en
un acta, de la cual se entregará copia a la persona que alegue ser víctima del
maltrato. El incumplimiento de este deber será causal de mala conducta san-
cionable con destitución.

Artículo 21. En la orden provisional de protección y en la definitiva se
podrá solicitar a los hogares de paso, albergues, ancianatos, o instituciones



[ Violencia intrafamiliar ]

[ 78 ]

similares que existan en el municipio, recibir en ellos a la víctima, según las
condiciones que el respectivo establecimiento estipule.

TÍTULO V
DE LOS DELITOS CONTRA LA ARMONÍA

Y LA UNIDAD DE LA FAMILIA*

TÍTULO VI
POLÍTICA DE PROTECCIÓN DE LA FAMILIA

Artículo 28. El Instituto Colombiano de Bienestar diseñará políticas, pla-
nes y programas para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar.

 Igualmente, las autoridades departamentales y municipales podrán con-
formar Consejos de Protección Familiar para adelantar estudios y actividades
de prevención, educación, asistencia y tratamiento de los problemas de vio-
lencia intrafamiliar dentro de su jurisdicción.

Artículo 29. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá inte-
grar un Banco de Datos sobre violencia intrafamiliar, para lo cual todas las
autoridades encargadas de recibir las denuncias y tramitarlas, actualizarán
semestralmente la información necesaria para adelantar investigaciones que
contribuyan a la prevención y erradicación de la violencia intrafamiliar.

Artículo 30. Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 575 de
2000. El nuevo texto es el siguiente: Los municipios que no hayan dado
cumplimiento a lo previsto en el artículo 295 del Código del Menor, dispon-
drán de un año, contado a partir de la fecha de vigencia de la presente ley,
para crear y poner en funcionamiento por lo menos una Comisaría de Familia
que cuente con el equipo interdisciplinario del que habla el artículo 295,
inciso 2°, del Código del Menor.

* Derogado por la Ley 599 de 2000, “Por la cual se expide el Código Penal”. Publicado
en el Diario Oficial No. 44.097, del 24 de julio de 2000. Los artículos 229 y 230 del
Código Penal sustituyen estos delitos, véase página 63.
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Parágrafo. A partir de la vigencia de esta ley los Comisarios de Familia
serán funcionarios de Carrera Administrativa.

Artículo 31. La presente Ley rige a partir de su promulgación.

DECRETO 652 DE 2001*

(Abril 16)

Por el cual se reglamenta la Ley 294 de 1996 reformada
parcialmente por la Ley 575 de 2000.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, en especial, de la prevista por el artículo 189, nu-
meral 11 de la Constitución Política,

DECRETA:

Artículo 1°. Decisiones. De conformidad con los artículos 2° y 6° de la
Ley 575 de 2000, la providencia que imponga medida de protección provisio-
nal o definitiva, será motivada.

Cuando el fiscal dicte una medida provisional de protección, adelantará
el trámite en cuaderno separado de la investigación penal, en original y copia.
El original contendrá copia de la denuncia o solicitud y de las pruebas perti-
nentes. Proferida la medida, el fiscal enviará el cuaderno original, adjuntando
pruebas y anexos, al funcionario competente y conservará el cuaderno de
copias dentro de la actuación penal.

Artículo 2°. Deberes. De conformidad con los principios y medidas con-
sagradas en los artículos 3° y 20 de la Ley 294 de 1996, los funcionarios
competentes en la aplicación de las normas previstas para la acción de violen-
cia intrafamiliar, deberán:

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.394, del 20 de abril de 2001.
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1. Garantizar la debida protección de las víctimas, en especial de los me-
nores de edad y personas con limitación física, psíquica o sensorial, en
situación de indefensión y ancianas, e,

2. Informar a los intervinientes sobre los derechos de la víctima, los ser-
vicios gubernamentales y privados disponibles para la atención del mal-
trato intrafamiliar, así como de las consecuencias de la conducta al
agresor, o del incumplimiento de las obligaciones pactadas en el acuerdo
o de la medida de protección que imponga la autoridad competente,
según sea la naturaleza y gravedad de los hechos.

Artículo 3°. Intervención del defensor de familia y del Ministerio Pú-
blico. De conformidad con los artículos 5° y 12 de la Ley 575 de 2000, en
cualquier actuación en que se encuentren involucrados menores de edad, el
defensor de familia, o en su defecto el personero municipal del lugar de ocu-
rrencia de los hechos, deberán intervenir para lo de su competencia.

Si de los hechos se infiere que el menor de edad ha cometido una infrac-
ción a la ley penal, se remitirá la actuación al funcionario competente una vez
dictadas las medidas de protección respectivas.

Artículo 4°. Informalidad de la petición de medida de protección. De
conformidad con el artículo 5° de la Ley 575 de 2000, la petición de una
medida de protección podrá formularse por escrito, en forma oral o por cual-
quier medio idóneo.

Para efecto de evaluar la idoneidad del medio utilizado de acuerdo con
el principio de la sana crítica, se aplicarán las normas procesales en especial
el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991.

Artículo 5°. Término para presentar la petición de medida de protec-
ción. De conformidad con el artículo 5° de la Ley 575 de 2000, la petición de
una medida de protección por un hecho de violencia intrafamiliar podrá pre-
sentarse a más tardar dentro de los treinta (30) días siguientes a su acaeci-
miento, pero cuando la víctima manifestare bajo la gravedad del juramento
que por encierro, incomunicación o cualquier otro acto de fuerza o violencia
proveniente del agresor, se encontraba imposibilitada para comparecer, el tér-
mino empezará a correr en los hechos de violencia intrafamiliar instantáneos
desde el día de la consumación y desde la perpetración del último acto en los
tentados o permanentes.
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Artículo 6°. Corrección de la petición y deber de información. La peti-
ción a que se refiere el artículo 10 de la Ley 294 de 1996 podrá ser corregida,
actuación ésta que será comunicada al presunto agresor. El que interponga la
acción deberá manifestar bajo la gravedad de juramento, que no ha presenta-
do otra respecto de los mismos hechos. Lo anterior de conformidad con lo
previsto en los artículos 17 y 37 en su inciso segundo del Decreto 2591 de
1991.

Artículo 7°. Término y trámite de la audiencia e inasistencia de las
partes sin excusa válida. En ningún caso el término de la audiencia podrá
exceder de diez (10) días contados a partir de la fecha de presentación de la
petición de protección. En dicha audiencia se practicarán las pruebas y se
tomarán las decisiones de fondo.

Si una o ambas partes no comparecen a la audiencia, ni presentan excusa
válida de su inasistencia, ésta se celebrará, con el fin de decretar y practicar
las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio el funcionario compe-
tente estime conducentes para el esclarecimiento de los hechos y dictará la
resolución o sentencia que corresponda al finalizar la audiencia.

Artículo 8°. Criterios para adelantar la conciliación y determinar la
medida de protección. De conformidad con los artículos 1°, 7°, 8°, 9° y 10
de la Ley 575 de 2000, para adelantar la conciliación y para dictar el fallo
pertinente, el funcionario competente deberá:

a) Evaluar los factores de riesgo y protectores de la salud física y psíquica
de la víctima;

b) Evaluar la naturaleza del maltrato, y del hecho de violencia intrafamiliar,
así como sus circunstancias, anteriores, concomitantes y posteriores;

c) Determinar la viabilidad y la eficacia del acuerdo para prevenir y re-
mediar la violencia;

d) Examinar la reiteración del agresor en la conducta violenta;
e) Incorporar en el acuerdo los mecanismos de seguimiento, vigilancia y

de ser posible la fijación del tiempo del mismo, para garantizar y veri-
ficar el cumplimiento de las obligaciones;

f) Propiciar la preservación de la unidad familiar en armonía;
g) Orientar y vigilar que exista congruencia en los compromisos que se

adquieran en el acuerdo;
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h) Precisar la obligación de cumplimiento de los compromisos adquiri-
dos por los involucrados, en especial el de acudir a tratamiento tera-
péutico, cuando haga parte del acuerdo. Así como advertir de las
consecuencias del incumplimiento de los compromisos.

Artículo 9°. Prueba pericial. Los dictámenes a los que se refiere el ar-
tículo 6° de la Ley 575 de 2000, podrán solicitarse al Instituto Nacional de
Medicina Legal y Ciencias Forenses, en sus diferentes sedes distribuidas en
todo el territorio nacional. En los lugares donde no exista dependencia de
Medicina Legal, podrán solicitarse a los médicos oficiales y del Servicio So-
cial Obligatorio.

Estos dictámenes deberán cumplir los procedimientos y lineamientos es-
tablecidos por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses,
y el registro oportuno en el Sistema Nacional de Información sobre violencia
de dicho Instituto, será obligatorio.

La práctica de estos dictámenes no generará ningún costo para las perso-
nas a quienes se les practique.

Artículo 10. Arresto. De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de
2000, la orden de arresto prevista se expedirá por el juez de familia o promis-
cuo de familia, o en su defecto por el juez civil municipal o promiscuo, me-
diante auto motivado, con indicación del término y lugar de reclusión.

Para su cumplimiento se remitirá oficio al comandante de policía munici-
pal o distrital según corresponda con el fin de que se conduzca al agresor al
establecimiento de reclusión y se comunicará a la autoridad encargada de su
ejecución así como al comisario de familia si éste ha solicitado la orden de
arresto.

Artículo 11. Cumplimiento de las medidas de protección. De confor-
midad con el artículo 2° de la Ley 575 de 2000, emitida una medida de pro-
tección, en orden a su cumplimiento, la autoridad que la impuso, de ser
necesario, podrá solicitar la colaboración de las autoridades de policía para
que se haga efectiva.

Artículo 12. Sanciones por incumplimiento de las medidas de protec-
ción. De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 2000, el trámite de
las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección se realizará,
en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el Decre-
to 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del capítulo V de sanciones.
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Artículo 13. Trámite de la apelación. La apelación a que se contrae el
inciso 2° del artículo 12 de la Ley 575 de 2000, se sujetará en lo pertinente,
al trámite previsto en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Artículo 14. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su
publicación.

LEY 679 DE 2001*

(Agosto 3)

Por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y contrarrestar
la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores,

en desarrollo del artículo 44 de la Constitución.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1o. Objeto. Esta ley tiene por objeto dictar medidas de protec-
ción contra la explotación, la pornografía, el turismo sexual y demás formas
de abuso sexual con menores de edad, mediante el establecimiento de nor-
mas de carácter preventivo y sancionatorio, y la expedición de otras disposi-
ciones en desarrollo del artículo 44 de la Constitución.

Artículo 2o. Definición. Para los efectos de la presente ley, se entiende
por menor de edad la persona que no ha cumplido los dieciocho años.

Artículo 3o. Ámbito de aplicación. A la presente ley se sujetarán las
personas naturales y jurídicas de nacionalidad colombiana, o extranjeras con
domicilio en el país, cuya actividad u objeto social tenga relación directa o
indirecta con la comercialización de bienes y servicios a través de redes globales
de información, los prestadores de servicios turísticos a los que se refiere el
artículo 62 de la Ley 300 de 1996 y las demás personas naturales o jurídicas

* Publicada en el Diario Oficial  No. 44.509, del 4 de agosto de 2001.
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de nacionalidad colombiana, o extranjeras con domicilio en el país, que pue-
dan generar o promover turismo nacional o internacional.

Se sujetarán igualmente a la presente ley las personas naturales que, te-
niendo su domicilio en el exterior, realicen por sí mismas o en representación
de una sociedad las actividades a las que hace referencia el inciso primero del
presente artículo, siempre que ingresen a territorio colombiano.

Del mismo modo, en virtud de la cooperación internacional prevista en el
artículo 13, el Gobierno Nacional incorporará a los tratados y convenios in-
ternacionales que celebre con otros países el contenido de la presente ley, a
fin de que su aplicación pueda extenderse a personas naturales o jurídicas
extranjeras, domiciliadas en el exterior, cuyo objeto social sea el mismo al que
se refiere el inciso primero del presente artículo.

CAPÍTULO II [SIC]
DEL USO DE REDES GLOBALES DE INFORMACIÓN

EN RELACIÓN CON MENORES

Artículo 4o. Comisión de expertos. Dentro del mes siguiente a la vigen-
cia de la presente ley, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar confor-
mará una Comisión integrada por peritos jurídicos y técnicos, y expertos en
redes globales de información y telecomunicaciones, con el propósito de ela-
borar un catálogo de actos abusivos en el uso y aprovechamiento de tales
redes en lo relacionado con menores de edad. La Comisión propondrá inicia-
tivas técnicas como sistemas de detección, filtro, clasificación, eliminación y
bloqueo de contenidos perjudiciales para menores de edad en las redes
globales, que serán transmitidas al Gobierno Nacional con el propósito de
dictar medidas en desarrollo de esta ley.

Los miembros de la Comisión serán funcionarios de la planta de personal
ya existente en las entidades públicas cuya función sea la protección del me-
nor y el área de comunicaciones, y su designación corresponderá al represen-
tante legal de las mismas. En todo caso, formarán parte de la Comisión, el
Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Defensor del
Pueblo, un experto en delitos informáticos del DAS, el Fiscal General de la
Nación, y a sus reuniones será invitado el delegado para Colombia de la Unicef.

La Comisión a la que se refiere el presente artículo, presentará un infor-
me escrito al Gobierno Nacional dentro de los cuatro meses siguientes a su
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conformación, en el cual consten las conclusiones de su estudio, así como las
recomendaciones propuestas.

Parágrafo. La Comisión de Expertos a la que hace referencia el presente
artículo dejará de funcionar de manera permanente, una vez rendido el infor-
me para la cual será conformada. No obstante, el Gobierno Nacional podrá
convocarla siempre que lo estime necesario para el cabal cumplimiento de
los fines previstos en la presente ley.

Artículo 5o. Informe de la Comisión. Con base en el informe de que
trata el artículo anterior, el Gobierno Nacional, con el apoyo de la Comisión
de Regulación de Telecomunicaciones, adoptará las medidas administrativas
y técnicas destinadas a prevenir el acceso de menores de edad a cualquier
modalidad de información pornográfica, y a impedir el aprovechamiento de
redes globales de información con fines de explotación sexual infantil u ofre-
cimiento de servicios comerciales que impliquen abuso sexual con menores
de edad.

Las regulaciones sobre medidas administrativas y técnicas serán expedi-
das por el Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la
fecha de vigencia de la presente ley.

Artículo 6o. Sistemas de autorregulación. El Gobierno Nacional, por
intermedio del Ministerio de Comunicaciones, promoverá e incentivará la
adopción de sistemas de autorregulación y códigos de conducta eficaces en el
manejo y aprovechamiento de redes globales de información. Estos sistemas
y códigos se elaborarán con la participación de organismos representativos de
los proveedores y usuarios de servicios de redes globales de información.

Para estos efectos, el Ministerio de Comunicaciones convocará a los suje-
tos a los que hace referencia el artículo tercero de la presente ley, para que
formulen por escrito sus propuestas de autorregulación y códigos de con-
ducta.

Los códigos de conducta serán acordados dentro del año siguiente a la
vigencia de la presente ley y se remitirá copia a las Secretarías Generales del
Senado y de la Cámara.

Artículo 7o. Prohibiciones. Los proveedores o servidores, administrado-
res y usuarios de redes globales de información no podrán:
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1. Alojar en su propio sitio imágenes, textos, documentos o archivos
audiovisuales que impliquen directa o indirectamente actividades sexuales
con menores de edad.

2. Alojar en su propio sitio material pornográfico, en especial en modo de
imágenes o videos, cuando existan indicios de que las personas fotografiadas
o filmadas son menores de edad.

3. Alojar en su propio sitio vínculos o links, sobre sitios telemáticos que
contengan o distribuyan material pornográfico relativo a menores de edad.

Artículo 8o. Deberes. Sin perjuicio de la obligación de denuncia consa-
grada en la ley para todos los residentes en Colombia, los proveedores, admi-
nistradores y usuarios de redes globales de información deberán:

1. Denunciar ante las autoridades competentes cualquier acto criminal
contra menores de edad de que tengan conocimiento, incluso de la difusión
de material pornográfico asociado a menores.

2. Combatir con todos los medios técnicos a su alcance la difusión de
material pornográfico con menores de edad.

3. Abstenerse de usar las redes globales de información para divulgación
de material ilegal con menores de edad.

4. Establecer mecanismos técnicos de bloqueo por medio de los cuales
los usuarios se puedan proteger a sí mismos o a sus hijos de material ilegal,
ofensivo o indeseable en relación con menores de edad.

Artículo 9o. Puntos de información. El Ministerio de Comunicaciones
creará dentro del mes siguiente a la expedición de la presente ley, una línea
telefónica directa que servirá como punto de información para proveedores y
usuarios de redes globales de información acerca de las implicaciones legales
de su uso en relación con esta ley.

Así mismo, dentro del término arriba señalado, creará una página electró-
nica en las redes globales, a la cual puedan remitirse los usuarios para formu-
lar denuncias contra eventos de pornografía con menores de edad y para señalar
las páginas electrónicas en las que se ofrezcan servicios sexuales con menores
de edad o de pornografía con menores de edad, así como señalar a los autores
o responsables de tales páginas.

En caso de que el Ministerio de Comunicaciones reciba por vía telefónica
o electrónica denuncias que puedan revestir un carácter penal, las mismas
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deberán ser remitidas de inmediato a las autoridades competentes, con el fin
de que adelanten la investigación que corresponda.

Artículo 10. Sanciones administrativas. El Ministerio de Comunicacio-
nes tomará medidas a partir de las denuncias formuladas, y sancionará a los
proveedores o servidores, administradores y usuarios responsables que ope-
ren desde territorio colombiano, sucesivamente de la siguiente manera:

1. Multas hasta de 100 salarios mínimos legales vigentes.
2. Cancelación o suspensión de la correspondiente página electrónica.

Para la imposición de estas sanciones se aplicará el procedimiento esta-
blecido en el Código Contencioso Administrativo con observancia del debido
proceso y criterios de adecuación, proporcionalidad y reincidencia.

CAPÍTULO III
PERSONERÍA PROCESAL Y ACCIONES DE SENSIBILIZACIÓN

Artículo 11. Personería procesal. Toda persona natural o jurídica tendrá
la obligación de denunciar ante las autoridades competentes cualquier hecho
violatorio de las disposiciones de la presente ley. Las asociaciones de padres
de familia y demás organizaciones no gubernamentales cuyo objeto sea la
protección de la niñez y de los derechos de los menores de edad, tendrán
personería procesal para denunciar y actuar como parte en los procedimien-
tos administrativos y judiciales encaminados a la represión del abuso sexual
de menores de edad.

La Defensoría del Pueblo y las personerías municipales brindarán toda la
asesoría jurídica que las asociaciones de padres de familia requieran para
ejercer los derechos procesales a que se refiere este artículo. La omisión en el
cumplimiento de esta obligación constituye falta disciplinaria gravísima.

Artículo 12. Medidas de sensibilización. Las autoridades de los distin-
tos niveles territoriales y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, imple-
mentarán acciones de sensibilización pública sobre el problema de la
prostitución, la pornografía y el abuso sexual de menores de edad. El Gobier-
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no Nacional, por intermedio del Ministerio de Educación, supervisará las
medidas que a este respecto sean dictadas por las autoridades departamenta-
les, distritales y municipales.

Parágrafo 1o. Por medidas de sensibilización pública se entiende todo
programa, campaña o plan tendiente a informar por cualquier medio sobre el
problema de la prostitución, la pornografía con menores de edad y el abuso
sexual de menores de edad; sobre sus causas y efectos físicos y psicológicos y
sobre la responsabilidad del Estado y de la sociedad en su prevención.

Parágrafo 2o. La Procuraduría General de la Nación, a través de la Dele-
gada para la Defensa de la Familia y el Menor y de los Procuradores Judicia-
les harán el seguimiento y el control respectivo.

CAPÍTULO IV
MEDIDAS DE ALCANCE INTERNACIONAL

Artículo 13. Acciones de cooperación internacional. El Gobierno Na-
cional tomará las medidas necesarias para defender los derechos fundamen-
tales de los niños y aumentar la eficacia de las normas de la presente ley,
mediante acciones de cooperación internacional acordes con el carácter mun-
dial del problema de la explotación sexual, la pornografía y el turismo asocia-
do a prácticas sexuales con menores de edad. En ese sentido, el Presidente
de la República podrá adoptar las siguientes medidas:

1. Sugerirá la inclusión de normas para prevenir y contrarrestar el abuso
sexual de menores de edad en los Convenios de Cooperación Turística que se
celebren con otros países.

2. Tomará la iniciativa para la adopción de acuerdos internacionales que
permitan el intercambio de información sobre personas o empresas que ofrez-
can servicios relacionados con la explotación sexual de menores de edad, la
pornografía con menores de edad y el turismo asociado a prácticas sexuales
con menores, mediante la utilización de redes globales de información o de
cualquier otro medio de comunicación.

3. Alentará la realización de acuerdos de asistencia mutua y cooperación
judicial en materia de pruebas sobre crímenes asociados a la explotación sexual,
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la pornografía con menores de edad y el turismo asociado a prácticas sexuales
con menores.

4. Propiciará encuentros mundiales de la Unicef en Colombia con el fin
de tratar el problema del abuso sexual con menores de edad.

5. Alentará el intercambio de información, estadísticas y la unificación de
la legislación mundial contra la explotación sexual de menores de edad.

6. Ofrecerá o concederá la extradición de ciudadanos extranjeros que es-
tén sindicados de conductas asociadas a la explotación sexual y la pornografía
con menores de edad y el turismo asociado a prácticas sexuales con menores.
Para tales efectos no será necesaria la existencia de un tratado público, ni se
exigirá que el hecho que la motiva esté reprimido con una determinada san-
ción mínima privativa de la libertad, aunque en lo demás la extradición debe-
rá instrumentarse de conformidad con el Código de Procedimiento Penal.

7. Tomará medidas concretas e inmediatas tendientes a la repatriación de
menores de edad que hayan salido ilegalmente del país o con fines de explo-
tación sexual.

Artículo 14. Denegación y cancelación de visas. No podrá otorgarse
visa de ninguna clase para ingresar a territorio colombiano a extranjeros con-
tra los cuales se hubieren iniciado en cualquier Estado investigaciones preli-
minares, proceso penal o de policía, o se hubieren impuesto multas, o dictado
medida de aseguramiento, o se hubiere dictado sentencia condenatoria
ejecutoriada por delitos de explotación sexual o contra la libertad, el pudor y
la formación sexuales de menores de edad.

Así mismo, en cualquier momento se les cancelará la visa ya otorgada, sin
perjuicio de la correspondiente acción penal que de oficio debe adelantar el
Estado colombiano para asegurar la condigna sanción de tales hechos punibles.

Por las mismas razones procederá la deportación, la expulsión y la
inadmisión a territorio colombiano.

Estas medidas serán adoptadas también en relación con quienes hayan
sido sindicados de promover, facilitar u ocultar tales delitos, en cualquier
Estado.

Artículo 15. Sistema de información sobre delitos sexuales contra me-
nores. Para la prevención de los delitos sexuales contra menores de edad y el
necesario control sobre quienes los cometen, promuevan o facilitan, el Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho, el Departamento Administrativo de Segu-
ridad, DAS, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la Fiscalía General
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de la Nación desarrollarán un sistema de información en el cual se disponga
de una completa base de datos sobre delitos contra la libertad, el pudor y la
formación sexuales cometidos sobre menores de edad, sus autores, cómpli-
ces, proxenetas, tanto de condenados como de sindicados.

El Departamento Administrativo de Seguridad y la Fiscalía General de la
Nación promoverán la formación de un servicio internacional de información
sobre personas sindicadas o condenadas por delitos contra la libertad, el pu-
dor y la formación sexuales sobre menores de edad. Para tal efecto se buscará
el concurso de los organismos de policía internacional.

CAPÍTULO V
MEDIDAS PARA PREVENIR Y CONTRARRESTAR

EL TURISMO SEXUAL

Artículo 16. Programas de promoción turística. Los prestadores de ser-
vicios turísticos enlistados en el artículo 62 de la Ley 300 de 1996, y las
demás personas naturales o jurídicas que puedan generar turismo nacional o
internacional, se abstendrán de ofrecer en los programas de promoción turís-
tica, expresa o subrepticiamente, planes de explotación sexual de menores.
Asimismo, adoptarán medidas para impedir que sus trabajadores, dependien-
tes o intermediarios, ofrezcan orientación turística o contactos sexuales con
menores de edad.

Parágrafo. El Ministerio de Desarrollo Económico exigirá a los prestadores
de servicios turísticos que se acojan a compromisos o códigos de conducta,
con el fin de proteger a los menores de edad de toda forma de explotación y
violencia sexual originada por turistas nacionales o extranjeros.

Los Códigos o compromisos de conducta serán radicados en el Ministerio
de Desarrollo Económico en un término máximo de seis (6) meses contados
a partir de la vigencia de la presente ley, y se les dará amplia divulgación.

Artículo 17. Deber de advertencia. Los establecimientos hoteleros o de
hospedaje incluirán una cláusula en los contratos de hospedaje que celebren
a partir de la vigencia de la presente ley, informando sobre las consecuencias
legales de la explotación y el abuso sexual de menores de edad en el país.
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Las agencias de viaje y de turismo incluirán en su publicidad turística
información en el mismo sentido.

Las aerolíneas nacionales o extranjeras informarán a sus usuarios en via-
jes internacionales con destino Colombia acerca de la existencia de la legisla-
ción contra la explotación sexual de menores de edad.

Artículo 18. Inspección y vigilancia. El Ministerio de Desarrollo ins-
peccionará y controlará las actividades de promoción turística con el propósi-
to de prevenir y contrarrestar la prostitución y el abuso sexual de menores de
edad en el sector y sancionará a los prestadores de servicios turísticos
involucrados.

Artículo 19. Infracciones. Además de las infracciones previstas en el
artículo 71 de la Ley 300 de 1996, los prestadores de servicios turísticos po-
drán ser objeto de sanciones administrativas, sin perjuicio de las penales,
cuando incurran en alguna de las siguientes conductas:

1. Utilizar publicidad que sugiera expresa o subrepticiamente la presta-
ción de servicios turísticos sexuales con menores de edad.

2. Dar información a los turistas, directamente o por intermedio de sus
empleados, acerca de lugares desde donde se coordinen o donde se presten
servicios sexuales con menores de edad.

3. Conducir a los turistas a establecimientos o lugares donde se practique
la prostitución de menores de edad.

4. Conducir a los menores de edad, directamente o por intermedio de sus
empleados, a los sitios donde se encuentran hospedados los turistas, incluso
si se trata de lugares localizados en altamar, con fines de prostitución de me-
nores de edad.

5. Arrendar o utilizar vehículos en rutas turísticas con fines de prostitu-
ción o de abuso sexual con menores de edad.

6. Permitir el ingreso de menores a los hoteles o lugares de alojamiento y
hospedaje, bares, negocios similares y demás establecimientos turísticos con
fines de prostitución o de abuso sexual de menores de edad.

Artículo 20. Sanciones. El Ministerio de Desarrollo Económico impon-
drá las siguientes sanciones, de acuerdo con el procedimiento establecido
para tal fin en la Ley 300 de 1996:
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1. Multas hasta por trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales
vigentes, que se destinarán al Fondo de Promoción Turística para los fines de
la presente ley.

2. Suspensión hasta por noventa (90) días calendario de la inscripción en
el Registro Nacional de Turismo.

3. Cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Turismo que
implicará la prohibición de ejercer la actividad turística durante cinco (5)
años a partir de la sanción.

El Ministerio de Desarrollo Económico podrá delegar esta función de vigi-
lancia y control en las entidades territoriales. Esta delegación, sin embargo,
no excluye la responsabilidad del delegante por las acciones u omisiones de
los delegatarios.

Parágrafo. Las personas naturales o jurídicas que hubieren sido sancio-
nadas por violación a lo dispuesto en la presente ley, no podrán ser beneficia-
rias del Certificado de Desarrollo Turístico contemplado en el artículo 48 de
la Ley 383 de 1997 y el Decreto 1053 de 1998.

Artículo 21. Fondo de promoción turística. Además de las funciones
asignadas al Fondo de Promoción Turística creado por el artículo 42 de la Ley
300 de 1996, éste tendrá por objeto financiar la ejecución de políticas de
prevención y campañas para la erradicación del turismo asociado a prácticas
sexuales con menores de edad, las cuales serán trazadas por el Ministerio de
Desarrollo Económico en coordinación con el Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar.

Un porcentaje de los recursos del Fondo de Promoción Turística prove-
nientes de la partida presupuestal que anualmente destina el Gobierno Na-
cional y el monto total de las multas que imponga el Ministerio de Desarrollo
a los prestadores de servicios turísticos, según lo establecido en esta ley y en
el numeral 2o. del artículo 72 de la Ley 300 de 1996, se destinarán a este
propósito. El Gobierno nacional reglamentará la materia.

A las reuniones del Comité Directivo del Fondo será invitado el Director
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, cuando quiera que se discu-
ta la destinación de los recursos a que alude el inciso anterior.

Artículo 22. Impuesto a videos para adultos. Los establecimientos de
comercio, cuando alquilen películas de video de clasificación X para adultos,
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pagarán un impuesto correspondiente al cinco por ciento (5%) sobre el valor
de cada video rentado, con destino a la financiación de los planes y programas
de prevención y lucha contra la explotación sexual y la pornografía con meno-
res de edad.

Artículo 23. Impuesto de salida. El extranjero, al momento de salida del
territorio colombiano, cubrirá el valor correspondiente a un dólar de los Esta-
dos Unidos de América, o su equivalente en pesos colombianos, con destino
a la financiación de los planes y programas de prevención y lucha contra la
explotación sexual y la pornografía con menores de edad.

Artículo 24. Fondo contra la explotación sexual de menores. Créase la
cuenta especial denominada Fondo contra la explotación sexual de menores,
adscrita al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

El objetivo principal del Fondo cuenta es proveer rentas destinadas a in-
versión social con el fin de garantizar la financiación de los planes y progra-
mas de prevención y lucha contra la explotación sexual y la pornografía con
menores de edad y, más precisamente, con destino a los siguientes fines:
construcción de hogares o albergues infantiles, programas de ayuda, orienta-
ción, rehabilitación y recuperación física y psicológica de menores de edad
que han sido objeto de explotación sexual; financiación de programas de re-
patriación de colombianos que han sido objeto de explotación sexual, y finan-
ciación de mecanismos de difusión para la prevención de acciones delictivas
en materia de tráfico de mujeres y niños.

Las fuentes específicas de los recursos destinados al fondo cuenta, serán
las siguientes:

1. Las partidas que se le asignen en el presupuesto nacional.
2. Los recursos provenientes de crédito interno y externo.
3. Las donaciones que reciba.
4. Los recursos de cooperación nacional o internacional.
5. Los demás que obtenga a cualquier título.

Parágrafo 1. El Consejo Directivo del ICBF definirá cada año cuáles se-
rán los gastos concretos con cargo al fondo tomando en cuenta las condicio-
nes de inversión fijadas en la presente ley. Habrá siempre una apropiación
dentro del presupuesto que se le asigne a ICBF para promover educación
especial, que les presente nuevas alternativas vocacionales que los oriente
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hacia un trabajo digno, para los menores objeto de explotación o prácticas
sexuales. También se incluirá una apropiación específica para investigar las
causas y soluciones del tema que es objeto de la presente ley.

Las conclusiones de estas investigaciones servirán para definir los progra-
mas y proyectos que se ejecutarán en las siguientes vigencias fiscales.

Parágrafo 2. El ordenador del gasto será el mismo ordenador del ICBF.

Parágrafo 3. La administración financiera del fondo cuenta se hará a tra-
vés de una entidad fiduciaria, vigilada por la Superintendencia Bancaria. El
ICBF adelantará el proceso licitatorio y la celebración del contrato de encar-
go fiduciario.

Parágrafo 4. El Gobierno reglamentará lo relacionado con las funciones y
responsabilidades de la Junta Directiva del ICBF y del ordenador del gasto en
relación con el Fondo cuenta, mientras que el control interno y fiscal deberá
adelantarse de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes.

Parágrafo 5. Los recaudos a los que hacen referencia los artículos 22 y 23
de la presente ley, se destinarán específicamente a los fines previstos en este
estatuto.

CAPÍTULO VI
MEDIDAS POLICIVAS

Artículo 25. Vigilancia y control policivo. La Policía Nacional tendrá,
además de las funciones asignadas constitucional y legalmente, las siguientes:

1. Adelantar labores de vigilancia y control de los establecimientos hotele-
ros o de hospedaje, atractivos turísticos y demás lugares que, a juicio del
ICBF, del Ministerio de Desarrollo Económico y de la propia Policía Nacio-
nal merezcan una vigilancia especial por existir indicios de explotación sexual
de menores de edad.

2. Apoyar las investigaciones administrativas adelantadas por el Ministe-
rio de Desarrollo Económico en cumplimiento de esta ley.

3. Canalizar las quejas que se presenten en violación a lo dispuesto en la
presente ley.
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4. Inspeccionar e inmovilizar los vehículos en zonas turísticas cuando exis-
tan indicios graves de que se utilizan con fines de explotación sexual de me-
nores de edad. Dichos vehículos podrán ser secuestrados y rematados para el
pago de las indemnizaciones que se causen por el delito cuya comisión se
establezca dentro del respectivo proceso penal.

Artículo 26. La Policía Nacional inspeccionará periódicamente las casas
de lenocinio, a fin de prevenir y contrarrestar la explotación sexual, la porno-
grafía y toda clase de prácticas sexuales con menores de edad. Al propietario
o administrador de establecimiento que se oponga, se le impondrá el cierre
del mismo por quince (15) días hábiles, sin perjuicio de que la inspección se
realice y de la acción penal a que haya lugar.

Procede el cierre definitivo e inmediato del establecimiento cuando se
descubran casos de actos sexuales en que participen menores de edad o bien
cuando se encuentre cualquier tipo de material pornográfico en el que parti-
cipen menores de edad.

El cierre temporal y definitivo será de competencia de los inspectores en
primera instancia y de los alcaldes en segunda, siguiendo el trámite del Códi-
go de Policía respectivo o, en su defecto, del Código Contencioso Adminis-
trativo, sin perjuicio de las sanciones penales y pecuniarias a que haya lugar.

Artículo 27. Línea telefónica de ayuda. La Policía Nacional, en un tér-
mino no mayor a quince (15) días contados a partir de la vigencia de la pre-
sente ley, en todos los niveles territoriales, designará una línea exclusiva de
ayuda para los menores de edad que sean objeto de maltrato o abuso sexual y
para recibir denuncias de actos de abuso sexual con menores de edad, o de
generación, comercialización o distribución de materiales como textos, docu-
mentos, archivos o audiovisuales con contenido pornográfico de menores de
edad.

Artículo 28. Capacitación al personal policial. La Policía Nacional dic-
tará periódicamente cursos y programas de capacitación, con el fin de actua-
lizar al personal policial sobre la legislación vigente en materia de explotación
sexual de menores de edad, venta y tráfico de niños, pornografía con menores
de edad y atención menores de edad con necesidades básicas totalmente in-
satisfechas. El Inspector General de la Policía Nacional y el Comisionado
Nacional para la Policía realizará los controles necesarios para asegurar el
cumplimiento de esta función, sin perjuicio de la vigilancia que corresponde
a los organismos de control.
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Parágrafo. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las demás
entidades públicas, en todos los niveles territoriales, cuyas funciones estén
relacionadas con la protección de menores de edad, contribuirán a la capaci-
tación de los miembros de la Policía Nacional.

Artículo 29. Registro de menores desaparecidos. La Policía Nacional
llevará un registro de menores de edad desaparecidos, en relación con los
cuales establecerá prioridades de búsqueda y devolución a sus familias. Los
niños desaparecidos durante más de tres meses, deberán ser incluidos en los
comunicados internacionales sobre personas desaparecidas en la sede de la
Interpol.

Artículo 30. Vigilancia aduanera. Se prohíbe la importación de cual-
quier tipo de material pornográfico en el que participen menores de edad o en
el que se exhiban actos de abuso sexual con menores de edad. Las autorida-
des aduaneras dictarán medidas apropiadas con el fin de interceptar esta cla-
se de importaciones ilegales, sin perjuicio de las funciones que debe cumplir
la Policía Nacional.

Artículo 31. Planes y estrategias de seguridad. Los gobernadores y alcal-
des incluirán medidas de prevención y erradicación de la explotación sexual
de menores de edad, la pornografía y el turismo asociado a prácticas sexuales
con menores de edad en los planes y estrategias integrales de seguridad de
que trata el artículo 20 de la Ley 62 de 1993 y o normas que la modifiquen. El
incumplimiento de este deber será sancionado disciplinariamente como falta
grave.

Artículo 32. Comisión nacional de policía. Dos (2) representantes de
organizaciones no gubernamentales colombianas, cuyo objeto social compren-
da la protección y defensa de menores de edad, tendrán asiento en la Comi-
sión Nacional de Policía y Participación Ciudadana.

CAPÍTULO VII
MEDIDAS PENALES

Artículo 33. Adiciónase el artículo 303 del Código Penal con el si-
guiente inciso. “Si el agente realizare cualquiera de las conductas descritas
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en este artículo con personas menores de catorce años por medios virtuales,
utilizando redes globales de información, incurrirá en las penas correspon-
dientes disminuidas en una tercera parte.”

Parágrafo transitorio. Tan pronto como entre en vigencia la Ley 599 de
2000 el presente artículo tendrá el número 209.

Artículo 34. Adiciónase un nuevo artículo al Código Penal, con el
número 312A, del siguiente tenor:

Artículo 312A. Utilización o facilitación de medios de comunicación para ofre-

cer servicios sexuales de menores. El que utilice o facilite el correo tradicional,

las redes globales de información, o cualquier otro medio de comunicación para

obtener contacto sexual con menores de dieciocho (18) años, o para ofrecer servi-

cios sexuales con éstos, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a diez (10) años,

y multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vi-

gentes.

Las penas señaladas en el inciso anterior se aumentarán hasta en la mitad (1/2)

cuando las conductas se realizaren con menores de doce (12) años.

Parágrafo transitorio. Tan pronto como entre en vigencia la Ley 599 de
2000, el presente artículo tendrá el número 219A.

Artículo 35. Adiciónase un nuevo artículo al Código Penal, con el
número 312B, del siguiente tenor:

Artículo 312B. Omisión de denuncia. El que, por razón de su oficio, cargo, o

actividad, tuviere conocimiento de la utilización de menores para la realización

de cualquiera de las conductas previstas en el presente capítulo y omitiere infor-

mar a las autoridades administrativas o judiciales competentes sobre tales he-

chos, teniendo el deber legal de hacerlo, incurrirá en multa de diez (10) a cincuenta

(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la conducta se realizare por servidor público, se impondrá, además, la pérdida

del empleo.

Parágrafo transitorio. Tan pronto como entre en vigencia la Ley 599 de
2000, el presente artículo tendrá el número 219B.
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CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 36. Investigación estadística. Con el fin de conocer los facto-
res de riesgo social, individual y familiar que propician la explotación sexual
de los menores, así como las consecuencias del abuso, el Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística, DANE, realizará una investigación es-
tadística que será actualizada periódicamente y que recaudará como mínimo
la siguiente información:

1. Cuantificación de los menores explotados sexualmente, por sexo y edad.
2. Lugares o áreas de mayor incidencia.
3. Cuantificación de la clientela por nacionalidad, clase(s) social.
4. Formas de remuneración.
5. Formas de explotación sexual.
6. Ocurrencia del turismo asociado a prácticas sexuales con menores.
7. Nivel de educación de menores explotados sexualmente.

Los gobernadores y los alcaldes distritales y municipales, así como las
autoridades indígenas, prestarán al Departamento Administrativo Nacional
de Estadística, DANE, toda la colaboración necesaria, a nivel departamental,
distrital y municipal, para la realización de la investigación.

Las personas naturales o jurídicas, de cualquier orden o naturaleza, domi-
ciliadas o residentes en el territorio nacional, están obligadas a suministrar al
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, los datos soli-
citados en el desarrollo de su investigación.

Los datos suministrados al Departamento Administrativo Nacional de
Estadística, DANE, en el desarrollo de la investigación no podrán darse a
conocer al público ni a las entidades u organismos oficiales, ni a las autorida-
des públicas, sino únicamente en resúmenes numéricos, que no hagan posi-
ble deducir de ellos información alguna de carácter individual que pudiera
utilizarse para fines de discriminación.

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, podrá
imponer multas por una cuantía entre uno (1) y cincuenta (50) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes, como sanción a las personas naturales o jurí-
dicas o entidades públicas de que trata el presente artículo y que incumplan
lo dispuesto en esta norma u obstaculicen la realización de la investigación,
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previo el trámite de procedimiento breve y sumario que garantice el derecho
de defensa.

Esta información servirá de base a las autoridades para prevenir la explo-
tación sexual de menores, y proteger y asistir a las víctimas infantiles con el
fin de facilitar su recuperación y reintegración dentro de la sociedad.

Artículo 37. Comisión especial. Las mesas directivas del Senado de la
República y de la Cámara de Representantes designarán una comisión espe-
cial integrada por cinco (5) senadores y cinco (5) Representantes, incluidos
los autores y ponentes de la presente ley, con el fin de asesorar y colaborar
con el Gobierno Nacional en el desarrollo de la presente ley, así como evaluar
su cumplimiento por parte de las autoridades. Esta Comisión podrá recomen-
dar a las mesas directivas las modificaciones legales que estime pertinentes.

Artículo 38. Operaciones presupuestales. Autorízase al Gobierno Na-
cional para adoptar las medidas y realizar las operaciones presupuestarias ne-
cesarias para la cumplida ejecución de esta ley.

Artículo 39. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y
deroga todas las normas que le sean contrarias.
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DIRECTIVA PRESIDENCIAL NO. 07
RESPALDO, INTERLOCUCIÓN Y COLABORACIÓN DEL

ESTADO CON LAS ORGANIZACIONES DE DERECHOS HUMANOS
(9 de septiembre de 1999)

CONSIDERACIONES GENERALES

El Estado Social  de Derecho consagrado en la Constitución Política tiene
como finalidad la búsqueda de la convivencia a partir del respeto y garantía
de los Derechos Humanos.

Constituye deber de todos los colombianos, de conformidad con el artícu-
lo 95 de la Constitución, defender y difundir los derechos humanos como
fundamento de la convivencia pacífica, propender por el logro y manteni-
miento de la paz, y obrar de conformidad con el principio de solidaridad so-
cial respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en
peligro la vida de los asociados.

El Gobierno de Colombia está comprometido con la defensa, promoción,
fortalecimiento y ampliación de los derechos humanos y del derecho interna-
cional humanitario en todos los ámbitos de la vida social y con la afirmación
constante de la dignidad humana, en razón de lo cual:

Ha promulgado la Política de Promoción, Respeto y Garantía de los Dere-
chos Humanos y de aplicación del Derecho Internacional Humanitario, en la
que ha fijado como una de las áreas prioritarias de acción el compromiso con
la protección de los defensores de derechos humanos, con indicación de las
tareas que deben ejecutar las autoridades.

Resalta la importancia de las organizaciones nacionales o internacionales
que tienen por objetivo velar por la realización de los derechos humanos y del
derecho internacional humanitario, quienes contribuyen a consolidar la de-

Defensores de

derechos humanos
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mocracia y se constituyen en elementos de control de las actuaciones del
Estado y de los particulares y en fuente de iniciativa en la búsqueda de la paz
y del reconocimiento  de la dignidad del hombre.

Reitera su voluntad de trabajar coordinada y concertadamente con estas
organizaciones en pro de la defensa, protección y promoción de los derechos
humanos, del derecho internacional humanitario, de las garantías individua-
les y colectivas, y del fortalecimiento de los mecanismos de participación
democrática.

Condena las amenazas, ataques y atentados contra los miembros de orga-
nizaciones no gubernamentales de derechos humanos, y de cualquier otra
organización social, sindical, política, cívica, académica o comunitaria, así
como acudir a la práctica del secuestro contra los civiles en general y contra
los miembros de estas organizaciones en particular.

Condena, así mismo, las amenazas contra los servidores públicos que tra-
bajan por los derechoshumanos y realizan con su labor una importante con-
tribución a la construcción de la paz.

Enfatiza la voluntad política del Gobierno Nacional de procurar la de-
fensa de la vida e integridad física de los miembros de estas organizaciones a
través del fortalecimiento del Programa de Protección aTestigos y Personas
Amenazadas del Ministerio del Interior.

Manifiesta igualmente su intención de crear y/o fortalecer programas de
sensibilización y capacitaciónen derechos humanos, que enfatizan la legiti-
midad del trabajo en la defensa, protección y promoción de estos derechos.

Reitera la decisión de realizar una labor de impulso y seguimiento a las
investigaciones de gravesviolaciones a los derechos humanos, por conducta y
en el marco del Comité Especial de Impulso y Seguimiento de Casos de
Graves Violaciones a los Derechos Humanos, creado por el decreto 2429 de
1998.

En consecuencia y en desarrollo de las anteriores consideraciones, el  Pre-
sidente de la República,

ORDENA

1. A todos los servidores públicos abstenerse de (i) cuestionar la legitimi-
dad de las organizaciones de derechos humanos y sus miembros, que actúan
de acuerdo con la constitución y las leyes; (ii) realizarafirmaciones que
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desclasifiquen, hostiguen o inciten al hostigamiento a las mismas organiza-
ciones, y (iii) emitir declaraciones públicas o privadas que estigmaticen la
labor propia de estas organizaciones.

2. A todos los servidores públicos abstenerse de hacer falsasimputaciones
o acusaciones que comprometan la seguridad, así como la honra y el buen
nombre de las organizaciones de derechos humanos y sus miembros. En caso
de conocimiento de algún hecho delictivo cometido por miembrosde estas
organizaciones, es un deber informar a la autoridad judicial competente.

3. A todos los servidores públicos atender y despachar con prontitud y
eficiencia, las solicitudes de información, trámite o gestión que ante ellos
realicen las organizaciones de derechos humanos y que tengan relación direc-
ta con su trabajo, de acuerdo con las funciones propias de cada entidad. En el
caso excepcional en el que exista algún tipo de imposibilidad legal para aten-
der dichos requerimientos, informar debidamente esta situación a los peti-
cionarios.

4. Al director de derechos humanos del Ministerio del Interior atender y
dar curso, a través del Comité de Evaluación de Riesgos del Programa de
Protección de Testigos y Personas Amenazadas (artículo 49 del Decreto 0372
de 1996) las solicitudes de protección de la población objeto de la presente
directiva, con la finalidad de que se evalúe el riesgo y se tomen las medidas de
protección a que haya lugar.

5. A los organismos gubernamentales de derechos humanos de todos los
niveles, desarrollar o fortalecer programas de sensibilización y capacitación
en derechos humanos, a través de los cuales se promueva la legitimidad del
trabajo en la defensa, protección y promoción de estos derechos, como parte
esencial y constitutiva del Estado Social de Derecho.

Como complemento de lo anterior se sugiere a los gobernadores y alcal-
des, convocar y celebrar de manera regular y cuando los hechos así lo ameriten,
los Consejos de Seguridad departamentales y municipales, con el objeto de
analizar las situaciones de riesgo de las organizaciones de derechos humanos
y sus miembros y poner en marcha las medidas requeridas para garantizarles
su seguridad. A estas reuniones podrán ser invitados representantes de las
organizaciones en riesgo para el efecto de coordinar las medidas adoptadas.

Igualmente, el gobierno hace un llamado a las autoridades judiciales y al
Ministerio Público, para que den curso en forma eficaz y ágil a las investiga-
ciones que tengan relación con la violación a los derechos humanos y al dere-
cho internacional humanitario.
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LEY 387 DE 1997*

(Julio 18)

Por la cual se adoptan medidas para la prevención del
desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación

y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la
violencia en la República de Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

TÍTULO I
DEL DESPLAZADO Y DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

Artículo 1o. Del desplazado. Es desplazado toda persona que se ha visto
forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de
residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran
directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situa-
ciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia
generalizada, violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al
derecho internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden
público.

Desplazados

* Publicada en el Diario Oficial No. 43.091, del 24 de julio de 1997.
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 Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará lo que se entiende por
condición de desplazado.

Artículo 2o. De los principios. La interpretación y aplicación de la pre-
sente ley se orienta por los siguientes principios:

1o. Los desplazados forzados tienen derecho a solicitar y recibir ayuda
internacional y ello genera un derecho correlativo de la comunidad interna
cional para brindar la ayuda humanitaria.

2o. El desplazado forzado gozará de los derechos civiles fundamentales
reconocidos internacionalmente.

3o. El desplazado y/o desplazados forzados tienen derecho a no ser discri-
minados por su condición social de desplazados, motivos de raza, religión,
opinión pública, lugar de origen o incapacidad física.

4o. La familia del desplazado forzado deberá beneficiarse del derecho fun-
damental de reunificación familiar.

5o. El desplazado forzado tiene derecho a acceder a soluciones definitivas
a su situación.

6o. El desplazado forzado tiene derecho al regreso a su lugar de origen.
7o. Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados forzadamente.
8o. El desplazado y/o los desplazados forzados tienen el derecho a que su

libertad de movimiento no sea sujeta a más restricciones que las previstas en
la ley.

9o. Es deber del Estado propiciar las condiciones que faciliten la convi-
vencia entre los colombianos, la equidad y la justicia social.

Artículo 3o. De la responsabilidad del Estado. Es responsabilidad del
Estado colombiano formular las políticas y adoptar las medidas para la pre-
vención del desplazamiento forzado; la atención, protección y consolidación,
y estabilización socioecómica de los desplazados internos por la violencia.

 Para efectos del inciso anterior, se tendrán en cuenta los principios de
subsidiaridad, complementariedad, descentralización y concurrencia en los
cuales se asienta la organización del Estado colombiano.
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TÍTULO II
DEL SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A LA

POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

CAPÍTULO I
CREACIÓN, CONSTITUCIÓN Y OBJETIVOS DEL SISTEMA
NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A LA POBLACIÓN

DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 4o. De la creación. Créase el Sistema Nacional de Atención
Integral a la Población Desplazada por la Violencia para alcanzar los siguien-
tes objetivos:

1o. Atender de manera integral a la población desplazada por la violencia
para que, en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento, logre su
reincorporación a la sociedad colombiana.

 2o. Neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y dinámicas de vio-
lencia que provocan el desplazamiento, mediante el fortalecimiento del desa-
rrollo integral y sostenible de las zonas expulsoras y receptoras, y la promoción
y protección de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.

 3o. Integrar los esfuerzos públicos y privados para la adecuada preven-
ción y atención de las situaciones de desplazamiento forzado por la violencia.

 4o. Garantizar un manejo oportuno y eficiente de todos los recursos hu-
manos, técnicos, administrativos y económicos que sean indispensables para
la prevención y atención de las situaciones que se presenten por causa del
desplazamiento forzado por la violencia.

Parágrafo. Para el logro de los anteriores objetivos, el Sistema Nacional
de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia contará con
el Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la
Violencia.

Artículo 5o. De la constitución. El sistema estará constituido por el
conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias que realizan planes,
programas, proyectos y acciones específicas, tendientes a la atención integral
de la población desplazada.
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Artículo 6o. Del Consejo Nacional para la Atención Integral a la Po-
blación Desplazada por la Violencia. Créase el Consejo Nacional para la
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia como órgano
consultivo y asesor, encargado de formular la política y garantizar la asigna-
ción presupuestal de los programas que las entidades responsables del fun-
cionamiento del Sistema Nacional de atención integral a la población
desplazada por la violencia, tienen a su cargo. Este Consejo Nacional estará
integrado por:.

– Un delegado del Presidente de la República, quien lo presidirá.
– El Consejero Presidencial para los Desplazados, o quien haga sus

veces.
– El Ministro del Interior.
– El Ministro de Hacienda y Crédito Público.
– El Ministro de Defensa Nacional.
– El Ministro de Salud.
– El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural.
– El Ministro de Desarrollo Económico.
– El Director del Departamento Nacional de Planeación.
– El Defensor del Pueblo.
– El Consejero Presidencial para los Derechos Humanos, o quien haga

sus veces.
– El Consejero Presidencial para la Política Social, o quien haga sus veces.
– El Gerente de la Red de Solidaridad Social o quien haga sus veces, y
– El Alto Comisionado para la Paz, o quien haga sus veces.

Parágrafo 1o. Los Ministros del Despacho que, de acuerdo con el pre-
sente artículo, conforman el Consejo Nacional, podrán delegar su asistencia
en los viceministros o en los secretarios generales de los respectivos ministe-
rios. En el caso del Ministerio de Defensa Nacional, éste podrá delegar en el
comandante general de las Fuerzas Militares. En el caso del director del De-
partamento Nacional de Planeación podrá delegar en el subdirector del mis-
mo Departamento, y en el evento de la Red de Solidaridad, en el subgerente
de la misma.

 Cuando la naturaleza del desplazamiento así lo aconseje, podrán ser invi-
tados al Consejo otros ministros o jefes de departamentos administrativos o
directores, presidentes o gerentes de entidades descentralizadas del orden
nacional o representantes de las organizaciones de desplazados.
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 Parágrafo 2o. El director de la Dirección General Unidad Administrati-
va Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior ejercerá
la secretaría técnica del Consejo Nacional.

Artículo 7o. De los comités municipales, distritales y departamenta-
les para la atención integral a la población desplazada por la violencia. El
Gobierno Nacional promoverá la creación de los comités municipales,
distritales y departamentales para la Atención Integral a la Población Despla-
zada por la Violencia, encargados de prestar apoyo y brindar colaboración al
Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Vio-
lencia, que estarán conformados por:

1. El Gobernador o el alcalde, o quien haga sus veces, quien lo presidirá.
2. El comandante de brigada o su delegado.
3. El comandante de la Policía Nacional en la respectiva jurisdicción o su

delegado.
4. El director del Servicio Seccional de Salud o el jefe de la respectiva

Unidad de Salud, según el caso.
5. El director regional, coordinador del Centro Zonal o el director de agencia

en los nuevos departamentos, del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
6. Un representante de la Cruz Roja Colombiana.
7. Un representante de la Defensa Civil.
8. Un representante de las iglesias.
9. Dos representantes de la población desplazada.

Parágrafo 1o. El Comité, por decisión suya, podrá convocar a represen-
tantes o delegados de otras organizaciones o en general a organizaciones cívi-
cas o a personas de relevancia social en el respectivo territorio.

 El Ministerio del Interior o cualquier entidad del orden nacional, miem-
bro del Consejo Nacional puede, para efectos de coordinar la ejecución de
las acciones y/o prestar apoyo técnico en cualquiera de las áreas de interven-
ción, asistir a las sesiones de dichos comités.

Parágrafo 2o. Cuando el desplazamiento se produzca en poblaciones, ve-
redas o corregimientos en donde no puedan convocarse todos los anteriores
miembros, el Comité podrá sesionar con la primera autoridad política del
lugar –inspector de policía– o quien haga sus veces, el representante de los
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desplazados y/o el representante de las Iglesias, de la Fuerza Pública y de la
Policía Nacional.

Parágrafo 3o. En aquellos municipios o distritos donde se presenten si-
tuaciones de desplazamiento provocadas por la violencia, será obligación de
los alcaldes convocar de emergencia los comités municipales y distritales para
la atención integral de la población desplazada. Será causal de mala conducta
omitir el cumplimiento de esta disposición.

Artículo 8o. De las acciones de prevención de los Comités Municipa-
les. Las acciones de prevención que deberán emprender los comités munici-
pales, entre otras, serán:

1. Acciones jurídicas. Los miembros del comité municipal deberán orientar
a las comunidades que puedan verse afectadas por un hecho de des-
plazamiento, en la solución, por vías jurídicas e institucionales, de los
conflictos que puedan generar tal situación. Así mismo, analizarán la via-
bilidad de las acciones jurídicas y recomendarán o decidirán la interposi-
ción oportuna de los recursos constitucionales o legales pertinentes que
permitan minimizar o erradicar procesos embrionarios de persecución o
violencia.

 2. Los miembros del comité municipal tratarán de prevenir los procesos
embrionarios de desplazamiento proponiendo mecanismos alternati-
vos de solución de conflictos.

 3. Acciones asistenciales. Los miembros del comité municipal deberán
evaluar las necesidades insatisfechas de las personas o comunidades
que eventualmente puedan precipitar un proceso de desplazamiento
forzado. Deberán, con base en dicha evaluación, tomar las medidas
asistenciales del caso.
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CAPÍTULO II
DEL PLAN NACIONAL PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL

A LA POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

SECCIÓN 1
DEL DISEÑO Y OBJETIVOS DEL PLAN NACIONAL

PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL A LA
POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 9o. Del diseño. El Gobierno Nacional diseñará el Plan Nacio-
nal para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia el
cual, una vez aprobado por el Consejo Nacional, será adoptado mediante
decreto.

 Para la elaboración de dicho plan se contará con el concurso de las enti-
dades públicas, privadas y comunitarias que conforman el Sistema Nacional
de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia.

 Las medidas y acciones que se adopten en el Plan Nacional deberán
atender las características y condiciones especiales de las “zonas de expul-
sión” y de las “zonas de recepción”.

Parágrafo. El Gobierno Nacional diseñará y pondrá en ejecución, en un
término no mayor de seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la
presente ley, el plan a que hace referencia este artículo.

Artículo 10. De los objetivos. Los objetivos del Plan Nacional serán los
siguientes, entre otros:

1. Elaborar diagnósticos de las causas y agentes que generan el desplaza-
miento por la violencia, de las zonas del territorio nacional donde se produ-
cen los mayores flujos de población, de las zonas receptoras, de las personas
y comunidades que son víctimas de esta situación y de las consecuencias
sociales, económicas, jurídicas y políticas que ello genere.

 2. Diseñar y adoptar medidas sociales, económicas, jurídicas, políticas y
de seguridad, orientadas a la prevención y superación de las causas que gene-
ran el desplazamiento forzado.

 3. Adoptar medidas de atención humanitaria de emergencia a la pobla-
ción desplazada, con el fin de asegurarle su protección y las condiciones ne-
cesarias para la subsistencia y la adaptación a la nueva situación.
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4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la
población desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la resti-
tución de los derechos vulnerados y la defensa de los bienes afectados.

5. Diseñar y adoptar medidas que garanticen a la población desplazada su
acceso a planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y ru-
ral, ofreciéndole los medios necesarios para que cree sus propias formas de
subsistencia, de tal manera que su reincorporación a la vida social, laboral y
cultural del país, se realice evitando procesos de segregación o estigmatización
social.

6. Adoptar las medidas necesarias que posibiliten el retorno voluntario de
la población desplazada a su zona de origen o su reubicación en nuevas zonas
de asentamiento.

7. Brindar atención especial a las mujeres y niños, preferencialmente a las
viudas, mujeres cabeza de familia y huérfanos.

8. Garantizar atención especial a las comunidades negras e indígenas so-
metidas al desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y
propiciando el retorno a sus territorios, y

9. Las demás acciones que el Consejo Nacional considere necesarias.

SECCIÓN 2
DE LA RED NACIONAL DE INFORMACIÓN PARA LA

ATENCIÓN A LA POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 11. Funcionamiento. La Red Nacional de Información para la
Atención a la Población Desplazada será el instrumento que garantizará al
Sistema Nacional una rápida y eficaz información nacional y regional sobre
los conflictos violentos, la identificación y el diagnóstico de las circunstan-
cias que obligan al desplazamiento de la población.

 Además, le permitirá evaluar la magnitud del problema, tomar medidas
para la atención inmediata, elaborar planes para la consolidación y estabiliza-
ción de los desplazados y formular alternativas de solución para la atención a
la población desplazada por la violencia. Esta red deberá contar con un mó-
dulo especial para el seguimiento de las acciones ejecutadas en desarrollo del
Plan Nacional.
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Artículo 12. Puntos de información locales. La Consejería Presidencial
para los Desplazados y la Dirección General Unidad Administrativa Especial
para los Derechos Humanos, en coordinación con los gobiernos departamen-
tales y municipales, las personerías municipales, las oficinas regionales y
seccionales de la Defensoría del Pueblo, la Cruz Roja Colombiana, la Iglesia
y las organizaciones de desplazados, acordarán la instalación de puntos de red
en los municipios de las zonas afectadas por el desplazamiento.

Artículo 13. Del observatorio del desplazamiento interno por la vio-
lencia. El Gobierno Nacional creará un Observatorio del Desplazamiento
Interno por la violencia, el cual producirá informes semestrales sobre la mag-
nitud y tendencias que presenta el desplazamiento y los resultados de las
políticas estatales en favor de la población desplazada. Dicho observatorio
fortalecerá la Red Nacional de Información y contará con la participación de
expertos y centros académicos de reconocida trayectoria.

SECCIÓN 3
DE LA PREVENCIÓN

Artículo 14. De la prevención. Con el objeto de prevenir el desplaza-
miento forzado por la violencia, el Gobierno Nacional adoptará, entre otras,
las siguientes medidas:

1. Estimular la constitución de grupos de trabajo para la prevención y
anticipación de los riesgos que puedan generar el desplazamiento.

 2. Promover actos ciudadanos y comunitarios de generación de la convi-
vencia pacífica y la acción de la fuerza pública contra los factores de pertur-
bación.

 3. Desarrollar acciones para evitar la arbitrariedad, discriminación y para
mitigar los riesgos contra la vida, la integridad de las personas y los bienes
patrimoniales de la población desplazada.

 4. Diseñar y ejecutar un plan de difusión del derecho internacional hu-
manitario, y

 5. Asesorar a las autoridades departamentales y municipales encargadas
de los planes de desarrollo para que se incluyan los programas de prevención
y atención.
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Parágrafo. La Dirección General de la Unidad Administrativa Especial
de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, deberá concertar con las
autoridades municipales y/o departamentales la convocatoria de los Consejos
de Seguridad, cuando existan razones fundadas para presumir que se presen-
tará un desplazamiento forzado.

SECCIÓN 4
DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA

Artículo 15. De la atención humanitaria de emergencia. Una vez se
produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones in-
mediatas tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con
la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender
sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos,
utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergen-
cia y alojamiento transitorio en condiciones dignas.

 En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares
que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garanti-
zarán el libre paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento
nacional e internacional a la población desplazada y el establecimiento de
oficinas temporales o permanentes para la defensa y protección de derechos
humanos y el cumplimiento de las normas del derecho internacional humani-
tario.

 Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y
permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades es-
tatales y gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal,
para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales.

 El Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de
oficio las investigaciones sobre los hechos punibles que condujeron al des-
plazamiento.

Parágrafo. A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por
espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros
tres (3) más.
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SECCIÓN 5
DEL RETORNO

Artículo 16. Del retorno. El Gobierno Nacional apoyará a la población
desplazada que quiera retornar a sus lugares de origen, de acuerdo con las
previsiones contenidas en esta ley, en materia de protección y consolidación y
estabilización socioeconómica.

SECCIÓN 6
DE LA CONSOLIDACIÓN Y ESTABILIZACIÓN SOCIOECONÓMICA

Artículo 17. De la consolidación y estabilización socioeconómica. El
Gobierno Nacional promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo
con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social
para la población desplazada en el marco del retorno voluntario o el
reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas.

 Estas medidas deberán permitir el acceso directo de la población despla-
zada a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados
con:

1. Proyectos productivos.
2. Sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino.
3. Fomento de la microempresa.
4. Capacitación y organización social.
5. Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez,

la mujer y las personas de la tercera edad, y
6. Planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social.

SECCIÓN 7
DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE DESPLAZADO FORZADO

Artículo 18. De la cesación de la condición de desplazado forzado. La
condición de desplazado forzado por la violencia cesa cuando se logra la con-
solidación y estabilización socioeconómica, bien sea en su lugar de origen o
en las zonas de reasentamiento.
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Parágrafo. El desplazado cooperará en el mejoramiento, restablecimien-
to, consolidación y estabilización de su situación.

SECCIÓN 8
DE LAS INSTITUCIONES

Artículo 19. De las instituciones. Las instituciones comprometidas en
la atención integral a la población desplazada, con su planta de personal y
estructura administrativa, deberán adoptar a nivel interno las directrices que
les permitan prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la población
desplazada, dentro del esquema de coordinación del Sistema Nacional de
Atención Integral a la Población Desplazada.

 Las instituciones con responsabilidad en la atención integral de la pobla-
ción desplazada deberán adoptar, entre otras, las siguientes medidas:

1. El Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, Incora, adoptará pro-
gramas y procedimientos especiales para la enajenación, adjudicación y titu-
lación de tierras en las zonas de expulsión y de recepción de la población
afectada por el desplazamiento forzado, así como líneas especiales de crédito,
dando prelación a la población desplazada.

 El Incora llevará un registro de los predios rurales abandonados por los
desplazados por la violencia e informará a las autoridades competentes para
que procedan a impedir cualquier acción de enajenación o transferencia de
títulos de propiedad de estos bienes, cuando tal acción se adelante contra la
voluntad de los titulares de los derechos respectivos.

 En los procesos de retorno y reubicación de desplazados por la violencia,
el Gobierno Nacional dará prioridad a éstos en las zonas de reserva campesi-
na y/o en aquellos predios rurales que hayan sido objeto de la acción de extin-
ción de dominio mediante sentencia administrativa o judicial.

El Instituto Agropecuario de la Reforma Agraria establecerá un programa
que permita recibir la tierra de personas desplazadas a cambio de la adjudica-
ción de otros predios de similares características en otras zonas del país.

El Fondo Agropecuario de Garantías otorgará garantías del 100% a los
créditos de los proyectos productivos de los desplazados.

2. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la Dirección
de Desarrollo Social y de la Oficina de Mujer Rural, diseñará y ejecutará
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programas para la atención y consolidación y estabilización socioeconómica
de la población desplazada.

3. El Instituto de Fomento Industrial, a través de los programas de Propyme
y Finurbano otorgará líneas especiales de crédito en cuanto a períodos de
gracia, tasas de interés, garantías y tiempos de amortización para el desarrollo
de microempresas y proyectos productivos que presenten las personas bene-
ficiarias de la presente ley.

4. El Sistema General de Seguridad Social en Salud implementará meca-
nismos expeditos para que la población afectada por el desplazamiento acce-
da a los servicios de asistencia médica integral, quirúrgica, odontológica,
psicológica, hospitalaria y de rehabilitación, de acuerdo con lo establecido en
la Ley 100 de 1993.

5. La Red de Solidaridad Social dará en las mesas de solidaridad prioridad
a las necesidades de las comunidades desplazadas y atenderá a las víctimas
de este fenómeno, vinculándolas a sus programas.

6. La Dirección Nacional para la Equidad de la Mujer dará prelación en
sus programas a las mujeres desplazadas por la violencia, especialmente a las
viudas y a las mujeres cabeza de familia.

7. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar dará prelación en sus
programas a la atención de los niños lactantes, a los menores de edad, espe-
cialmente los huérfanos, y a los grupos familiares, vinculándolos al proyecto
de asistencia social familiar y comunitaria en las zonas de asentamiento de
los desplazados.

8. El Sistema Nacional de Cofinanciación dará atención preferencial a las
entidades territoriales que soliciten la cofinanciación de los diferentes pro-
yectos para atender las necesidades de la población afectada por el desplaza-
miento forzado.

9. Las entidades territoriales desarrollarán programas especiales de aten-
ción en materia educativa a la población desplazada por la violencia y accede-
rán a recursos del programa de subsidios a la permanencia y asistencia a la
educación básica del FIS.

10. El Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías de Educación
departamentales, municipales y distritales, adoptarán programas educativos
especiales para las víctimas del desplazamiento por la violencia. Tales progra-
mas podrán ser de educación básica y media especializada y se desarrollarán
en tiempos menores y diferentes a los convencionales, para garantizar su rá-
pido efecto en la rehabilitación y articulación social, laboral y productiva de
las víctimas del desplazamiento interno por la violencia.
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11. El SENA dará prioridad y facilidad para el acceso de jóvenes y adultos
desplazados por la violencia, a sus programas de formación y capacitación
técnica.

12. La Defensoría del Pueblo diseñará y ejecutará programas de divulga-
ción y promoción de las normas del derecho internacional humanitario.

En estos programas se deberán integrar las entidades gubernamentales
del orden nacional, departamental y municipal, las organizaciones no guber-
namentales y las organizaciones de desplazados.

13. La Comisión Nacional de Televisión diseñará y ejecutará campañas
de sensibilización y concientización para prevenir el desplazamiento forzado
en los canales de la televisión nacional, y

14. El Instituto Nacional de la Reforma Urbana, Inurbe, desarrollará pro-
gramas especiales de vivienda para atender las necesidades de la población
desplazada por la violencia.

Artículo 20. Del Ministerio Público. Corresponde al Ministerio Público
y a sus oficinas regionales y seccionales la guarda y promoción de los dere-
chos humanos y el derecho internacional humanitario de la población víctima
del desplazamiento forzado, así como el control del estricto cumplimiento de
las obligaciones asignadas a cada institución en el Plan Nacional para la Aten-
ción Integral a la Población Desplazada. Las autoridades municipales debe-
rán informar, de manera inmediata, al representante del Ministerio Público
correspondiente, sobre la ocurrencia del desplazamiento o sobre la ocurren-
cia de eventos que puedan generarlo.

CAPÍTULO III
DEL FONDO NACIONAL PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL

A LA POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 21. De la creación y naturaleza. Créase el Fondo Nacional
para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia que fun-
cionará como una cuenta especial sin personería jurídica administrada por el
Ministerio del Interior, como un sistema separado de cuentas.

Parágrafo. La Consejería Presidencial para los Desplazados coordinará la
ejecución de los recursos de este Fondo.
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 Artículo 22. Del objeto. El Fondo Nacional para la Atención Integral a
la Población Desplazada por la Violencia tiene por objeto financiar y/o
cofinanciar los programas de prevención del desplazamiento, de atención
humanitaria de emergencia, de retorno, de estabilización y consolidación
socioeconómica y la instalación y operación de la Red Nacional de Infor-
mación.

Parágrafo. La participación del Fondo Nacional en la financiación y/o
cofinanciación de los programas mencionados, no exime a las instituciones y
entidades nacionales, departamentales, distritales y municipales involucradas
en la atención integral a la población desplazada, de gestionar los recursos
necesarios para la ejecución de las acciones de su competencia.

Artículo 23. De los recursos. Los recursos del Fondo Nacional para la
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia estarán consti-
tuidos por:

1. Los recursos que se le asignen en el Presupuesto General de la Nación.
2. Las donaciones en dinero que ingresen directamente al Fondo, previa

la incorporación al Presupuesto General de la Nación y las donaciones en
especie legalmente aceptadas.

3. Los recursos de crédito que contrate la Nación para atender el objeto y
funciones del Fondo, previa incorporación al Presupuesto General de la Na-
ción.

4. Los aportes en dinero provenientes de la cooperación internacional,
previa incorporación al Presupuesto General de la Nación.

5. Los demás bienes, derechos y recursos adjudicados, adquiridos o que
adquiera a cualquier título de conformidad con la ley.

Artículo 24. De la administración. La administración del Fondo Nacio-
nal para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia estará
a cargo del Director General de la Dirección General Unidad Administrativa
Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, quien será
ordenador del gasto en virtud de la delegación que le otorgue el Ministro del
Interior.

Artículo 25. De la reglamentación. El Gobierno Nacional, dentro de los
tres (3) meses siguientes a la vigencia de esta ley, reglamentará la organiza-



[  D e s p l a z a d o s  ]

[ 120 ]

ción y funcionamiento del Fondo, los objetivos y funciones que le correspon-
den, el régimen de apropiaciones y operaciones en materia presupuestal y
patrimonial necesario para su operación.

 Así mismo, el Gobierno Nacional hará los ajustes y traslados presupuestales
correspondientes en el Presupuesto General de la Nación para dejar en ca-
beza del Fondo las apropiaciones necesarias para el cumplimiento de sus obje-
tivos.

TÍTULO III
MARCO DE PROTECCIÓN JURÍDICA

Artículo 26. De la definición de la situación militar de los desplaza-
dos. Las personas que teniendo la obligación legal de resolver su situación
militar y que por motivos relacionados con el desplazamiento forzado no lo
hubiesen hecho, podrán presentarse a cualquier distrito militar, dentro del
año siguiente a la fecha en la que se produjo el desplazamiento, para resolver
dicha situación sin que se le considere remiso.

Artículo 27. De la perturbación de la posesión. La perturbación de la
posesión o abandono del bien mueble o inmueble, con motivo de una situa-
ción de violencia que obliga al desplazamiento forzado del poseedor, no inte-
rrumpirá el término de prescripción a su favor.

 El poseedor interrumpido en el ejercicio de su derecho informará del
hecho del desplazamiento a la Personería Municipal, Defensoría del Pueblo,
Procuraduría Agraria, o a cualquier entidad del Ministerio Público, a fin de
que se adelanten las acciones judiciales y/o administrativas a que haya lugar.

Artículo 28. De los procesos judiciales y administrativos en los que el
desplazado forzado es parte. En los procesos judiciales y administrativos en
los que el desplazado forzado es parte, las autoridades competentes evaluarán
conforme a las circunstancias del caso, los cambios de radicación, comisiones,
traslados y demás diligencias necesarias a fin de garantizar la celeridad y efi-
cacia de los procesos de que se trate, sin perjuicio de los derechos de ter-
ceros.
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TÍTULO IV
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 29. De la protección a las personas desplazadas. La Dirección
General Unidad Administrativa Especial para los Derechos Humanos del
Ministerio del Interior brindará protección a las personas desplazadas por la
violencia, con respecto de las cuales existan razones fundadas para temer por
su seguridad, bajo los parámetros que establezca el Plan Nacional de Aten-
ción Integral a la Población Desplazada.

 La evaluación de la situación de seguridad de los desplazados se hará en
estrecha colaboración con el Ministerio Público, la Iglesia y las organizacio-
nes no gubernamentales que realicen actividades en las zonas de expulsión.

Artículo 30. Del apoyo a las organizaciones de desplazados. El Gobier-
no Nacional brindará las garantías necesarias a las organizaciones de los des-
plazados y a las entidades no gubernamentales que desarrollen acciones en
pro de los derechos humanos y de los desplazados internos.

Artículo 31. De los informes al Congreso. Con el fin de evaluar el desa-
rrollo del Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada
por la Violencia, el Gobierno Nacional presentará al Congreso de la Repúbli-
ca, antes del 16 de marzo de cada año, un informe sobre la ejecución del plan
y los correctivos y propuestas de acción a seguir.

Artículo 32. De los beneficios consagrados en esta ley. Tendrán dere-
cho a recibir los beneficios consagrados en la presente ley, las personas co-
lombianas que se encuentren en las circunstancias previstas en el artículo 1o
de esta ley y que cumplan los siguientes requisitos:

1. Que hayan declarado esos hechos ante la Procuraduría General de la
Nación, la Defensoría del Pueblo, las Personerías Municipales o Distritales,
o cualquier despacho judicial de acuerdo con el procedimiento de recepción
de cada entidad, y

 2. Que además, remitan para su inscripción copia de la declaración de los
hechos de que trata el numeral anterior a la Dirección General Unidad Admi-
nistrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, o
a la oficina que esta entidad designe a nivel departamental, distrital o municipal.
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Parágrafo. Cuando se establezca que los hechos declarados por quien
alega la condición de desplazado no son ciertos, esta persona perderá todos
los beneficios que otorga la presente ley, sin perjuicio de las sanciones pena-
les a que haya lugar.

Artículo 33. En desarrollo de lo dispuesto en el artículo 87 de la Consti-
tución Nacional, los beneficiarios de la presente ley, las organizaciones no
gubernamentales y las entidades oficiales encargadas de la defensa o promo-
ción de los derechos humanos, podrán ejercitar la acción de cumplimiento
para exigir judicialmente la plena efectividad de los derechos consagrados en
la presente ley en favor de los desplazados.

 Mientras se desarrolla legalmente el artículo 87 de la Constitución Na-
cional, la acción de cumplimiento se tramitará de conformidad con las dispo-
siciones procedimentales y de competencia consignadas en el Decreto 2591
de 1991 sobre acción de tutela.

Artículo 34. De la vigencia de la ley. Esta ley rige a partir de su promul-
gación.

DECRETO 2569 DE 2000*

(Diciembre 12)

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997
y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las atribucio-
nes conferidas por el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que se hace necesario reglamentar la Ley 387 de 1997;
Que existe la necesidad de evitar la dispersión institucional para la aten-

ción de la problemática de la población desplazada;

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.263, del 19 de diciembre de 2000.
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Que las atribuciones legales de la Red de Solidaridad Social son comple-
mentarias y afines a las atribuidas al Ministerio del Interior, en relación con la
inscripción de la población desplazada por la violencia, y se ha delegado en la
Red de Solidaridad Social la inscripción de que trata el numeral 2 del artículo
32 de la Ley 387 de 1997, mediante la Resolución 02045 del 17 de octubre
de 2000, proferida por el Ministro del Interior,

DECRETA:

TÍTULO I
DE LA RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL

Artículo 1°. Atribuciones de la Red de Solidaridad Social. La Red de
Solidaridad Social como entidad coordinadora del Sistema Nacional de Infor-
mación y Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia desa-
rrollará las siguientes actividades:

a) Orientar, diseñar y capacitar a los miembros del Sistema, en los proce-
dimientos para obtener la declaración de que trata el numeral 1 del
artículo 32 de la Ley 387 de 1997 y establecer, alimentar y mantener
actualizado el Registro Único de Población Desplazada;

b) Promover entre las entidades estatales que integran el Sistema Nacio-
nal de Atención para la Población Desplazada, el diseño y la elabora-
ción de programas y proyectos encaminados a prevenir y brindar
atención integral a los afectados por el desplazamiento;

c) Diseñar y poner en ejecución en nombre del Gobierno Nacional, el
plan estratégico para el manejo del desplazamiento interno por el con-
flicto armado;

d) Determinar en coordinación con el Departamento Nacional de Planea-
ción, los indicadores sociales y económicos que permitan el seguimiento y
evaluación de los resultados generales de los programas de atención a la
población desplazada por la violencia, y el desempeño particular de las
actividades que emprendan las entidades que conforman el sistema;

e) Promover y coordinar la adopción por parte de las autoridades nacio-
nales y locales de medidas humanitarias, de manera tal que se brinde
oportunamente atención humanitaria de emergencia, protección y con-
diciones de estabilización y consolidación a la población desplazada;
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f) Promover en nombre del Gobierno Nacional, la creación de Comités
Municipales, Distritales y Departamentales para la Atención Integral
a la Población Desplazada por la Violencia y asistir a las sesiones de
dichos Comités para coordinar la ejecución de las acciones y/o prestar
apoyo técnico en cualquiera de las áreas de intervención de los mis-
mos;

g) Propiciar la concertación entre las autoridades de nivel nacional, de-
partamental, distrital y municipal para la ejecución de las medidas so-
ciales, económicas, jurídicas, políticas y de seguridad que adopte el
Gobierno Nacional para la prevención y superación del desplazamiento;

h) Coordinar en nombre del Gobierno Nacional, la adopción de medidas
para posibilitar el retorno voluntario a la zona de origen o la reubicación
de la población desplazada;

i) Promover la coordinación entre las entidades estatales de cualquier
orden y las organizaciones no gubernamentales nacionales e interna-
cionales que adelanten, financien o ejecuten programas o proyectos
dirigidos a la población desplazada por la violencia, así como promover
las actividades de cogestión;

j) Promover con entidades públicas y privadas el establecimiento de una
red nacional para la atención humanitaria integral de emergencia, con-
formada por campamentos móviles para alojamiento de emergencia,
centros de alojamiento transitorio y unidades de atención y orienta-
ción en las ciudades medianas y grandes.

TÍTULO II
CONDICIÓN DE DESPLAZADO

Artículo 2°. De la condición de desplazado. Es desplazado toda persona
que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando
su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su
vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulnera-
das o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de
las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones
interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los derechos huma-
nos, infracciones al derecho internacional humanitario u otras circunstancias
emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drástica-
mente el orden público.
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El Gobierno Nacional a través de la Dirección General para los Derechos
Humanos del Ministerio del Interior o la entidad que esta delegue, declarará
que se encuentra en condición de desplazamiento aquella persona desplaza-
da que solicite tal reconocimiento mediante el cumplimiento de los requisi-
tos establecidos en el artículo 32 de la Ley 387 de 1997, a saber:

1. Declarar esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la
Defensoría del Pueblo, las personerías municipales o distritales o cualquier
despacho judicial, y

2. Solicitar que se remita para su inscripción a la Dirección General para
los Derechos Humanos del Ministerio del Interior o a la oficina que ésta
designe a nivel departamental, distrital o municipal copia de la declaración
de los hechos de que trata el numeral anterior.

Artículo 3°. Cesación de la condición de desplazado. Cesará la condi-
ción de desplazado y por tanto el reconocimiento que el Estado realiza sobre
el que alega ser desplazado, cuando se presente una de las siguientes situa-
ciones:

1. Por el retorno, reasentamiento o reubicación de la persona sujeta a
desplazamiento que le haya permitido acceder a una actividad económica en
su lugar de origen o en las zonas de reasentamiento.

2. Por exclusión del Registro Único de Población Desplazada, de acuerdo
con las causales previstas en el artículo 14 del presente decreto.

3. Por solicitud del interesado.

Parágrafo. La cesación se declarará mediante acto motivado, contra el
cual proceden los recursos de Ley y la decisión que los resuelva agota la vía
gubernativa.

TÍTULO III
DEL REGISTRO ÚNICO DE POBLACIÓN DESPLAZADA

Artículo 4°. Del Registro Único de Población Desplazada. Créase el
Registro Único de Población Desplazada, en el cual se efectuará la inscrip-
ción de la declaración a que se refiere el artículo 2° del presente decreto.
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El Registro se constituirá en una herramienta técnica, que busca identifi-
car a la población afectada por el desplazamiento y sus características y tiene
como finalidad mantener información actualizada de la población atendida y
realizar el seguimiento de los servicios que el Estado presta a la población
desplazada por la violencia.

Artículo 5°. Entidad responsable del manejo del Registro Único de
Población Desplazada. La Red de Solidaridad Social será la entidad respon-
sable del manejo del Registro Único de Población Desplazada.

Artículo 6°. De la declaración. La declaración de desplazado por quien
alega su condición como tal, deberá surtirse de acuerdo con lo preceptuado
en el artículo 32 de la Ley 387 de 1997. En la declaración se asentarán los
generales de ley y además, entre otros datos, los siguientes:

1. Hechos y circunstancias que han determinado en el declarante su con-
dición de desplazado.

2. Lugar del cual se ha visto impelido a desplazarse.
3. Profesión u oficio.
4. Actividad económica que realizaba y bienes y recursos patrimoniales

que poseía antes del desplazamiento.
5. Razones para escoger el lugar actual de asentamiento.

Artículo 7°. Envío de la declaración para su inscripción. La declara-
ción mencionada deberá ser remitida en forma inmediata por la autoridad
receptora, a la Dirección General para los Derechos Humanos del Ministerio
del Interior o a la sede de la entidad en la que se haya delegado la inscripción
de que trata el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 387 de 1997, en el respec-
tivo departamento. El incumplimiento de este mandato será objeto de inves-
tigación disciplinaria por el correspondiente órgano de control.

Artículo 8°. Oportunidad de la declaración. La declaración a que se
refieren los artículos anteriores, deberá presentarse por la persona interesa-
da, dentro del año siguiente a la ocurrencia de los hechos que dieron origen al
desplazamiento.

Artículo 9°. Valoración de la declaración. A partir del día siguiente a la
fecha del recibo en la sede de la entidad en la que se haya delegado la inscrip-
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ción, esta entidad dispondrá de un término máximo de 15 días hábiles para
valorar la información de que disponga junto con la declaración, a efecto de
realizar la inscripción o no en el registro de quien alega la condición de des-
plazado.

Artículo 10. Inscripción en el Registro Único de Población Desplaza-
da. En caso de proceder la inscripción en el Registro Único, se entenderá
surtida la notificación del acto de registro de la condición de desplazado, en
la fecha en que se hubiere inscrito, al tenor del artículo 44 del Código Con-
tencioso Administrativo. De tal decisión se dará aviso al interesado.

Artículo 11. De la no inscripción. La entidad en la que se haya delegado
la inscripción, no efectuará la inscripción en el registro de quien solicita la
condición de desplazado, en los siguientes casos:

1. Cuando la declaración resulte contraria a la verdad.
2. Cuando existan razones objetivas y fundadas para concluir que de la

misma no se deduce la existencia de las circunstancias de hecho previstas en
el artículo 1° de la Ley 387 de 1997.

3. Cuando el interesado efectúe la declaración y solicite la inscripción en
el Registro después de un (1) año de acaecidas las circunstancias descritas en
el artículo 1° de la Ley 387 de 1997.

En tales eventos, se expedirá un acto en el que se señalen las razones que
asisten a dicha entidad para tal determinación, el cual deberá ser notificado
al afectado. Contra dicho acto proceden los recursos de Ley y la decisión que
los resuelva agota la vía gubernativa.

Artículo 12. Desplazamientos masivos. Se entiende por desplazamiento
masivo, el desplazamiento conjunto de diez (10) o más hogares, o de cincuen-
ta (50) o más personas.

Se entiende por hogar, el grupo de personas, parientes, o no, que viven
bajo un mismo techo, comparten los alimentos y han sido afectadas por el
desplazamiento forzado por la violencia.

Artículo 13. Inscripción en el Registro Único de Población Desplaza-
da en caso de desplazamientos masivos. Cuando se produzcan desplaza-
mientos masivos, el Comité Municipal, Distrital, las autoridades municipales
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y el Ministerio Público, tanto de la zona expulsora como de la receptora de la
población desplazada, actuarán en forma unida para establecer la identifica-
ción y cuantificación de las personas que conformaron el desplazamiento
masivo y efectuarán una declaración sobre los hechos que originaron el des-
plazamiento del grupo.

La declaración y la información recolectada deberán ser enviadas de ma-
nera inmediata y por el medio más eficaz, para su inscripción en el Registro
Único de Población Desplazada, a la sede de la entidad en la que se haya
delegado la inscripción, del respectivo departamento. El incumplimiento de
este mandato será objeto de investigación disciplinaria por el respectivo órga-
no de control.

Parágrafo. El trámite previsto en este artículo exime a las personas que
conforman el desplazamiento masivo de rendir una declaración individual
para solicitar su inscripción en el Registro Único de Población Desplazada.

Artículo 14. Exclusión del Registro Único de Población Desplazada.
La exclusión del Registro Único de Población Desplazada, y en consecuen-
cia, la pérdida de los beneficios establecidos en la Ley 387 de 1997, a favor
de la población desplazada, procede cuando:

1. Se establezca que los hechos declarados por quien alega la condición
de desplazado no son ciertos, sin perjuicio de las sanciones penales a que
haya lugar.

2. Cuando a juicio de la entidad en la que se haya delegado la inscripción,
de acuerdo con el parágrafo del artículo 18 de la Ley 387 de 1997, se demuestre
la falta de cooperación o la reiterada renuencia del desplazado para participar
en los programas y acciones que con ocasión del mejoramiento, restableci-
miento, consolidación y estabilización de su situación, desarrolle el Estado.

3. Cese la condición de desplazado.

Parágrafo. La exclusión del Registro Único de Población Desplazada se
realizará a través de acto motivado e implica la revocatoria de la decisión
tomada en el acto anterior mediante el cual se decidió la inclusión en el Re-
gistro. Esta decisión se notificará al afectado, y es susceptible de los recursos
de Ley. La decisión de los recursos agota la vía gubernativa.
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Artículo 15. De la confidencialidad del Registro Único de Población
Desplazada. Con el fin de proteger el derecho a la vida, a la intimidad, a la
honra y bienes de los inscritos, la información contenida en el Registro Unico
de Población Desplazada es confidencial.

De manera excepcional dicha información podrá ser conocida por el Incora,
el Banco Agrario, el Inurbe, el ICBF y las entidades estatales que prestan
atención en salud y educación, para efectos de identificar a la población des-
plazada beneficiaria de los programas de tierras, vivienda, salud y educación.

Estas entidades podrán acceder a la información, previa solicitud formu-
lada ante la Dirección General de la Red de Solidaridad Social, y la suscrip-
ción de un acta de compromiso, en la que justifiquen el uso y destino de la
información, garantizando su confidencialidad.

TÍTULO IV
EFECTOS DE LA DECLARACIÓN E INSCRIPCIÓN

Artículo 16. Ayuda inmediata. Una vez recibida en la sede de la entidad
en la que se haya delegado la inscripción la declaración enviada por la autori-
dad receptora de la misma, la persona que solicita el reconocimiento de su
condición de desplazado por el solo hecho de haber efectuado la declaración
dentro del término anteriormente señalado, tendrá derecho a acceder a los
beneficios establecidos en la Ley 387 de 1997, de acuerdo con la disponibili-
dad presupuestal, para la atención humanitaria de emergencia, proporciona-
da como ayuda inmediata y hasta el momento en el cual se expida el acto que
decida sobre la inscripción en el registro.

Artículo 17. Atención humanitaria de emergencia. Realizada la ins-
cripción, la persona tendrá derecho a que se le otorgue atención humanitaria
de emergencia por el término establecido en el parágrafo del artículo 15 de la
Ley 387 de 1997, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal y acceso a
los programas de ayuda, que con ocasión a la condición de desplazado ade-
lante el Estado, sin perjuicio de que el interesado tenga acceso a los progra-
mas sociales de retorno, reasentamiento o reubicación y otros que preste el
Estado.

Artículo 18. Programas de retorno, reasentamiento o reubicación. Si
el interesado efectúa la declaración y solicita la inscripción en el registro con
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posterioridad a la fecha antes indicada, esto es, un (1) año después de acaeci-
dos los hechos que dieron origen a tal condición, la persona solicitante sólo
tendrá derecho de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, al acceso a los
programas que con ocasión a la condición de desplazado preste el Estado en
materia de retorno, reasentamiento o reubicación.

TÍTULO V
RED NACIONAL DE INFORMACIÓN PARA LA ATENCIÓN

A LA POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 19. De la Red Nacional de Información para la Atención a la
Población Desplazada por la Violencia. La Red Nacional de Información
para la Atención a la Población Desplazada por la Violencia estará coordinada
por la Red de Solidaridad Social, entidad que definirá las características téc-
nicas del sistema de información y los puntos de información local.

Además de las fuentes de información gubernamentales, los puntos de
Red deberán obtener y consultar fuentes de información no estatales, entre
otras tales como las iglesias, el Comité Internacional de la Cruz Roja, organi-
zaciones comunitarias, no gubernamentales, internacionales e interguberna-
mentales con presencia en el país.

TÍTULO VI
DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA

Artículo 20. De la atención humanitaria de emergencia. Se entiende
por atención humanitaria de emergencia la ayuda temporaria e inmediata en-
caminada a acciones de socorro, asistencia y apoyo a la población desplazada,
a fin de mitigar las necesidades básicas en alimentación, salud, atención psi-
cológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat inter-
no y salubridad pública.

Se tiene derecho a la atención humanitaria de emergencia por espacio
máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3)
meses más.
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Artículo 21. Prórroga de la atención humanitaria de emergencia. A
juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera excepcional, se podrá
prorrogar la atención humanitaria de emergencia hasta por un término de tres
(3) meses al tenor del parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997, y lo
previsto en el inciso segundo del artículo anterior, de acuerdo con la disponi-
bilidad presupuestal y atendiendo criterios de vulnerabilidad, solidaridad, pro-
porcionalidad e igualdad.

La prórroga excepcional se aplicará exclusivamente a hogares incluidos en
el Registro Único de Población Desplazada y que cumplan las siguientes condi-
ciones:

1. Hogares en los que uno cualquiera de sus miembros reportados en la
declaración presenten discapacidad física y/o mental, parcial o total, médica-
mente certificada por las entidades prestadoras de salud en atención humani-
taria de emergencia y que haya sido reportada en la declaración de los hechos
del desplazamiento.

2. Hogares con jefatura femenina o masculina mayor de 65 años, y que
dicha situación haya sido reportada en la declaración.

3. Hogares en los que cualquiera de sus miembros debidamente reporta-
dos y registrados, presenten enfermedad terminal, médicamente certificada
por las entidades prestadoras de salud en atención humanitaria de emergencia.

4. Cuando a juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera excepcio-
nal se presente una situación cuya gravedad sea de naturaleza similar a las
enunciadas en los numerales 1, 2 y 3 del presente artículo.

Artículo 22. Montos de la ayuda humanitaria de emergencia. En aten-
ción a los principios de solidaridad y de proporcionalidad, la Red de Solidari-
dad Social destinará de los recursos que para tal fin reciba del presupuesto
nacional y de manera proporcional al tamaño y composición del grupo fami-
liar, un monto máximo equivalente en bienes y servicios, de acuerdo con la
disponibilidad presupuestal, así:

1. Para alojamiento transitorio, asistencia alimentaria y elementos de aseo
personal hasta una suma máxima mensual equivalente a 1,5 salarios mínimos
mensuales legales vigentes, otorgada por espacio de tres meses.

2. Para utensilios de cocina y elementos de alojamiento, otorgados por
una sola vez, hasta una suma máxima equivalente al 50% del salario mínimo
mensual legal vigente.
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3. Para transporte, otorgado por una sola vez, hasta una suma máxima
equivalente al 50% del salario mínimo mensual legal vigente.

Artículo 23. De las reglas para el manejo de la atención humanitaria
de emergencia. El Gobierno Nacional podrá celebrar convenios con organi-
zaciones no gubernamentales, entidades del sector privado y organizaciones
internacionales para la prestación de la atención humanitaria de emergencia.

Las autoridades departamentales, distritales y municipales serán respon-
sables de solicitar y gestionar de manera urgente la ayuda humanitaria, y de
incluir en sus presupuestos los recursos para atender las obligaciones que
con ocasión a tal atención se generen, de conformidad con las normas vigen-
tes sobre el particular.

Artículo 24. Prohibición de limitaciones. Se prohíbe cualquier tipo de
restricción al paso de ayuda humanitaria para la población desplazada. La
fuerza pública deberá garantizar el oportuno paso de la ayuda a sus destinata-
rios. Las acciones culposas o dolosas de las autoridades relacionadas con la
distribución de la ayuda de emergencia serán objeto de investigación discipli-
naria y sancionadas de conformidad con la ley.

TÍTULO VII
DE LA ESTABILIZACIÓN SOCIOECONÓMICA

Artículo 25. De la estabilización socioeconómica. Se entiende por la
estabilización socioeconómica de la población desplazada por la violencia, la
situación mediante la cual la población sujeta a la condición de desplazado,
accede a programas que garanticen la satisfacción de sus necesidades básicas
en vivienda, salud, alimentación y educación a través de sus propios medios o
de los programas que para tal efecto desarrollen el Gobierno Nacional, y las
autoridades territoriales, en el ámbito de sus propias competencias y de acuerdo
con la disponibilidad presupuestal.

Artículo 26. Componentes de los programas de estabilización socioe-
conómica. Se entiende por componentes de los programas de estabilización
socioeconómica, la vivienda y la incorporación en la dinámica económica y
productiva y además en el ámbito rural, el acceso a la tierra para fines produc-
tivos.
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Los componentes vivienda y tierra serán suministrados a través de los
sistemas que para tales efectos desarrollen el Banco Agrario, el Inurbe y el
Incora, dentro de sus planes de atención a población desplazada, los cuales
podrán, subsidiariamente, ser apoyados por la Red de Solidaridad Social, y a
los cuales accederán en procura de satisfacer los derechos vulnerados en tal
materia, preferencialmente, las personas que al momento del desplazamien-
to, previa verificación de la Red de Solidaridad Social, contaban con derecho
de propiedad o posesión sobre un lote de terreno o una vivienda.

Parágrafo. Para efectos de la ejecución de proyectos productivos, el Esta-
do promoverá a través de la Red de Solidaridad Social, la participación de
organizaciones privadas nacionales e internacionales con experiencia en pro-
cesos de consolidación y estabilización socioeconómica de población despla-
zada.

La coordinación de las labores que desarrollen las organizaciones que par-
ticipen en la formulación y ejecución de tales proyectos productivos, estará
bajo la dirección de la Red de Solidaridad Social, quien podrá celebrar los
convenios que resulten necesarios.

Artículo 27. Montos de la ayuda en materia de estabilización socioeco-
nómica. El Consejo Directivo de la Red de Solidaridad Social a propuesta del
Director de esta entidad, definirá anualmente conforme a la asignación
presupuestal de las entidades miembros del Sistema Nacional de Atención
Integral a la Población Desplazada, a la naturaleza de las necesidades por
atender en la consolidación y estabilización socioeconómica de dicha pobla-
ción y en atención a los criterios de igualdad y solidaridad, los montos máxi-
mos expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes con los que
se atenderá cada grupo familiar en tal materia, y determinará los porcentajes
necesarios que se distribuirán en los siguientes conceptos: subsidio para tie-
rra; subsidio para vivienda; apoyo para seguridad alimentaria; incorporación a
la dinámica productiva. En estos conceptos se incluirán los costos relativos
a la capacitación, asistencia técnica integral y gestión para la comercialización.

Artículo 28. Del retorno. El Gobierno Nacional apoyará a la población
desplazada que voluntariamente desee retornar a sus lugares de origen, desa-
rrollando los componentes de la consolidación y estabilización socioeconómica.
Previo al proceso de retorno deberá realizarse una evaluación sobre las condi-
ciones de orden público existentes en las regiones o localidades hacia las
cuales se pretenda retornar, y cuyo resultado se hará conocer a quien desea
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retornar. Si a pesar de una evaluación negativa sobre las condiciones de retor-
no, los desplazados insisten en su interés de retornar, el Gobierno Nacional a
través de la Red de Solidaridad Social, levantará un acta en la cual se eviden-
cien las condiciones del lugar de destino, que los interesados en el retorno
conocen de las mismas, que no obstante subsiste la voluntad inequívoca de
retornar y que asumen la responsabilidad que tal decisión conlleve.

Parágrafo. Los procesos de retorno podrán ser acompañados por organi-
zaciones humanitarias de carácter nacional e internacional que ayuden a eva-
luar y verificar las condiciones en que se producirá el retorno, y formulen
recomendaciones sobre las acciones o procesos requeridos para mejorar di-
chas condiciones y hacer posible el retorno.

TÍTULO VIII
DE LOS COMITÉS MUNICIPALES, DISTRITALES Y

DEPARTAMENTALES PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL A LA
POBLACIÓN DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA

Artículo 29. Creación de los comités. Los alcaldes municipales, distritales
y los gobernadores, crearán los Comités para la Atención Integral a la Pobla-
ción Desplazada por la Violencia, en los términos y para los fines previstos en
el artículo 7° de la Ley 387 de 1997 y el presente decreto.

Artículo 30. Convocatoria de los comités. Los Comités municipales,
distritales y departamentales para la Atención Integral a la Población Despla-
zada por la Violencia, deberán ser convocados en los siguientes eventos:

1. Cuando exista amenaza inminente de desplazamiento.
2. Cuando exista desplazamiento dentro de la misma entidad territorial o

hacia una distinta.
3. Cuando se produzcan desplazamientos masivos, entendido como tal, el

desplazamiento conjunto de diez (10) o más familias o de cincuenta (50) o
más personas.

4. Cuando se produzca en una entidad territorial la recepción de pobla-
ción desplazada.
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En los eventos anteriores la primera autoridad civil del lugar deberá con-
vocar al Comité Municipal, Distrital o Departamental de la zona en forma
inmediata, en un lapso no superior a las cuarenta y ocho (48)[horas] siguien-
tes a la ocurrencia de los hechos que dan lugar a la convocatoria, comunican-
do tal decisión a la Red de Solidaridad Social, con el fin de adoptar las medidas
a que hubiere lugar en materia de prevención, emergencia, asentamiento tem-
poral, protección de población vulnerada e inicio de trámites para la inclu-
sión en el Registro Unico de Población Desplazada. El incumplimiento de
esta obligación legal será objeto de investigación disciplinaria.

Cuando no haya sido posible reunir el Comité correspondiente y hayan
transcurrido más de cuarenta y ocho (48) horas, los delegados de la Red de
Solidaridad Social podrán convocar la reunión del Comité y actuar válida-
mente con tres de sus miembros. Igualmente, darán noticia ante la autoridad
competente sobre los motivos por los cuales no se reunió el Comité, a fin de
que se adelanten las investigaciones disciplinarias a que hubiere lugar.

Artículo 31. Funciones de los comités municipales, distritales y de-
partamentales para la prevención del desplazamiento forzado y la aten-
ción integral a la población desplazada por la violencia. En ejecución de
las acciones jurídicas y asistenciales que les atribuye la Ley 387/97, los comi-
tés municipales, distritales y departamentales para la Prevención del Despla-
zamiento Forzado y la Atención Integral de la Población Desplazada por la
Violencia, desarrollarán funciones en prevención del desplazamiento forzado
y en atención integral de la población desplazada.

Artículo 32. Funciones de los Comités en Prevención del Desplaza-
miento Forzado. Son funciones preventivas de los Comités en materia de
desplazamiento forzado, entre otras, las siguientes:

1. Recopilar información y evaluar constantemente los hechos que cons-
tituyan o puedan llegar a constituir situaciones generadoras de desplazamiento.

2. Estimular la constitución de grupos de trabajo para la prevención y
anticipación de los riesgos que puedan generar el desplazamiento.

3. Promover e impulsar sistemas de alerta temprana, en coordinación con
instituciones gubernamentales y no gubernamentales.

4. Adelantar las acciones jurídicas que permitan minimizar o erradicar las
situaciones de desplazamiento.
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5. Velar porque se brinde la protección militar y policiva necesaria en las
zonas o a las poblaciones amenazadas de hechos violentos generadores de
desplazamiento.

6. Solicitar el concurso de las autoridades nacionales, departamentales y
locales competentes, para la atención oportuna y prevención o atención a
situaciones susceptibles de generar un desplazamiento.

7. Contribuir al fortalecimiento del desarrollo integral y sostenible de las
zonas expulsoras y receptoras de población desplazada, a partir de la puesta
en marcha de los programas de desarrollo social adelantados por el Estado, o
la participación en los mismos.

Artículo 33. Funciones de los Comités en Atención Integral de la Po-
blación Desplazada. Son funciones de los Comités en atención integral de la
población desplazada, entre otras, las siguientes:

1. Recolectar, en los desplazamientos masivos, la información de la pobla-
ción desplazada e iniciar los trámites para su inscripción en el Registro Único
de Población Desplazada.

2. Coordinar y adoptar medidas de ayuda humanitaria de emergencia, ten-
dientes a aliviar las necesidades más urgentes de la población desplazada.

3. Velar por la idónea conducta de los funcionarios públicos o de toda
organización o persona que participe en el manejo de la ayuda humanitaria.

4. Preparar el plan de contingencia en el que se incluyan las partidas
presupuestales necesarias para la prevención, atención integral y protección
de la población desplazada por la violencia. Dicho plan de contingencia debe
ser revisado cada seis (6) meses, salvo que las circunstancias impongan una
revisión anterior.

5. Preparar los informes sobre las acciones que se han emprendido y su
resultado; los recursos disponibles y los solicitados a las autoridades locales,
regionales y nacionales; las necesidades de formación y capacitación del per-
sonal necesario para brindar asistencia y protección a los que se encuentran
en la condición de desplazados.

6. Coordinar y llevar a cabo procesos de retorno voluntario o reubicación
en condiciones dignas y seguras.

7. Diseñar y poner en marcha programas y proyectos encaminados hacia
la atención integral de la población desplazada por la violencia, conducentes
al logro de la estabilización socioeconómica de esta población.
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8. Evaluar cada seis (6) meses las condiciones de estabilización y consoli-
dación socioeconómicas de los desplazados que hayan retornado a sus luga-
res de origen o que hayan sido reubicados. Con base en esta información la
Red de Solidaridad Social, revisará en cada caso la cesación de condición de
desplazado, en los términos del presente decreto.

9. Velar porque las autoridades, en especial las militares y policivas, brin-
den a la población desplazada la protección requerida durante todas las eta-
pas del desplazamiento, y en los procesos de asentamiento temporal, retorno
voluntario o reubicación.

Artículo 34. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de
su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, especialmente
el inciso segundo del artículo 1° del Decreto 290 del 17 de febrero de 1999.

DECRETO 951 DE 2001*

(Mayo 24)

Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387
de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda

para la población desplazada.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades
constitucionales y legales, en especial de las conferidas en el numeral 11 del
artículo 189 de la Constitución Política y en desarrollo de lo previsto en las
Leyes 3ª de 1991, 387 de 1997 y 489 de 1998,

CONSIDERANDO:

Que la Ley 387 de 1997 establece que el Gobierno Nacional promoverá
acciones y medidas, de mediano y largo plazo, con el propósito de generar
condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplaza-

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.450, del 9 de junio de 2001.
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da, en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras zonas
rurales o urbanas, para lo cual tales medidas deberán permitir el acceso de
esta población a la oferta social del gobierno, entre las cuales se incluye la
atención social en vivienda urbana y rural;

Que los documentos de las Naciones Unidas para la Gestión de Progra-
mas de Restablecimiento de la Población Desplazada describe el restableci-
miento como un proceso que se inicia con la atención humanitaria y se termina
cuando se han generado condiciones que permiten al desplazado contar con
alternativas viables para la reconstrucción de sus sistemas sociales o econó-
micos y donde le sea posible acceder a oportunidades de bienestar, superio-
res a las que tenía en el momento del desplazamiento, para lo cual una solución
temporal o permanente de vivienda resulta un factor preponderante;

Que la Ley 3ª de 1991 establece que podrán ser beneficiarios del Subsi-
dio Familiar de Vivienda los hogares de quienes se postulen para recibir el
subsidio, por carecer de recursos suficientes para obtener una vivienda, para
mejorarla o habilitar legalmente los títulos de la misma;

Que el marco legal, el principio constitucional de solidaridad y las cir-
cunstancias especiales que rodean a la población desplazada exigen una re-
glamentación especial para el otorgamiento del subsidio de vivienda para dicha
población, dentro del marco de la Ley 3ª de 1991 y sin perjuicio de las nor-
mas existentes para el otorgamiento de subsidio de vivienda en general,

DECRETA:

Artículo 1o. Del subsidio familiar de vivienda para población despla-
zada. Tal como lo establece el artículo 6∞ de la Ley 3ª de 1991, el Subsidio
Familiar de Vivienda es un aporte estatal en dinero o especie, otorgado por
una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitarle una solución de vivien-
da de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla
con las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la
modifiquen o adicionen.

La población desplazada tendrá acceso al subsidio familiar de vivienda en
las condiciones que se establecen en el presente decreto.

Artículo 2o. Otorgantes del subsidio. Serán otorgantes del subsidio de
vivienda de que trata este decreto, el Inurbe en las áreas urbanas y el Banco
Agrario en las áreas rurales.
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Artículo 3o. Postulantes. Serán potenciales beneficiarios del subsidio de
que trata el presente decreto, los hogares que cumplan las siguientes condi-
ciones:

1. Estar conformados por personas que sean desplazadas en los términos
del artículo 1o de la Ley 387 de 1997 y cumplan con los requisitos previstos
en el artículo 32 de la misma ley.

2. Estar debidamente registradas en el Registro Único de Población Des-
plazada a que se refiere el artículo 4∞ del Decreto 2569 de 2000.

Artículo 4o. Asignación del subsidio familiar de vivienda para población
desplazada. La asignación del subsidio familiar de vivienda para población
desplazada, se realizará exclusivamente a través de programas que desarrollen
los siguientes componentes:

1. Retorno. Se facilitará y promoverá el retorno voluntario de las familias
al municipio de ocurrencia del desplazamiento inicial, siempre y cuando las
condiciones de orden público lo permitan, según el pronunciamiento del
Comité para la atención integral a la población desplazada del municipio o
distrito de origen. La Red de Solidaridad Social y los entes territoriales coor-
dinarán la ejecución de los programas de retorno.

Los programas dirigidos al retorno deberán tener en cuenta lo dispuesto
en el numeral 2.3 del Decreto 173 de 1998. Para efectos de lo dispuesto en el
artículo 28 del Decreto 2569 de 2000 el Comité Municipal o Distrital de
Atención Integral a la Población Desplazada, del municipio de origen del
desplazamiento, se pronunciará sobre la existencia o no de las condiciones de
orden público que permitan el retorno, con base en los informes de la zona
de expulsión, los procesos de retorno individuales o colectivos que se hayan
dado en la zona, previo concepto de la respectiva autoridad del Ministerio
Público del lugar. El pronunciamiento del Comité podrá ser recurrido por el
postulante ante el Comité Departamental de Atención Integral a la Población
Desplazada, el cual contará con treinta (30) días calendario para pronunciar-
se sobre la solicitud del interesado.

2. Reubicación. Mediante este componente se facilitará la reubicación de
los hogares desplazados en municipios distintos al de origen del desplaza-
miento, cuando no sea posible su retorno.
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Artículo 5o. Aplicación del subsidio familiar de vivienda. Para cada com-
ponente señalado en el artículo anterior, se promoverá un tipo de solución de
vivienda adecuada a la condición de desplazado, así:

1. Para el retorno se promoverá la aplicación del subsidio de que trata este
decreto en el siguiente orden de prioridades:

a) Mejoramiento de vivienda o construcción en sitio propio para hogares
propietarios;

b) Arrendamiento de vivienda urbana o rural para hogares no propieta-
rios;

c) Adquisición de vivienda nueva o usada (urbana o rural) para hogares
no propietarios.

2. Para la reubicación se promoverá la aplicación del subsidio de que trata
este decreto en el siguiente orden de prioridades:

a) Arrendamiento de vivienda urbana o rural para hogares propietarios y
no propietarios;

b) Mejoramiento de vivienda o construcción en sitio propio para hogares
propietarios;

c) Adquisición de vivienda nueva o usada rural (urbana o rural) para ho-
gares propietarios.

Artículo 6o. Plan de acción zonal para la población desplazada. Con el
objeto de cumplir los criterios y objetivos del Programa de Restablecimiento,
previsto en el Decreto 173 de 1998, se promoverá la formulación de un Plan
de Acción Zonal, PAZ, con la participación de la población afectada. A partir
de la concertación efectuada con la población desplazada, sobre el retorno o
la reubicación, el Plan de Acción Zonal definirá una estrategia para la aplica-
ción del Subsidio Familiar de Vivienda previsto en el presente decreto, previo
diagnóstico de las necesidades habitacionales de los desplazados, elaborado
por el respectivo comité municipal o distrital de Atención Integral a la Pobla-
ción Desplazada, en coordinación con la Red de Solidaridad Social.

Artículo 7o. Contenidos del plan de acción zonal. Los Planes de Acción
Zonal deberán estructurarse con base en los siguientes criterios:
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1.Vulnerabilidad poblacional. En este tema se evaluarán las característi-
cas de la población desplazada de acuerdo con las siguientes variables:

1.1 Número de hogares postulantes con jefatura femenina de familia.
1.2 Número de personas de los hogares postulantes.
1.3 Presencia de discapacitados, de personas de la tercera edad o de me-

nores de edad en los hogares     postulantes.
1.4 Hacinamiento actual de los hogares, considerado como un número

mayor de tres (3) personas por habitación.
1.5 Grado de escolaridad del jefe o jefes del hogar.

2. Impacto en el territorio actual. Se tendrá en cuenta la localización ac-
tual de los hogares desplazados en zonas de alto riesgo, las zonas de mayor
concentración de hogares desplazados y la existencia de programas locales de
atención.

3. Integralidad. Los planes de acción incluirán programas complementa-
rios de generación de ingresos, atención a la población vulnerable, mejora-
miento de la infraestructura física, que se adelanten por entidades del orden
internacional, nacional, departamental y local, públicas y privadas, dentro del
marco de la consolidación y estabilización socioeconómica.

4. Concurrencia. Los planes de acción incluirán, en lo posible, programas
y recursos internacionales, nacionales y locales, que procuren la financiación
de las soluciones habitacionales

Artículo 8o. Tipos de solución habitacional a los que se destina el
subsidio de vivienda. Para efectos de lo previsto en el presente decreto, las
soluciones de vivienda en las cuales se puede aplicar el subsidio de vivienda
en áreas urbanas deberán cumplir, en lo que no sea contrario a lo previsto en
el presente decreto, con lo señalado en los artículos 17, 18, 19, 20, 21, 69 y
70 del Decreto 2620 de 2000.

Las soluciones de vivienda en las cuales se puede aplicar el subsidio de
vivienda en áreas rurales deberán cumplir con lo establecido en los artículos
15, 17 y 19 del Decreto 1133 de 2000, en lo que no sea contrario a lo previsto
en el presente decreto.

El valor de las soluciones habitacionales en las áreas urbanas y rurales no
será superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Sólo podrán tener un precio hasta de setenta (70) salarios mínimos legales
mensuales vigentes en las áreas urbanas de las ciudades mayores a 500.000
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habitantes, su área metropolitana y el límite señalado en el parágrafo primero
del artículo 91 de la Ley 388 de 1997.

Artículo 9o. Subsidio a la vivienda usada. Para el caso de la población
desplazada, el subsidio de vivienda se podrá destinar a la adquisición de vi-
vienda usada, siempre y cuando dicha solución no se encuentre localizada en
zonas de riesgo, ni en áreas urbanas o rurales no legalizadas del respectivo
municipio y se acredite la titularidad del derecho de dominio en cabeza del
vendedor, mediante certificado de tradición y libertad en el que conste, ade-
más, que el bien se encuentra libre de cualquier gravamen o limitación a la
propiedad. En todo caso se debe observar el límite previsto en el inciso terce-
ro del artículo anterior.

Parágrafo. El certificado de tradición y libertad de que trata el presente
artículo, deberá tener una fecha de expedición no superior a tres (3) meses,
contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud.

Artículo 10. Subsidio al mejoramiento de vivienda. Se entiende por
soluciones de mejoramiento de vivienda la superación de una o varias de las
carencias básicas descritas en el artículo 21 del Decreto 2620 de 2000, ade-
más del deterioro general de la vivienda por abandono o por causa del conflic-
to armado, o tengan posesión inscrita por un período superior a 5 años,
liberando a la entidad otorgante de cualquier tipo de responsabilidad frente a
la demostración judicial de que el beneficiario no era propietario o poseedor.

En aquellos casos en que la totalidad de la vivienda se encuentre cons-
truida en materiales provisionales, se considerará objeto de un programa de
construcción en sitio propio.

El subsidio para mejoramiento sólo se podrá aplicar a la vivienda de los
hogares desplazados que habiten en zonas aptas para el desarrollo de la vi-
vienda y sean propietarios del terreno donde se encuentra ubicada.

Artículo 11. Subsidio al arrendamiento. Para el caso de la población
desplazada, el subsidio familiar de vivienda podrá otorgarse para el pago del
arrendamiento de un inmueble, dentro de las condiciones establecidas por
este decreto, en cuyo caso éste se pagará en instalamentos, durante un plazo
máximo de 24 meses.

Los cánones se pagarán semestralmente de manera anticipada, directa-
mente al propietario del inmueble, por parte de las entidades otorgantes del
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subsidio. El Ministerio de Desarrollo y la Red de Solidaridad Social implemen-
tarán mecanismos de control sobre la administración y ejecución de recursos
para arrendamiento.

Artículo 12. Condiciones especiales del subsidio de vivienda para arren-
damiento. Los beneficiarios del subsidio de vivienda para arrendamiento,
podrán acceder a la diferencia entre el subsidio de vivienda para arrenda-
miento y el valor del subsidio previsto para alguna de las opciones de solución
de vivienda previstas en el presente decreto, siempre y cuando reúnan los
requisitos establecidos para acceder a estos últimos. En caso de resultar una
porción no utilizada del subsidio de arrendamiento, ésta podrá destinarse al
acceso a la solución de vivienda.

Artículo 13. Subsidio para adquisición de materiales de construcción.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 5∞ de la Ley 3ª de 1991, se entrega-
rán materiales para la construcción de una vivienda, localizada en suelos ru-
rales arrendados con el fin principal de desarrollar proyectos productivos.

Artículo 14. Valor del subsidio. Para la población desplazada el valor del
subsidio de vivienda será el siguiente:

1. Construcción o compra de vivienda nueva o usada y construcción en
sitio propio: hasta veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes, en las zonas urbanas y hasta y dieciocho (18) salarios mínimos legales
mensuales vigentes, cuando se aplique a zonas rurales.

2. Mejoramiento de vivienda y adquisición de materiales para construc-
ción: En zonas rurales será entre 10 y 15 salarios mínimos legales mensuales
vigentes y, en zonas urbanas será hasta de 12.5 salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

3. Arrendamiento: hasta de 12,5 salarios mínimos mensuales vigentes.

Los recursos del subsidio de vivienda para población desplazada serán
entregados al oferente, vendedor o arrendador, una vez se demuestre el cum-
plimiento de las condiciones establecidas para el efecto por las entidades
otorgantes.

Artículo 15. Modalidades de postulación al subsidio. Para la población
desplazada, la postulación al subsidio de vivienda podrá ser individual o co-
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lectiva. Se denomina postulación individual aquella en la cual un hogar, en
forma independiente, solicita el subsidio para alguna de las soluciones de
vivienda previstas en el presente decreto. Se denomina postulación colectiva
aquella en la cual un grupo de hogares solicita el subsidio para su aplicación
a soluciones de vivienda que conforman un proyecto en el que participan los
postulantes.

Artículo 16. Distribución territorial de los subsidios de vivienda para
la población desplazada. La distribución territorial de los recursos para el
otorgamiento del subsidio, se realizará de acuerdo con los coeficientes de
distribución que establezca el Ministerio de Desarrollo en el área urbana y el
Ministerio de Agricultura en el área rural, atendiendo en todos los casos los
siguientes criterios:

1. Departamentos con mayor número de desplazados de acuerdo con el
Registro Único de Desplazamiento de la Red de Solidaridad Social.

2. Departamentos donde el desplazamiento tenga mayor impacto con re-
lación a su estado de pobreza, de acuerdo con el NBI departamental, calcula-
do a partir de las proyecciones demográficas del DANE para el año de
postulación.

3. Departamentos y municipios con mayor demanda de subsidios habita-
cionales para programas de retorno.

Una vez terminado el proceso de postulación, el Ministerio de Desarrollo
Económico, con base en la información entregada por las entidades corres-
pondientes, establecerá para el sector urbano los cupos departamentales de
recursos del subsidio de vivienda. De igual forma, el Ministerio de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural definirá los cupos departamentales para el sector rural.

Parágrafo. Para la distribución de los recursos se tendrán en cuenta sólo
los departamentos con postulaciones aceptadas.

Artículo 17. Criterios de calificación de las postulaciones y asigna-
ción de los subsidios de vivienda. La calificación para las postulaciones y
asignación del subsidio de vivienda, en el caso de la población desplazada, se
realizará de acuerdo con la ponderación de las siguientes variables:
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a) Hogares que apliquen el subsidio para el retorno a su lugar de origen o
su reubicación en la zona rural;

b) Hogares que apliquen a soluciones de arrendamiento;
c) Mayor número de miembros que conforman el hogar;
d) Hogares con jefatura femenina;
e) Hogares con miembros pertenecientes a grupos vulnerables de indíge-

nas y afrocolombianos;
f) Tiempo de desplazamiento;
g) Vinculación a un Plan de Acción Zonal.

Artículo 18. Fórmula para la calificación y asignación de los subsidios
de vivienda para población desplazada. La fórmula que se aplicará para la
calificación de las postulaciones y la asignación del subsidio es:

Puntaje: B1* (Cr) + B2* (GF) + B3* (E) + B4* (Mj) + B5* (Td) + B6*
(Vpaz)

donde:

Cr:    componente de la Política Habitacional y tipo de solución
GF:   número de miembros del hogar
E:      vulnerabilidad Etnica
Mj:    condición de mujer jefe de hogar
Td:    tiempo de desplazamiento
Vpaz: vinculación a un Plan de Acción Zonal
B:        constante

Los valores de las constantes son:

B1 = 40 B2 = 3
B3 = 5 B4 = 5
B5 = 2 B6 = 5

Para efectos de determinar el puntaje se debe tener en cuenta que:

1.  Los valores de los componentes de política habitacional y tipo de solu-
ción (Cr) son:
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Para el retorno:

* Mejoramiento de vivienda o construcción en sitio propio para hogares
propietarios = 1.25.

* Arrendamiento de vivienda urbana o rural para hogares no propietarios
= 1.25.

* Adquisición de vivienda nueva o usada (urbana o rural) para hogares
no propietarios = 0.75.

Para la reubicación:

* Arrendamiento de vivienda urbana o rural para hogares propietarios y
no propietarios = 1.25.

* Mejoramiento de vivienda o construcción en sitio propio para hogares
propietarios = 0.25.

* Adquisición de vivienda nueva o usada (urbana o rural) para hogares
propietarios = 0.25.

2. El grupo familiar mínimo es de una persona y el máximo grupo familiar
es de 5 personas; cuando existan más de 5 personas, se toma como valor del
grupo familiar el de 5 (GF).

3. La vulnerabilidad étnica identifica a los hogares pertenecientes a co-
munidades étnicas vulnerables: indígenas y negritudes. Su valor es 1, cuando
el hogar hace parte de ellas; en cualquier otra situación el valor es cero (E).

4. El valor de mujer cabeza de hogar es 1. Cualquier otra situación tiene
un valor de cero (Mj).

5. Tiempo de desplazamiento (Td): se tiene en cuenta el tiempo transcu-
rrido entre la fecha de expulsión reportada en el Sistema Único de Registro y
la fecha de postulación. De acuerdo con el número de días transcurridos, la
calificación será la siguiente:

* Entre 91 y 180 días el valor de la variable es 8.5.
* Entre 181 y 360 días el valor de la variable es 7.5.
* Entre 361 y 540 días el valor de la variable es 6.5.
* Entre 541 y 720 días el valor de la variable es 5.5.
* Entre 721 y 900 días el valor de la variable es 6.
* Entre 901 y 1.080 días el valor de la variable es 7.
* Entre 1.081 y 1.260 días el valor de la variable es 8.
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* Entre 1.261 y 1.440 días el valor de la variable es 9.
* Más de 1.441 días el valor de la variable es de 10.
* Cuando el hogar postulante está vinculado en algún Plan de Acción Zonal,

el valor será 1, cualquier otra situación tiene un valor de cero (VPaz).

Artículo 19. Puntaje promedio en las postulaciones colectivas. De
acuerdo con el artículo 51 del Decreto 2620 de 2000, en el caso de las
postulaciones colectivas, el puntaje de cada uno de sus miembros será el
promedio del grupo, obtenido mediante la suma de los puntos de cada uno de
los integrantes postulantes dividida por el número de postulantes miembros
del grupo.

Artículo 20. Requisitos que deben presentar las entidades oferentes
de programas de vivienda para desplazados, en postulación colectiva. De
acuerdo con el artículo 26 del Decreto 2620 de 2000, los oferentes que de-
seen participar en la presentación de programas de vivienda para desplazados
en proyectos de adquisición de vivienda nueva, mejoramiento de vivienda y
construcción en sitio propio, que se realicen con base en la presente política,
deberán acreditar ante el Inurbe, para el caso del sector urbano y ante el
Banco Agrario de Colombia S. A., para el sector rural, los siguientes requisitos:

a) Estar legalmente constituida e inscrita en la Cámara de Comercio res-
pectiva;

b) Estar inscrita en el Registro Unico de Proponentes;
c) Demostrar una capacidad financiera de contratación, igual o mayor al

valor total del proyecto presentado para declaratoria de elegibilidad;
d) Demostrar una experiencia mínima de dos (2) años en gestión y pro-

moción de vivienda;
e) Estar sometida a auditoría externa.

Parágrafo 1o. La experiencia mínima, exigida a la entidad, se podrá suplir
con la demostración de 10 años de experiencia específica en gestión y promo-
ción de vivienda, por parte del representante legal de la entidad oferente.

Parágrafo 2o. Cuando las Organizaciones Populares de Vivienda no cum-
plan con los requisitos establecidos en los literales c) y d), éstos se podrán
suplir con un aval de un organismo de segundo grado –Federación de Vivien-
da– legalmente reconocida, la contratación de una entidad privada o la cons-
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titución de una unión temporal que cumpla, además, con los requisitos exigi-
dos de capacidad de contratación y de tiempo de experiencia. La organiza-
ción de segundo grado, la entidad contratada o la unión temporal, responderán
solidariamente en todos los aspectos, ante la entidad otorgante del subsidio,
por la postulación realizada por las Organizaciones Populares de Vivienda.

En tal caso, el valor del proyecto afectará la capacidad financiera residual
de contratación de la organización de segundo grado, la entidad contratada o
la unión temporal.

Parágrafo 3o. Las entidades territoriales o las unidades administrativas,
dependencias, entidades, entes u oficinas que cumplan con las funciones de
implantar las políticas de vivienda de interés social en el municipio o distrito,
participarán, por derecho propio, como oferentes en programas de vivienda
para desplazados con postulación colectiva.

Artículo 21. Financiación del subsidio de vivienda. La financiación de
la política de vivienda para la población desplazada se atenderá con cargo a
los recursos que se asignen, para tal propósito, por parte del Gobierno Na-
cional.

Artículo 22. Esquema de operación institucional. El esquema de ope-
ración se ajustará al Plan Nacional para la Atención Integral a la Población
Desplazada por la Violencia, concentrando la coordinación de la ejecución en
la Red de Solidaridad Social, tal como se definió en el Decreto 489 de 1999,
con un esquema flexible de ejecución en el ámbito regional y local, que
involucre a las entidades territoriales en acciones de su responsabilidad y
permita la participación de las entidades públicas, el sector privado, agencias
internacionales, ONG y organizaciones de población desplazada en la ejecu-
ción de cada una de las acciones.

La operación en el territorio tendrá como escenario de trabajo el Comité
Municipal o Distrital de Atención Integral a los Desplazados. No obstante,
las entidades que los conforman tendrán a su cargo la incorporación del tema
al interior de sus políticas sectoriales y en los foros en que ellas se desarro-
llen, tales como: POT, Plan de Desarrollo Municipal, Comité de Planeación
Territorial Departamental, Planes de Vivienda Social de los Fondos de Vivien-
da Municipales y del Banco Agrario, promoviendo para ello los talleres de
concertación que sean necesarios.
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Artículo 23. Comisión Intersectorial para el Seguimiento de la Políti-
ca de Vivienda Urbana para Población Desplazada. Créase la Comisión
Intersectorial para el seguimiento e implantación de la política de vivienda
urbana para la atención a la población desplazada, con el objeto de evaluar la
ejecución y el impacto de ésta y recomendar los ajustes necesarios, para lo-
grar los objetivos establecidos en la política nacional de atención integral a la
población desplazada y en el presente decreto. La Comisión Intersectorial
estará integrada así:

El Ministro del Interior o su delegado, quien lo presidirá.
El Ministro de Desarrollo Económico o su delegado.
El gerente de la Red de Solidaridad Social o su delegado.
El gerente general del Inurbe o su delegado.
El gerente del Banco Agrario o su delegado.

La Secretaría Técnica del Comité Intersectorial será realizada por la Red
de Solidaridad Social.

Cada uno de los integrantes del comité, en relación con su respectivo
sector, responderá por la realización de las acciones necesarias para evaluar la
ejecución y el impacto de la política de vivienda urbana para la atención a la
población desplazada, recomendará los ajustes necesarios y presentará a la
comisión un informe trimestral sobre el tema.

Artículo 24. Responsabilidades de las entidades nacionales con res-
pecto a la política de vivienda para desplazados. Corresponde a las entida-
des nacionales, en su respectivo ámbito de competencia y de acuerdo con los
objetivos establecidos en el Plan Nacional de Atención Integral a la Pobla-
ción Desplazada por la Violencia, articular la acción gubernamental en vi-
vienda para la población desplazada, en el marco de los principios y objetivos
definidos por la Ley 387 de 1997.

1. La Red de Solidaridad Social coordinará las acciones emprendidas y
tendrá las siguientes responsabilidades, además de las previstas en el artículo
1o del Decreto 2569 de 2000:

1.1 Elaborar el diagnóstico de la situación de la población desplazada en
los municipios donde se presente el fenómeno.

1.2 Promover la elaboración del Plan de Acción Zonal por parte de los
Comités de Atención Integral a la Población Desplazada.
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1.3 Elaborar las propuestas de estabilización socioeconómica en la pers-
pectiva del retorno o la reubicación, de acuerdo con la situación ob-
jetiva de las familias desplazadas.

1.4 En coordinación con el Ministerio de Desarrollo Económico, realizar
el seguimiento y la evaluación de impacto en los procesos de estabi-
lización socioeconómica, generado por la aplicación de los planes y
programas adelantados por la política de vivienda establecida en el
presente decreto.

1.5 Hacer seguimiento y evaluación de impacto respecto de la imple-
mentación y puesta en marcha del mismo.

2. Al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana,
Inurbe, le corresponde promover y evaluar los programas especiales de vi-
vienda para atender las necesidades de la población desplazada, para lo cual
deberá:

2.1 Prestar asistencia técnica a las entidades y autoridades del nivel te-
rritorial en la formulación de sus Planes de Acción Zonal.

2.2 Sensibilizar a las administraciones locales en la problemática habita-
cional de los desplazados y fomentar la coordinación y concurrencia
de los diferentes actores en la solución del problema.

2.3 Efectuar la asistencia técnica a entidades territoriales, organizacio-
nes no gubernamentales y organizaciones de vivienda popular, en el
diseño y ejecución de los proyectos habitacionales dirigidos a la po-
blación desplazada.

2.4 Prestar asistencia técnica a las entidades territoriales, a los ejecutores
de los programas y a la población desplazada, en el proceso de
postulación al subsidio familiar de vivienda para dicha población.

2.5 Asignar los subsidios de vivienda urbana para la población desplaza-
da de acuerdo con el presente decreto.

2.6 Establecer las garantías necesarias para el giro pronto y oportuno de
los recursos del subsidio establecido en el presente decreto.

2.7 Realizar el seguimiento, evaluación y control a los planes, programas
y proyectos de vivienda para población desplazada por la violencia.

2.8 Acopiar y enviar la información sobre los proyectos de vivienda para
la población desplazada, de acuerdo con los requerimientos y la pe-
riodicidad establecida por la Red de Solidaridad Social.
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3. El Banco Agrario de Colombia, en la órbita de sus funciones respecto a
la vivienda rural, cumplirá las funciones establecidas en el numeral anterior.

4. El Ministerio de Desarrollo Económico diseñará y adoptará las medi-
das que garanticen a la población desplazada su acceso a planes, programas y
proyectos integrales de desarrollo urbano. Para ello deberá:

4.1  En coordinación con el Departamento Nacional de Planeación y la
Red de Solidaridad Social, establecer los lineamientos de política de
vivienda aplicables a la población desplazada.

4.2  En coordinación con el Departamento Nacional de Planeación y la
Red de Solidaridad Social, identificar y establecer las líneas de recur-
sos y proyectar y gestionar las necesidades de éstos en cada vigencia
fiscal, para atender los requerimientos de vivienda de la población
desplazada, de acuerdo con los Planes de Acción Zonal.

4.3 Establecer los cupos indicativos de recursos que permita la distribu-
ción territorial de los subsidios de vivienda para población desplaza-
da, de acuerdo con los criterios definidos en el artículo 15 del presente
decreto y a través de la siguiente fórmula:

Cd
i
: cupo departamental

Ddi
t
: número de hogares registrados en el Registro Único de Despla-

zamiento de la Red de Solidaridad Social en el departamento i en el periodo t
(t = período comprendido entre la fecha de iniciación del Registro Unico de
Desplazamiento y la fecha de postulación).

NBIdi: población del departamento i con Necesidades Básicas Insatisfe-
chas, calculado con la proyección demográfica del DANE para el año de
postulación.

Rdi: número de postulantes para procesos de retorno en el departamento i.
B1, B2 y B3: constantes,
donde:
B1: 1/3; B2 : 1/3; B3: 1/3

Artículo 25. Participación de los entes territoriales en la política habi-
tacional para población desplazada. En aplicación del principio de concu-
rrencia en la acción, de los diferentes niveles del Estado, los departamentos,
municipios o distritos, contribuirán con recursos económicos, físicos o
logísticos, para ejecutar la política habitacional para población desplazada.
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Los programas de vivienda para población desplazada solo serán presenta-
dos por los municipios, distritos o departamentos o por una organización no
gubernamental o una organización popular de vivienda que tenga el aval del
respectivo municipio o distrito. La ejecución de los proyectos se realizará
preferiblemente a través de organizaciones no gubernamentales u organiza-
ciones populares de vivienda.

En desarrollo de lo anterior, las entidades territoriales tendrán las siguien-
tes responsabilidades:

1. Formular, en coordinación con la Red de Solidaridad Social, el Plan de
Acción Zonal para su adopción por parte del Comité Municipal,
Distrital o Departamental de Atención Integral a la Población Despla-
zada.

2. Formular y adoptar los planes de vivienda para la población desplaza-
da, en los términos dispuestos en el presente decreto y de conformi-
dad con los planes de vivienda de la respectiva entidad territorial.

3. Establecer los mecanismos de coordinación para que las entidades
nacionales puedan entregar la asistencia técnica a la población despla-
zada, para superar los problemas habitacionales.

4. Identificar y apropiar los recursos necesarios para concurrir con las
entidades nacionales en la solución de los problemas habitacionales
de la población desplazada de acuerdo con la ley.

5. Informar, con la periodicidad establecida al Inurbe y a la Red de Soli-
daridad Social, de las demandas de la población y las acciones realiza-
das en materia de vivienda para la atención de la población desplazada.

Artículo 26. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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DECRETO 2007 DE 2001*

(Septiembre 24)

Por el cual se reglamentan parcialmente los artículos 7°, 17 y 19 de la
Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la población
rural desplazada por la violencia, en el marco del retorno voluntario

a su lugar de origen o de su reasentamiento en otro lugar y se
adoptan medidas tendientes a prevenir esta situación.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades
conferidas por el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política,

DECRETA:

Artículo 1°. Declaratoria de la inminencia de riesgo de desplazamien-
to o de desplazamiento forzado en una zona y limitaciones a la enajena-
ción o transferencia a cualquier título de bienes rurales. Con el objeto de
proteger la población de actos arbitrarios contra su vida, integridad y bienes
patrimoniales, por circunstancias que puedan originar o hayan originado un
desplazamiento forzado; el Comité Municipal, Distrital o Departamental de
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, declarará me-
diante acto motivado, la inminencia de riesgo de desplazamiento o de su ocu-
rrencia por causa de la violencia, en una zona determinada del territorio de su
jurisdicción, procediendo a:

1. Identificar a los propietarios, poseedores, tenedores y ocupantes, ubicados
dentro de la respectiva zona de desplazamiento, estableciendo en lo posible, el
período de vinculación de cada uno de ellos con el respectivo inmueble.

Para el efecto, los respectivos alcaldes municipales, procuradores judicia-
les agrarios, jefes seccionales del IGAC, registradores de instrumentos públi-
cos y gerentes regionales del Incora, con base en los registros existentes en las
Umatas, en las Oficinas de Catastro y de Registro de Instrumentos Públicos,
en el Incora o en otras entidades, presentarán al Comité en un término no
mayor a 8 días calendario, contados a partir de la declaratoria de inminencia

* Publicado en el Diario Oficial No. 44.564, del 27 de septiembre de 2001.
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de riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, un informe sobre
los predios rurales existentes en la fecha de declaratoria de inminencia de
riesgo o de ocurrencia de los primeros hechos que originaron el desplaza-
miento, precisando la titularidad de los derechos constituidos y las caracte-
rísticas básicas del inmueble. Este informe, una vez avalado por el Comité,
constituye prueba suficiente para acreditar la calidad de poseedor, tenedor u
ocupante de las personas desplazadas.

Sin perjuicio de lo anterior, antes de la declaratoria de inminencia de ries-
go de desplazamiento o de desplazamiento forzado la Red de Solidaridad So-
cial podrá solicitar a los Alcaldes Municipales y Distritales de las zonas o
regiones rurales que considere convenientes, que le presenten un informe,
con copia al Incora y a los Procuradores Agrarios respectivos, sobre las formas
de tenencia de la tierra y características básicas de los predios rurales exis-
tentes.

2. Informar a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspon-
diente, sobre la declaratoria de zona de riesgo inminente de desplazamiento o
de desplazamiento forzado, señalando a los propietarios o poseedores de pre-
dios rurales que pudieren resultar afectados por tales situaciones, y solicitán-
dole abstenerse de inscribir actos de enajenación o transferencia a cualquier
título de los bienes rurales referidos, mientras permanezca vigente esta decla-
ratoria, salvo que se acredite el cumplimiento previo de los requisitos espe-
ciales que se establecen en el artículo 4° del presente decreto.

3. Solicitar al Incora, abstenerse de adelantar procedimientos de titula-
ción de baldíos en la zona de riesgo inminente de desplazamiento o de despla-
zamiento forzado, a solicitud de personas distintas de aquellas que figuran
como ocupantes en el informe avalado por el Comité a que se refiere el nu-
meral 1 del presente artículo.

Parágrafo 1°. Una vez el Comité establezca que cesaron los hechos que
originaron la declaratoria de zona de inminencia de riesgo de desplazamiento
o de desplazamiento forzado, lo cual consignará en acta, oficiará a la Oficina
de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente y al Incora, levantan-
do el impedimento a la libre enajenación, transferencia o titulación de bienes
rurales.

Parágrafo 2°. La Superintendencia de Notariado y Registro vigilará que
los registradores de Instrumentos Públicos, exijan el cumplimiento de los
requisitos señalados en el artículo 4° del presente decreto, en forma previa a
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la inscripción de enajenaciones o trasferencia de bienes rurales, en zonas de
inminencia de riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado. Las
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos informarán a la Red de Soli-
daridad Social, cada seis meses, de lo ocurrido en el período correspondiente.

Parágrafo 3°. El Comité incluirá en el Plan de Acción Zonal, PAZ, estra-
tegias para la aplicación integral de los diferentes programas que contribuyan
a la estabilización y consolidación económica de los beneficiarios de reforma
agraria. Para el efecto, elaborará previamente, un diagnóstico en coordina-
ción con la Red de Solidaridad Social, con la participación de la población en
riesgo de desplazamiento o efectivamente desplazada.

Artículo 2°. Participación en los Comités para la Atención de la Po-
blación Desplazada. Los Comités Departamentales, Distritales o Municipa-
les para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia,
convocarán al Incora, a los Procuradores Judiciales Agrarios y a los Registra-
dores de Instrumentos Públicos, a participar en las reuniones, en que se tra-
ten asuntos relacionados o que incidan en los programas y procedimientos de
su competencia.

Artículo 3°. Procedimientos y programas especiales para la eficaz aten-
ción de los riesgos de desplazamiento. En desarrollo de lo dispuesto en el
artículo 19 de la Ley 387 de 1997, el Incora iniciará los programas y procedi-
mientos especiales de enajenación, adjudicación y titulación de tierras, en las
zonas de eventual expulsión, dentro de los 30 días siguientes a la fecha, en
que los Comités le comuniquen el acto que declaró la inminencia de riesgo
de desplazamiento o de desplazamiento forzado, en determinada región, como
estrategia de prevención. Para tal efecto, tomará en cuenta el informe sobre
propietarios, poseedores, tenedores y ocupantes debidamente avalado por el
respectivo Comité de Atención a la Población Desplazada.

Artículo 4°. Requisitos especiales para la enajenación de bienes rura-
les. Los propietarios de los inmuebles ubicados dentro de las zonas rurales
declaradas como de riesgo inminente de desplazamiento o de desplazamiento
forzado por la violencia, que deseen transferir el derecho de dominio sobre
los mismos, antes de que cesen los efectos de esta medida, deberán obtener
del Comité Municipal, Distrital o Departamental de Atención Integral a la
Población Desplazada por la Violencia, autorización para enajenar el inmue-
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ble; o podrán transferirlo al Incora, en aplicación de lo señalado en el inciso
cuarto del numeral 1 del artículo 19 de la Ley 387 de 1997, evento en el cual,
no se requiere de la autorización del Comité.

El Registrador de Instrumentos Públicos sólo podrá inscribir el acto de
enajenación o transferencia, cuando se le presente la autorización del Comi-
té, la cual deberá incorporarse al contrato o acto de transferencia del derecho
sobre el predio, o cuando la transferencia se haga a favor del Incora.

Artículo 5°. Estabilización socioeconómica de carácter transitorio. Para
garantizar la atención oportuna de la población desplazada que manifieste
interés en continuar desarrollando labores agropecuarias, se adoptarán los
siguientes programas:

1. Predios de paso. El Incora destinará predios aptos, especialmente en
municipios receptores de población desplazada por causa de la violencia, para
su explotación provisional por grupos de hogares de desplazados. Estos tenedo-
res se obligan a desarrollar actividades productivas de corto y mediano plazo
que les generen recursos para su subsistencia, mientras evalúan las posibili-
dades de retorno a su lugar de origen o de reasentamiento definitivo en otro
lugar. En estos predios se adelantarán programas de seguridad alimentaria o
de generación de ingresos, organización y convivencia social, los cuales serán
desarrollados por las entidades que conforman el Sistema Nacional de Aten-
ción a la Población Desplazada, en especial, Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural, DRI, Banco Agrario y otros.

2. Asentamientos temporales en predios a los que se les agua [sic] decla-
rado extinción del derecho de dominio o se encuentren asignados provi-
sionalmente al Incora. Podrán entregarse provisionalmente a la población
desplazada por la violencia, los predios recibidos por el Incora en forma defi-
nitiva o con carácter provisional, como consecuencia de los procesos de ex-
tinción del dominio de que trata la Ley 333 de 1996.

Parágrafo. Los anteriores programas se ofrecerán a los desplazados, en
forma complementaria a la ayuda humanitaria, con el objeto de garantizar
una solución continua hasta la etapa de retorno o reubicación, en consecuen-
cia solamente se aplicarán en forma transitoria y por un término máximo de
tres años. En estos predios los desplazados sólo podrán efectuar explotacio-
nes agropecuarias transitorias.



[  Decreto 2007 de 2001 ]

[ 157 ]

Artículo 6°. Consolidación y estabilización socioeconómica. Cuando
los desplazados opten por la reubicación rural, el Incora recibirá los inmuebles
abandonados por causa de la violencia, aplicando su valor al pago total o par-
cial de la Unidad Agrícola Familiar, UAF (artículo 38 Ley 160 de 1994) que
se le adjudique, en las siguientes condiciones:

1. Cuando el predio abandonado constituya una Unidad Agrícola Fami-
liar, el Incora lo recibirá y le entregará otra Unidad Agrícola Familiar, ubicada
en zona que ofrezca condiciones para la reubicación del desplazado.

2. Si el desplazado posee más de una Unidad Agrícola Familiar, el Incora
entregará una UAF a título de permuta y sobre el excedente podrá adelantar
o no el proceso de adquisición de tierras, con base en los procedimientos y
criterios establecidos en la Ley 160 de 1994 y su normatividad.

3. Si el desplazado posee menos de una Unidad Agrícola Familiar, el Incora
le recibirá el terreno y a cambio le adjudicará una Unidad Agrícola Familiar.

El valor del terreno que transfiere el desplazado, de conformidad con el
numeral anterior, se abonará al pago de la UAF que se le adjudica y si fuese
inferior al 70% de su precio, se le otorgará el subsidio para la compra de
tierras, en porcentaje equivalente al que le faltare para completar este monto,
en las condiciones previstas en la Ley 160 de 1994.

La parte del precio de adjudicación de la UAF que no sea cubierto con el
valor del terreno recibido por el Incora y el subsidio de tierras que se otorga,
lo cancelará el adjudicatario en la forma prevista en el artículo 18 del Decreto
182 de 1998.

Parágrafo 1°. Aquellos desplazados que no sean propietarios ni poseedo-
res de tierras, accederán a los programas de estabilización socioeconómica de
carácter transitorio que se establecen en este decreto y a los programas esta-
blecidos en la Ley 160 de 1994.

Parágrafo 2°. El Incora destinará los predios menores a una Unidad Agrí-
cola Familiar, que haya recibido de los desplazados, para adjudicarlos a perso-
nas de la tercera edad o a madres cabeza de familia, con el propósito de
conformar Unidades Agrícolas Familiares Especiales o Casas Parcela, las cuales
se destinarán a la construcción de vivienda y explotaciones de pancoger, con
la participación del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural quien asigna
los recursos a través del Banco Agrario.



[  D e s p l a z a d o s  ]

[ 158 ]

Artículo 7°. Acumulación de tiempo para titulación de baldíos. En el
evento de retorno de un desplazado a un terreno baldío ubicado en zona de
desplazamiento, se acumulará automáticamente el tiempo de desplazamien-
to, debidamente reconocido por la autoridad competente, con el tiempo real
de ocupación y explotación del terreno.

Parágrafo. Cuando el desplazado no pueda retornar a un terreno baldío
ubicado en zona declarada como de riesgo inminente de desplazamiento o de
desplazamiento forzado y acredite el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos para su titulación, tendrá prelación en los programas de dotación de
tierras que adelante el Incora en beneficio de la población desplazada por
causa de la violencia.

Artículo 8°. Adquisición y adjudicación de tierras. La adquisición de
predios por el Incora en las distintas situaciones de que trata el presente
decreto, se realizará con base en el resultado de la formulación de un proyec-
to productivo concertado y elaborado por el Incora, SENA, Umatas y demás
organizaciones gubernamentales o no gubernamentales, conjuntamente con
los aspirantes, en concordancia con los Planes de Acción Zonal, PAZ, (defini-
dos en el artículo 6° Decreto 951 de mayo 24 de 2001).

Los aspirantes al subsidio de tierras, deben conocer en forma previa a la
adquisición los predios ofertados con posibilidades de compra. Éstos se adju-
dicarán preferiblemente a la Empresa Comunitaria u otras formas asociativas,
debidamente reconocidas, que conforme el grupo de desplazados, quienes
colaborarán con la actividad del Estado en desarrollo del parágrafo del artícu-
lo 18 de la Ley 387 de 1997, sometiéndose al procedimiento interno estable-
cido por el Incora para tal efecto.

Artículo 9°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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DECRETO 2562 DE 2001*

(Noviembre 27)

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387 de 18 de julio de
1997 en cuanto a la prestación del servicio público educativo a la

población desplazada por la violencia y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades cons-
titucionales y legales, y en especial de las que le confieren el numeral 11 del
artículo 189 de la Constitución Política y la Ley 387 de 1997, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 17 de la Ley 387 de 1997 dispone que el Gobierno Nacio-
nal promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito
de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la pobla-
ción desplazada, en lo relacionado, entre otros asuntos, con la atención social
en educación.

Que de conformidad con la Ley 387 de 1997, mientras persista la situa-
ción de emergencia se auspiciará la creación y permanencia de equipos
interinstitucionales conformados por entidades estatales y gubernamentales
del orden nacional, departamental y municipal, para la protección al despla-
zado, e igualmente prescribe la coordinación entre el Ministerio de Educa-
ción y las Secretarías de Educación de todos los órdenes para la creación de
programas educativos especiales.

Que el documento Conpes 3057 del 10 de noviembre de 1999, señala
que en materia de educación durante la fase de emergencia del desplaza-
miento, el Ministerio de Educación coordinara con las Secretarías de Educa-
ción, una serie de acciones tendientes a mejorar la cobertura, provisión de
docentes y la capacitación especializada para los mismos.

* Publicado en el Diario Oficial  No. 44.632, del 1° de diciembre de 2001.
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DECRETA:

Artículo 1°. Servicios educativos a población desplazada por la violen-
cia. Las Entidades Territoriales según su órbita de competencia deberán ga-
rantizar la prestación del servicio público de la educación en los niveles de
preescolar, básica y media, en donde quiera que se ubiquen las poblaciones
desplazadas por la violencia, tanto en la etapa de atención humanitaria como
en la de retorno o reubicación,

Artículo 2°. Criterios y requisitos que rigen el acceso de la población
desplazada al servicio público educativo. Para acceder al servicio público
educativo en los términos del presente decreto, la persona desplazada por la
violencia que aspire a un cupo educativo, deberá estar incluida en el registro
único de población desplazada conforme a lo dispuesto por el artículo 32 de
la ley 387 de 1997 y el título III del decreto 2569 de 2000.

Parágrafo. Los establecimientos educativos, efectuarán la matrícula a los
educandos sin exigir los documentos que se requieran, a quien no esté en
capacidad de presentarlos. Las Secretarías de Educación Departamentales,
Distritales o Municipales serán las encargadas de gestionar y obtener los mis-
mos en un plazo no mayor de 6 meses.

Artículo 3°. Participación comunitaria. La Red de Solidaridad Social y
las Secretarías de Educación Departamentales, Distritales y Municipales, im-
pulsarán la creación de cooperativas que presten el servicio educativo a la
población desplazada por la violencia. Igualmente se promoverá la integra-
ción de líderes comunitarios para que contribuyan a la prestación del servicio
educativo al segmento de la población desplazada

Los departamentos, distritos y municipios, podrán incluir dentro de sus
proyectos de inversión, acciones de promoción a la organización comunitaria,
de forma que ésta concurra en la gestión y prestación de servicios educativos
o de apoyo a los desplazados.

Artículo 4°. Adecuación de instalaciones. La adecuación de instalacio-
nes provisionales donde se puedan desarrollar los programas educativos de
emergencia para la población escolar deberá garantizar la seguridad y salubri-
dad a los desplazados. Podrá financiarse con recursos del Fondo de Inversión
para la Paz, destinados al sector educativo, o recursos procedentes de dona-
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ciones o ayudas internacionales, y la participación voluntaria de miembros de
las comunidades o grupos desplazados.

Artículo 5°. Formación y actualización de docentes. Las Secretarías de
Educación a través de los Comités Departamentales y Distritales de Capa-
citación desarrollarán programas de formación y capacitación para los docen-
tes que atienden población desplazada, en la forma y términos del Capítulo II
del Título VI de la Ley 115 de 1994.

Artículo 6°.  Atención educativa en sitios de retorno, de reubicación o
reasentamiento. Una vez superada la atención humanitaria de emergencia y
determinado el sitio de retorno o reubicación, la Secretaría de Educación del
Departamento, Distrito o Municipio, según el caso, atenderá con prioridad a
la población en edad escolar garantizando el cupo en los establecimientos
educativos de su jurisdición.

Artículo 7°. Este Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
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LEY 375 DE 1997*

(Julio 4)

Por la cual se crea la ley de la juventud y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I
DE LOS PRINCIPIOS Y FUNDAMENTOS DE LA LEY

Artículo 1o. Objeto. Esta ley tiene por objeto establecer el marco institu-
cional y orientar políticas, planes y programas por parte del Estado y las socie-
dad civil para la juventud.

Artículo 2o. Finalidad. Como finalidad la presente ley debe promover la
formación integral del joven que contribuya a su desarrollo físico, psicológi-
co, social y espiritual. A su vinculación y participación activa en la vida nacio-
nal, en lo social, lo económico y lo político como joven y ciudadano. El Estado
debe garantizar el respeto y promoción de los derechos propios de los jóvenes
que le permitan participar plenamente en el progreso de la Nación.

Artículo 3o. Juventud. Para los fines de participación y derechos sociales
de los que trata la presente ley, se entiende por joven la persona entre 14 y 26
años de edad. Esta definición no sustituye los límites de edad establecidos en
otras leyes para adolescentes y jóvenes en las que se establecen garantías

Juventud

* Publicada en el Diario Oficial No. 43.079, del 9 de julio de 1997.
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penales, sistemas de protección, responsabilidades civiles y derechos ciuda-
danos.

Artículo 4o. Conceptos. Para los efectos de la presente ley se entende-
rán como:

a) Juventud. Entiéndese por juventud el cuerpo social dotado de una con-
siderable influencia en el presente y en el futuro de la sociedad, que
pueda asumir responsabilidades y funciones en el progreso de la co-
munidad colombiana;

b) Mundo juvenil. Entiéndese por mundo juvenil los modos de sentir,
pensar y actuar de la juventud, que se expresa por medio de ideas,
valores, actitudes y de su propio dinamismo interno.

Artículo 5o. Formación integral y participación. El Estado, la sociedad
civil y los propios jóvenes crearán condiciones para que la juventud asuma el
proceso de su formación integral en todas sus dimensiones. Esta formación
se desarrollará en las modalidades de educación formal, no formal, e informal
y en su participación en la vida económica, cultural, ambiental, política y
social del país.

Artículo 6o. Derechos. El Estado dará trato especial y preferente a los
jóvenes que se encuentren en circunstancias de debilidad y vulnerabilidad
manifiesta, con el fin de crear condiciones de igualdad real y efectiva para
todos. Con tal propósito desarrollará programas que creen condiciones de
vida digna para los jóvenes especialmente para los que viven en condiciones
de extrema pobreza, centros urbanos, las comunidades afrocolombianas, in-
dígenas y raizales e indigentes y para quienes se encuentren afectados por
alguna discapacidad.

Artículo 7o. Adolescencia y juventud. Todo joven tiene derecho a vivir
la adolescencia y la juventud como una etapa creativa, vital y formativa.

Artículo 8o. Comunidades afrocolombianas, indígenas, raizales y cam-
pesinas. El Estado colombiano reconoce y garantiza a la juventud de las co-
munidades afrocolombianas, indígenas, raizales y campesinas el derecho a
un proceso educativo, a la promoción e integración laboral y a un desarrollo
socio-cultural acorde con sus aspiraciones y realidades étnico-culturales.
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CAPÍTULO II
DE LOS DERECHOS Y LOS DEBERES DE LA JUVENTUD

Artículo 9o. Tiempo libre. El Estado garantiza el ejercicio del derecho
de los jóvenes a la recreación, práctica de deporte y aprovechamiento creativo
del tiempo libre. Para esto dispondrá de los recursos físicos, económicos y
humanos necesarios.

Artículo 10. Educación. La educación escolar, extraescolar, formal y no
formal, son un derecho y un deber para todos los jóvenes y constituyen parte
esencial de su desarrollo.

Artículo 11. Cultura. La cultura como expresión de los valores de la comu-
nidad y fundamento de la identidad nacional será promovida especialmente
por el Estado, la sociedad y la juventud. Se reconoce su diversidad y autono-
mía para crearla, desarrollarla y difundirla.

Artículo 12. Desarrollo de la personalidad. El Estado colombiano reco-
noce y garantiza el derecho al libre y autónomo desarrollo de la personalidad,
la libertad de conciencia, la diversidad étnica, cultural y política de los jóve-
nes colombianos y promueve la expresión de sus identidades, modos de sen-
tir, pensar y actuar y sus visiones e intereses.

Artículo 13. Deberes. Son deberes de los jóvenes nacionales y extranje-
ros en Colombia acatar la Constitución y las leyes y respetar los derechos
ajenos, asumir el proceso de su propia formación, actuar con criterio de soli-
daridad, respetar las autoridades legítimamente constituidas, defender y di-
fundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica,
participar activamente en la vida cívica, política, económica y comunitaria
del país, colaborar con el funcionamiento de la justicia y proteger los recursos
naturales y culturales, respetando las diferencias.

CAPÍTULO III
DE LAS POLÍTICAS PARA LA PARTICIPACIÓN DE LA JUVENTUD

Artículo 14. Participación. La participación es condición esencial para
que los jóvenes sean actores de su proceso de desarrollo, para que ejerzan la
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convivencia, el diálogo y la solidaridad y para que, como cuerpo social y como
interlocutores del Estado, puedan proyectar su capacidad renovadora en la
cultura y en el desarrollo del país.

Artículo 15. Propósito de la participación. El Estado garantizará el apo-
yo en la realización de planes, programas y proyectos que tengan como finali-
dad el servicio a la sociedad, la vida, la paz, la solidaridad, la tolerancia, la
equidad entre géneros, el bienestar social, la justicia, la formación integral de
los jóvenes y su participación política en los niveles nacional, departamental
y municipal.

Artículo 16. Estrategias pedagógicas. El Estado, la sociedad en su con-
junto y la juventud como parte de ésta diseñarán estrategias pedagógicas y
herramientas técnicas conceptuales y de gestión para la promoción de la par-
ticipación de las nuevas generaciones.

Artículo 17. Representación. El Estado y la sociedad, coordinadamente,
tienen la obligación de promover y garantizar los mecanismos democráticos
de representación de la juventud en las diferentes instancias de participa-
ción, ejercicio, control y vigilancia de la gestión pública, teniendo en cuenta
una adecuada representación de las minorías étnicas y de la juventud rural en
las instancias consultivas y decisorias que tengan que ver con el desarrollo y
progreso de la juventud, así como la promoción de la misma juventud.

CAPÍTULO IV
SISTEMA NACIONAL DE JUVENTUD

Artículo 18. Sistema Nacional de Juventud. El Sistema Nacional de
Juventud es el conjunto de instituciones, organizaciones, entidades y perso-
nas que realizan trabajo con la juventud y en pro de la juventud.

 Se clasifican en sociales, estatales y mixtas.
 Son instancias sociales de la juventud el Consejo Nacional de Juventud,

los Consejos Departamentales, y los Consejos Distritales y Municipales de
Juventud como cuerpos colegiados de representación y las organizaciones no
gubernamentales que trabajan con jóvenes, y demás grupos juveniles de todo
orden.
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Son instancias estatales de juventud a nivel nacional, el Viceministerio de
la Juventud del Ministerio de Educación Nacional y a nivel departamental y
local las dependencias que autónomamente creen las entidades territoriales,
tales como secretarías, oficinas o instituciones departamentales, distritales o
municipales para la juventud.

Artículo 19. De los Consejos Municipales de Juventud. En los munici-
pios y distritos se conformarán Consejos de la Juventud como organismos
colegiados y autónomos, cuya conformación será de un 60% de miembros
elegidos por voto popular y directo de la juventud y el 40% de representantes
de organizaciones juveniles, según reglamentación del Gobierno Nacional.

 Los municipios y los distritos en asocio con el Gobierno Nacional desa-
rrollarán programas que motiven la participación de los jóvenes en la confor-
mación de los Consejos.

Artículo 20. De los Consejos Departamentales de la Juventud. En cada
departamento se conformará un Consejo Departamental de Juventud como
organismo colegiado y autónomo de la juventud el cual se integrará por los
delegados de los Consejos Juveniles Municipales, en los términos que lo re-
glamente el Gobierno Nacional.

Artículo 21. Del Consejo Nacional de la Juventud. Se conformará un
Consejo Nacional de la Juventud integrado por los delegados de cada uno de
los Consejos Departamentales de Juventud y representantes de las comuni-
dades indígenas, afrocolombianas, raizales de San Andrés y Providencia, ju-
ventudes campesinas, organizaciones o movimientos juveniles de carácter
nacional, según reglamento del Gobierno Nacional.

Artículo 22. Funciones de los Consejos de Juventud. Serán funciones
de los Consejos de Juventud, en sus respectivos ámbitos territoriales:

a) Actuar como interlocutor ante la administración y las entidades públi-
cas para los temas concernientes a la juventud;

b) Proponer a las respectivas autoridades los planes y programas necesa-
rios para hacer realidad el espíritu de la presente ley;

c) Cumplir las funciones de veedor en la ejecución de los planes de desa-
rrollo en lo referente a la juventud;
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 d) Establecer canales de participación de los jóvenes para el diseño de
los planes de desarrollo;

 e) Fomentar la creación de organizaciones y movimientos juveniles;
 f) Dinamizar la promoción, formación integral y participación de la ju-

ventud, de acuerdo con los fines de la presente ley;
 g) Elegir representantes ante otras instancias de participación juvenil; y
 h) Adoptar su propio reglamento.

Artículo 23. Sociedad civil. Las instituciones, organizaciones y movi-
mientos juveniles de la sociedad civil que trabajan en pro de la juventud,
participarán en la ejecución de la presente ley de manera particular, integrán-
dose a los sistemas nacional, departamental, distrital y municipal y de áreas
metropolitanas, de que trata la presente ley; y conformarán redes a escala
local, municipal, regional y nacional, que sin vulnerar su autonomía, les per-
mitan compartir experiencias, apoyarse mutuamente y realizar programas con-
juntos con el Estado y con los jóvenes.

Artículo 24. Redes de participación juvenil. Los jóvenes individualmente
y/o asociados en organizaciones libremente establecidas serán uno de los prin-
cipales ejecutores de la presente ley y podrán crear redes de participación
que les sirvan para la concertación con el Estado y las instituciones que tra-
bajan en pro de la juventud. Estas redes también serán un medio para la
representación de la juventud de que trata el artículo 45 de la Constitución
Nacional.

Artículo 25. Divulgación de la ley. El Estado garantizará la divulgación,
promoción y capacitación de los jóvenes en lo referente a la legislación vigen-
te sobre juventud, en especial capacitará a los jóvenes elegidos en cargos de
representación para un adecuado cumplimiento de su misión.

 Se establece el Día Nacional de la Juventud el cual corresponderá a la
fecha de sanción de la presente ley y de igual manera se creará el Himno de
la Juventud.
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CAPÍTULO V
DE LA EJECUCIÓN DE LAS POLÍTICAS DE JUVENTUD

DE LAS INSTANCIAS ESTATALES

Artículo 26. De la política nacional de juventud. El Estado, los jóvenes,
organismos, organizaciones y movimientos de la sociedad civil que trabajen
en pro de la juventud, concertarán las políticas y el plan nacional, departa-
mental, municipal y distrital de juventud, que contribuyan a la promoción
social, económica, cultural y política de los jóvenes a través de las siguientes
estrategias, entre otras:

 Desarrollo participativo de planes de desarrollo juvenil en los diferentes
entes territoriales.

 Incorporación de los planes de desarrollo juvenil en los planes de desa-
rrollo territoriales, de acuerdo con la oportunidad y procedimientos que esta-
blece la ley.

 Fomentar la información y formación para el ejercicio de la ciudadanía
por parte de los jóvenes.

 Ampliar y garantizar las oportunidades de vinculación laboral de los jóve-
nes y el desarrollo de programas de generación de ingresos, principalmente a
través de la formación y capacitación para el trabajo y la implementación de
proyectos productivos.

Consolidar los sistemas nacional, departamental, municipal y distrital de
atención interinstitucional a la juventud.

Promover la ampliación del acceso de los jóvenes a bienes y servicios.

Artículo 27. Distribución de competencias. Los municipios y distritos
son ejecutores principales de la política de juventud en su respectiva jurisdic-
ción. Tienen competencia para formular planes y programas de inversión que
permitan la ejecución de las políticas. Apoyarán el funcionamiento de los
Consejos Municipales y Distritales de Juventud y promoverán la participa-
ción de los jóvenes en su territorio.

 Los departamentos asesorarán y coordinarán la acción de los municipios
y promoverán acciones concurrentes entre ellos. Tienen competencia para
formular planes y programas de inversión a escala departamental. Apoyarán
el funcionamiento de los Consejos Departamentales de Juventud.

 La Nación, a través del Ministerio de Educación y del Viceministerio de
Juventud formulará y orientará la política nacional de juventud. Promoverá la
coordinación y concertación intersectoriales a nivel nacional. Formulará pla-
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nes y programas de alcance nacional. A la Nación corresponde facilitar la
conformación de redes y el intercambio de experiencias entre los departa-
mentos, distritos y municipios. El adecuado funcionamiento del Sistema
Nacional de Juventud, será responsabilidad de la Nación.

Artículo 28. Defensoría de la Juventud. Créase en la Defensoría del
Pueblo el Programa de la Promoción y Protección de los Derechos Humanos
de los Jóvenes, para lo cual deberá adecuar instalaciones y planta de personal,
teniendo en cuenta la nomenclatura contenida en la Ley 24 de 1992, con
sujeción a los programas y necesidades del servicio, así como disponibilidad
de recursos.

CAPÍTULO VI
DE LAS POLÍTICAS PARA LA PROMOCIÓN SOCIAL

DE LOS JÓVENES

Artículo 29. Concertación. El Estado y la sociedad civil, con la partici-
pación de los jóvenes concertarán políticas y planes que contribuyan a la
promoción social, económica, cultural y política de la juventud a través de las
siguientes estrategias:

a) Complementar e incidir en el acceso a los procesos educativos forma-
les, mejorando las oportunidades de desarrollo personal y formación
integral en las modalidades de educación extraescolar, educación for-
mal, no formal e informal;

b) Mejorar las posibilidades de integración social y ejercicio de la ciuda-
danía por parte de los jóvenes;

c) Garantizar el desarrollo y acceso a sistemas de intermediación laboral,
créditos, subsidios y programas de orientación socio-laboral y de capa-
citación técnica, que permitan el ejercicio de la productividad juvenil
mejorando y garantizando las oportunidades juveniles de vinculación a
la vida económica, en condiciones adecuadas que garanticen su desa-
rrollo y crecimiento personal, a través de estrategias de autoempleo y
empleo asalariado;

d) Impulsar programas de reeducación y resocialización para jóvenes
involucrados en fenómenos de drogas, alcoholismo, prostitución, de-
lincuencia, conflicto armado e indigencia;
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 e) Ampliar el acceso de los jóvenes a bienes y servicios;
 f) El Estado garantizará progresivamente el acceso de los jóvenes a los

servicios de salud integral.

Artículo 30. Centros de información y servicios a la juventud. El
Viceministerio de la Juventud impulsará la creación en los municipios de
centros de información y servicios a la juventud, como espacios de formación
y servicios, donde encuentren ambientes apropiados para su formación inte-
gral, se desarrollen programas y se apoyen sus iniciativas.

 El Gobierno Nacional a través del Sistema Nacional de Cofinanciación
apoyará este programa.

 Los centros de información y servicios a la juventud estarán organizados
directamente por los entes territoriales, o por las entidades privadas sin áni-
mo de lucro, mediante la celebración de contratos con aquéllos o con otras
entidades públicas, teniendo en cuenta la población juvenil de cada entidad
territorial, así como también con el SENA.

Artículo 31. Medios de comunicación. El Estado promoverá y apoyará
la creación por parte de los jóvenes de medios de comunicación para el desarro-
llo a través de su efectiva participación en medios masivos de comunicación.

 Para tal efecto el Gobierno adoptará las medidas necesarias a través del
Ministerio de Comunicaciones.

Artículo 32. Iniciativas juveniles. El Viceministerio de la Juventud con-
certará con los entes territoriales y las respectivas dependencias la destina-
ción y distribución de recursos para las iniciativas juveniles que contribuyan
a apoyar la consolidación de las organizaciones juveniles y promoverá su for-
mación, participación y proyección comunitaria a través de proyectos especí-
ficos en diferentes áreas de su interés.

Artículo 33. Servicios. La juventud en el rango de edad establecido en la
presente ley, tiene el derecho de acceder a los programas de vivienda, em-
pleo, reforma agraria y créditos. Para tal efecto, se elaborarán proyectos espe-
cíficos para la juventud.

Artículo 34. Economía solidaria. El Estado garantizará oportunidades
reales para la creación de empresas asociativas, cooperativas o cualquier tipo
de organización productiva que beneficien a la juventud.
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CAPÍTULO VII
DE LAS POLÍTICAS PARA LA CULTURA Y LA FORMACIÓN

INTEGRAL DE LA JUVENTUD

Artículo 35. Promoción política y cultural. El Estado promoverá toda
forma de expresión política y cultural de la juventud del país, con respecto y
respeto a las tradiciones étnicas, la diversidad regional, sus tradiciones reli-
giosas, las culturas urbanas y las costumbres de la juventud campesina.

 Para esto se dotará a los jóvenes de mecanismos de capacitación y apoyo
efectivo para el desarrollo, reconocimiento y divulgación de la cultura, ha-
ciendo énfasis en el rescate de su propia identidad y favoreciendo especial-
mente a los jóvenes que viven en condiciones de vulnerabilidad.

Artículo 36. Formación integral juvenil. Se realiza en los diversos espa-
cios pedagógicos definidos por la Ley 115 General de Educación, y en el
conjunto de las interacciones sociales y vivencias del joven en su vida coti-
diana.

Artículo 37. Modalidades de la formación. La formación integral de la
juventud debe desarrollarse en las modalidades de educación extraescolar, y
en las modalidades de educación formal, no formal e informal.

 La educación no formal tiene por objeto complementar, actualizar, suplir
conocimiento y formar, en aspectos académicos o laborales sin sujeción al
sistema de niveles y grados. Por educación informal se entiende todo conoci-
miento libre y espontáneamente adquirido, proveniente de personas, entida-
des, medios masivos de comunicación, medios impresos, tradiciones,
costumbres y comportamientos sociales.

Artículo 38. Educación extraescolar. Se considera que la educación
extraescolar es la acción pedagógica realizada en un cuadro de no obligación,
de libre adhesión y durante el tiempo libre, que busca la formación integral
de los jóvenes y la transformación del mundo juvenil en fuerza educativa al
servicio del desarrollo del país.

Parágrafo. El Estado y la sociedad promoverán especialmente aquellas
formas de educación extraescolar que imparten los jóvenes a los jóvenes, en
grupos, organizaciones y movimientos juveniles, con el apoyo de adultos es-
pecializados para tal fin.
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 Artículo 39. Características de la formación. La formación debe ser:

Integral: abarca las dimensiones que permiten a la juventud construir,
expresar y desarrollar su identidad en los aspectos físicos, psíquicos, afectivo-
cognoscitivo y espiritual para participar de manera activa en la vida social.

 Autoformativa: la juventud debe asumir una relación con el ser y el saber
y mediante el pensamiento, donde encuentre respuestas a sus intereses y
logre apropiarse de los elementos que le faciliten el pleno desarrollo de sus
potencialidades, permitiendo construir de esta forma una vida creativa y
participativa que redunde en beneficio de la sociedad.

Progresiva: conforme a la evolución psicosocial del joven, se deben elabo-
rar estrategias que les permitan interactuar de una manera crítica, reflexiva y
propositiva con la sociedad.

Humanista: mediante un permanente diálogo promover el respeto, la to-
lerancia y la autonomía de la juventud para aportar en la creación de una
sociedad democrática, pacifista y pluralista en donde se reconozcan y legiti-
men todos los valores que determinan al ser humano.

Permanente: es un esfuerzo que cubre toda la vida.

Artículo 40. Sujetos de la formación integral juvenil. Son sujetos de la
formación integral juvenil, las entidades del sistema educativo que preparen
programas en este sentido, las entidades públicas, privadas y organismos no
gubernamentales, que desarrollen actividades formativas y recreativas que
abarquen la educación no formal, informal y extraescolar; los padres y madres
de familia que, de una u otra forma se vinculen a las mencionadas activida-
des; los propios jóvenes, y los medios de comunicación.

Artículo 41. Práctica de formación integral juvenil. Para llevar a la prác-
tica la formación integral juvenil, es necesario:

a) Incentivar a los jóvenes para que utilicen en forma positiva el tiempo
libre de manera individual o participando en grupos, movimientos y
organizaciones juveniles, para que presten servicios a la comunidad
y sean educadores de sus compañeros en el ejercicio responsable y
solidario de la libertad;

 b) Promover la formación de líderes juveniles con capacidad para incidir
en el medio ambiente donde viven, respecto a actividades culturales,
recreativas, políticas, sociales, comunitarias, a través de procesos de
investigación y organización, en favor de la comunidad;
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 c) Reconocer y facilitar los espacios donde los jóvenes de manera autó-
noma desarrollan una socialización propositiva, forjan nuevas identi-
dades culturales y formas diversas de participación social, política y
comunitaria;

 d) Desarrollar la infraestructura necesaria para implementar la forma-
ción integral juvenil;

 e) Investigar la realidad juvenil y diseñar pedagogías apropiadas para la
formación juvenil, que posibiliten el diálogo de saberes y la construc-
ción colectiva del conocimiento, en interacción de jóvenes con insti-
tuciones especializadas.

Artículo 42. Formación de funcionarios. Las redes y las instituciones
encargadas de la coordinación de la política de juventud a nivel nacional,
departamental, municipal y distritos, adelantarán procesos de formación con
todos los funcionarios gubernamentales y no gubernamentales que se relacio-
nen en su quehacer público con jóvenes. Estos procesos de formación harán
énfasis en los aspectos que viabilicen una relación respetuosa, y el conoci-
miento de las características particulares de la juventud.

CAPÍTULO VIII
DE LA FINANCIACIÓN DE LA LEY

Artículo 43. Fuentes. Para el desarrollo de la presente ley se considera-
rán como fuentes de financiación los recursos del sector público del orden
nacional y territorial, recursos provenientes del sector privado y de la coope-
ración internacional; también los autogestionados por los mismos jóvenes,
sin perjuicio de lo establecido en la Ley 181 de 1995.

Artículo 44. Financiación proveniente del presupuesto nacional. El
Ministerio de Educación Nacional contará para la financiación de los planes
y programas de la juventud con los recursos que se le asignen en el Presu-
puesto Nacional, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 181 de 1995.

Artículo 45. De los entes territoriales. El Gobierno Nacional incentivará
el desarrollo de políticas, planes y programas de juventud de los departamentos,
distritos y municipios, para lo cual los Fondos de Cofinanciación y otras enti-
dades similares, cofinanciarán los proyectos presentados por dichos entes.
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 Artículo 46. Rubros. Dentro del rubro de las participaciones departa-
mentales, municipales y distritales, de inversión obligatoria en cultura, re-
creación y deporte, que les transfiere la Nación, se destinará una parte para
programas de juventud, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 181 de 1995.

Artículo 47. De los recursos de autogestión. Las instituciones guberna-
mentales encargadas del fomento del empleo y de organizaciones productivas
destinarán recursos específicos dentro de sus presupuestos de inversión anual
para financiar proyectos de iniciativa juvenil.

Artículo 48. Créditos. El Ministerio de Educación por medio del Vice-
ministerio de la Juventud concertará con las organizaciones financieras y
crediticias mecanismos para crear oportunidades reales de acceso al crédito
por parte de los jóvenes, lo mismo que instrumentos para establecer garantías
de pagos para los jóvenes, especialmente para proyectos presentados por los
de más bajos recursos.

Artículo 49. Líneas de crédito campesino. El Ministerio de Agricultura
promoverá la creación de las líneas de crédito para la juventud del sector rural
en las áreas de prestación de servicios, proyectos agropecuarios, agroindus-
triales, productivos, microempresas y de economía solidaria.

 Estas líneas de crédito generarán procesos de economías autogestionarias
para implementar modelos de desarrollo.

CAPÍTULO IX
DE LAS DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 50. Facultades extraordinarias. Revístase al Gobierno Nacio-
nal de precisas facultades legislativas extraordinarias por el término de seis
(6) meses contados a partir de la vigencia de la presente ley, para que ejerza
las siguientes atribuciones:

a) Ajustar la planta de personal del Ministerio de Educación Nacional,
para institucionalizar el Viceministerio de la Juventud;

b) Instituir en el Viceministerio de la Juventud el programa Tarjeta Jo-
ven, establecer su costo de expedición de manera que pueda operar
ágilmente, brindando cobertura de servicios a la juventud. Los ingre-
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sos que se perciban por dicho concepto serán administrados por el
Viceministerio de la Juventud a través de un fondo cuenta sin personería
jurídica, los cuales serán destinados para sufragar la operación del pro-
grama. Los recursos captados a la fecha en desarrollo del programa
deberán incorporarse al Presupuesto General de la Nación.

De conformidad con el artículo 338 de la Constitución Política, para la
fijación de la tasa que se autoriza en este artículo, el Ministerio de Educación
Nacional a través del Viceministerio de la Juventud aplicará el sistema que se
describe a continuación, de modo que el costo incluirá:

1. Elaboración de tarjetas.
2. Valor del seguro que ampara a cada tarjetahabiente.
3. Impresión del material promocional del programa.
4. Valor remuneración de las personas que manejan el programa.
5. Valor de gastos de viaje que se ocasionen para el seguimiento y evalua-

ción del programa.

El Viceministerio de la Juventud aplicará el siguiente método de cálculo:

• Para el literal 1, se estimará el número de jóvenes año que se benefi-
ciarán del programa, en los lineamientos de ejecución del mismo.

• Para el literal 2, de acuerdo con el número estimado de jóvenes a afi-
liarse, se calcularán los costos del seguro que debe amparar a los
tarjetahabientes.

• Para el literal 3, se tendrá en cuenta el número estimado de jóvenes para
afiliar y el costo de elaboración de cada una de las piezas promocionales.

• Para el literal 4, se estimará el número de personas/mes, y se aplicará
el equivalente salarial del Ministerio de Educación Nacional.

• Para el literal 5, se tendrá como base la programación de las visitas a los
entes territoriales donde funciona el programa; se calcularán los montos
de los gastos de viaje necesarios, de acuerdo con las tarifas de transporte
público y la escala de viáticos del Ministerio de Educación Nacional. A la
sumatoria de estos cinco costos 1, 2, 3, 4 y 5 se aplicará un porcentaje que
anualmente fijará el Ministerio para gastos de administración.

 Artículo 51. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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DECRETO 1332 DE 1992*

(Agosto 11)

Por el cual se crea la Comisión Especial para las Comunidades
Negras, de que trata el artículo transitorio número 55 de la

Constitución Política, sobre el reconocimiento de los derechos
territoriales y culturales; económicos, políticos y sociales del
pueblo negro de Colombia; y se establecen las funciones y

atribuciones de la misma.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que
le confiere el artículo 55 transitorio de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la
Nación, de conformidad con lo establecido en el artículo 7o  de la Constitu-
ción Política;

Que uno de los fines esenciales del Estado es facilitar la participación de
todos en las decisiones que les afectan y en la vida económica, política, admi-
nistrativa y cultural de la Nación (artículo 2o de la Constitución Política);

Que de conformidad con los artículos 58 y 60 de la Constitución Política,
es obligación del Estado garantizar la protección, promoción y acceso de los
ciudadanos a las formas asociativas y solidarias de propiedad;

Que el Estado reconoce el aporte de los pueblos negros de Colombia a la
formación de nuestra nacionalidad, a la diversidad cultural, a la armonía so-
cial y ecológica;

Pueblos afrocolombianos

* Publicado en el Diario Oficial No. 40.538, del 12 de agosto de 1992.
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Que el artículo transitorio 55 de la Constitución Política ordena al Go-
bierno Nacional la creación de una comisión especial, con participación de
los representantes de las comunidades interesadas, para efecto de los desa-
rrollos legales del mismo;

Que se hace necesaria la unificación de la legislación existente sobre el
desarrollo del artículo transitorio 55 de la Constitución Política para lograr
una mayor certeza legislativa.

DECRETA:

Artículo 1. Créase la Comisión Especial para las Comunidades Negras,
prevista en el artículo transitorio 55 de la Constitución Política, La cual está
integrada así:

a) El Ministro de Gobierno o su Delegado, quien la presidirá;
b) El gerente general del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria,

Incora, o su delegado;
c) El director del Departamento Nacional de Planeación, DNP, o su re-

presentante;
d) El director del Inderena o su representante
e) El director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o su delegado;
f) El director del Instituto de Investigaciones Culturales y Antropológicas,

ICAN o su delegado;
g) Los señores Gustavo de Roux, Jaime Arocha, Otilia Dueñas, Edgar

Eulises Torres Murillo, Omar Torres Angulo, Jesús Rosero Ruano, Pie-
dad Córdoba de Castro, Guillermo Panchano, Silvio Garcés y Luis
Jaime Perea Ramos;

h) Tres (3) representantes por cada una de las comisiones consultivas de
que trata el artículo 3o del presente Decreto, designados por ellas.

Artículo 2. La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Darse su propio reglamento, el cual será aprobado por mayoría;
b) Cumplir las funciones previstas en el artículo transitorio 55 de la Cons-

titución Política;
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c) Identificar y proponer mecanismos para la protección de la identidad
cultural y los derechos de las Comunidades Negras;

d) Proponer a las autoridades competentes programas de fomento del
desarrollo económico y social de las comunidades negras.

Artículo 3. En cada uno de los departamentos de Chocó, Valle, Cauca y
Nariño habrá una Comisión Consultiva, conformada por las organizaciones
que se señalan más adelante, la cual tendrá por objeto hacerle recomenda-
ciones particulares a la Comisión Especial para el cumplimiento de sus funcio-
nes en relación con particularidades de las comunidades negras en cada uno
de dichos departamentos.

Las Comisiones Consultivas serán las siguientes:

a) Comisión Consultiva del Departamento del Chocó, la cual estará in-
tegrada por: Asociación Campesina Integral del Atrato, ACIA; Asocia-
ción Campesina del San Juan, Acadesan; Organización de Población
Negra de la Costa Pacífica; Asociación Campesina del Alto Baudó,
Acaba; Organización Campesina del Bajo Atrato, Ocaba; Organiza-
ción de Barrios Populares del Chocó, Obapo; Asociación Departamental
de Usuarios Campesinos, ADUC;

b) Comisión Consultiva del Departamento del Valle, la cual estará inte-
grada por: Comité de Defensa de los intereses del río Cajambre,
Codinca; Asociación Popular de Negros Unidos del río Yurumanguí,
Aponury; Organización por la Defensa de los intereses de las comuni-
dades negras del río Naya, Odeincan; Comité Campesino de río Rapo-
so; Comité Pro-defensa del río Anchicayá; Comité Campesino de
Papayal El Progreso, y dos (2) representantes elegidos por el Concejo
de Buenaventura;

c) Comisión Consultiva del Departamento del Cauca, la cual estará inte-
grada por: Movimiento Cultural Cinecio Mina; Asociación Prodesarrollo
del Saija; Comité Prodesarrollo del Municipio de López de Micay,
Cauca; Comité Prointereses de la Costa Caucana, “Coprica”, y Fun-
dación para el desarrollo de la Costa Pacífica Caucana;

d) Comisión Consultiva del Departamento del Nariño, la cual está inte-
grada por: Coagro Pacífico Tumaco; Asociación Campesina del Río
Satinga; Asociación Campesina del Patía; Asociación Campesina de
Barbacoa; Asociación Campesina del Río Mira; Asociación de Campe-
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sinos de San José Payán; Asociación de Campesinos Negros de
Mosquera; Asociación de Campesinos de Francisco Pizarro; Asocia-
ción Campesina de Iscuandé; Asociación Campesina de Tolá; Asocia-
ción Campesina del Charco, y Asociación de Carboneros y Leñadores
de Tumaco.

Parágrafo. Previo estudio y concepto favorable de la Comisión Especial,
podrán crearse comisiones consultivas en otras zonas del país que presenten
similares condiciones a las de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la
Cuenca del Pacífico.

Artículo 4. La Comisión podrá celebrar audiencias para escuchar a los
voceros de las organizaciones sociales interesadas en formularle propuestas
en relación con los temas de su competencia. Las solicitudes de audiencia
serán tramitadas por conducto de la Secretaría Técnica.

El trámite de las solicitudes de audiencia y la realización de las mismas
cuando a ello hubiere lugar, serán regulados en el reglamento interno de la
Comisión.

Artículo 5. Adscripción. La Comisión a que se refiere el presente Decre-
to, estará adscrita al Ministerio de Gobierno, el cual podrá, en consecuencia,
desarrollar toda clase de actividades para permitir el cabal cumplimiento de
las funciones de dicha Comisión.

La Secretaría Técnica de la Comisión estará a cargo del Instituto de In-
vestigaciones Culturales y Antropológicas, ICAN.

Artículo 6. Domicilio. La Comisión funcionará con sede principal en la
ciudad de Santafé de Bogotá, D. C., y podrá sesionar en cualquier lugar del
territorio nacional.

Artículo 7. Duración. La Comisión Especial para las comunidades ne-
gras sesionará hasta el día 7 de julio de 1993.

Artículo 8. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su
publicación y subroga los Decretos 555 y 726 de 1992.
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LEY 70 DE 1993*

(Agosto 27)

Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55
de la Constitución Política.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

CAPÍTULO I
OBJETO Y DEFINICIONES

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto reconocer a las comunida-
des negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales
ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas
tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos siguientes. Así mismo tiene como
propósito establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural y
de los derechos de las comunidades negras de Colombia como grupo étnico,
y el fomento de su desarrollo económico y social, con el fin de garantizar que
estas comunidades obtengan condiciones reales de igualdad de oportunida-
des frente al resto de la sociedad colombiana.

 De acuerdo con lo previsto en el parágrafo 1o. del artículo transitorio 55
de la Constitución Política, esta ley se aplicará también en las zonas baldías,
rurales y ribereñas que han venido siendo ocupadas por comunidades negras
que tengan prácticas tradicionales de producción en otras zonas del país y
cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.

Artículo 2o. Para los efectos de la presente ley se entiende por:

1. Cuenca del Pacífico. Es la región definida por los siguientes límites
geográficos: desde la cima del volcán de Chiles en límites con la República

* Publicada en el Diario Oficial No. 41.013, del 31 de agosto de 1993.
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del Ecuador, se sigue por la divisoria de aguas de la Cordillera Occidental
pasando por el volcán Cumbal y el volcán Azufral, hasta la Hoz de Minamá;
se atraviesa ésta, un poco más abajo de la desembocadura del río Guáitara y
se continúa por la divisoria de aguas de la Cordillera Occidental, pasando por
el cerro Munchique, los Farallones de Cali, Los Cerros Tatamá, Caramanta y
Concordia; de este cerro se continúa por la divisoria de aguas hasta el Nudo
de Paramillo; se sigue en dirección hacia el Noroeste hasta el alto de Carrizal,
para continuar por la divisoria de las aguas que van al Río Sucio y al Caño
Tumarandó con las que van al río León hasta un punto de Bahía Colombia
por la margen izquierda de la desembocadura del río Surinque en el Golfo. Se
continúa por la línea que define la Costa del Golfo de Urabá hasta el hito
internacional en Cabo Tiburón, desde este punto se sigue por la línea del
límite internacional entre la República de Panamá y Colombia, hasta el hito
equidistante entre Punta Ardita (Colombia), y Cocalito (Panamá), sobre la
costa del Océano Pacífico, se continúa por la costa hasta llegar a la desembo-
cadura del río Mataje, continuando por el límite internacional con la Repú-
blica de Ecuador, hasta la cima del volcán de Chiles, punto de partida.

2. Ríos de la Cuenca del Pacífico. Son los ríos de la región Pacífica, que
comprende:

a) La vertiente del Pacífico conformada por las aguas superficiales de los
ríos y quebradas que drenan directamente al Océano Pacífico y de sus
afluentes; cuencas de los ríos Mira, Rosario, Chaguí, Patía, Curay,
Sanquianga, Tola, Tapaje, Iscuandé, Guapí, Timbiquí, Bubuey, Saija,
Micay, Naya, Yurumanguí, Tumba Grande, Tumbita, Cajambre,
Mayorquin, Reposo, Anchicayá, Dagua, Bongo, San Juan, Ijuá,
Docampadó, Capiro, Ordó, Siriví, Dotendó, Usaraga, Baudó, Piliza,
Catripre, Virudo, Coqui, Nuquí, Tribuga, Chori, el Valle, Huaca, Abega,
Cupica, Changuera, Borojó, Curiche, Putumia, Juradó y demás cau-
ces menores que drenan directamente al Océano Pacífico;

b) Las cuencas de los ríos Atrato, Acandí y Tolo que pertenecen a la ver-
tiente del Caribe.

3. Zonas rurales ribereñas. Son los terrenos aledaños a las riberas de los
ríos señalados en el numeral anterior que están por fuera de los perímetros
urbanos definidos por los Concejos Municipales de los municipios del área
en consideración, de acuerdo con lo dispuesto en el Código del Régimen
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Municipal (Decreto 1333 de 1986), y en las normas que lo adicionen, desa-
rrollen o reformen, y en las cuales se encuentre asentada la respectiva comu-
nidad.

4. Tierras baldías. Son los terrenos situados dentro de los límites del terri-
torio nacional que pertenecen al Estado y que carecen de otro dueño, y los
que, habiendo sido adjudicados con ese carácter, deban volver a dominio del
Estado, de acuerdo con lo que dispone el artículo 56 de la Ley 110 de 1913,
y las normas que lo adicionen, desarrollen o reformen.

5. Comunidad negra. Es el conjunto de familias de ascendencia afrocolom-
biana que poseen una cultura propia, comparten una historia y tienen sus
propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que
revelan y conservan conciencia de identidad que las distinguen de otros gru-
pos étnicos.

6. Ocupación colectiva. Es el asentamiento histórico y ancestral de comu-
nidades negras en tierras para su uso colectivo, que constituyen su hábitat, y
sobre los cuales desarrollan en la actualidad sus prácticas tradicionales de
producción.

7. Prácticas tradicionales de producción. Son las actividades y técnicas
agrícolas, mineras, de extracción forestal, pecuarias, de caza, pesca y reco-
lección de productos naturales en general, que han utilizado consuetu-
dinariamente las comunidades negras para garantizar la conservación de la
vida y el desarrollo autosostenible.

CAPÍTULO II
PRINCIPIOS

Artículo 3o. La presente ley se fundamenta en los siguientes principios:

1. El reconocimiento y la protección de la diversidad étnica y cultural y el
derecho a la igualdad de todas las culturas que conforman la nacionalidad
colombiana.

2. El respeto a la integralidad y la dignidad de la vida cultural de las comu-
nidades negras.

3. La participación de las comunidades negras y sus organizaciones sin
detrimento de su autonomía, en las decisiones que las afectan y en las de
toda la Nación en pie de igualdad, de conformidad con la ley.
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4. La protección del medio ambiente atendiendo a las relaciones estable-
cidas por las comunidades negras con la naturaleza.

CAPÍTULO III
RECONOCIMIENTO DEL DERECHO A LA PROPIEDAD COLECTIVA

Artículo 4o. El Estado adjudicará a las comunidades negras de que trata
esta ley la propiedad colectiva sobre las áreas que, de conformidad con las
definiciones contenidas en el artículo segundo, comprenden las tierras bal-
días de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico y
aquellas ubicadas en las áreas de que trata el inciso segundo del artículo 1o.
de la presente ley que vienen ocupando de acuerdo con sus prácticas tradi-
cionales de producción.

 Los terrenos respecto de los cuales se determine el derecho a la propie-
dad colectiva se denominarán para todos los efectos legales “Tierras de las
Comunidades Negras”.

Artículo 5o. Para recibir en propiedad colectiva las tierras adjudicables,
cada comunidad formará un Consejo Comunitario como forma de adminis-
tración interna, cuyos requisitos determinará el reglamento que expida el
Gobierno Nacional.

 Además de las que prevea el reglamento, son funciones de los Consejos
Comunitarios: delimitar y asignar áreas al interior de las tierras adjudicadas;
velar por la conservación y protección de los derechos de la propiedad colec-
tiva, la preservación de la identidad cultural, el aprovechamiento y la conser-
vación de los recursos naturales; escoger al representante legal de la respectiva
comunidad en cuanto persona jurídica, y hacer de amigables componedores
en los conflictos internos factibles de conciliación.

Artículo 6o. Salvo los suelos y los bosques, las adjudicaciones colectivas
que se hagan conforme a esta ley, no comprenden:

a) El dominio sobre los bienes de uso público.
b) Las áreas urbanas de los municipios.
c) Los recursos naturales renovables y no renovables.
d) Las tierras de resguardos indígenas legalmente constituidos.
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e) El subsuelo y los predios rurales en los cuales se acredite propiedad
particular conforme a la ley 200 de 1936.

 f) Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional.
 g) Áreas del sistema de Parques Nacionales.

Con respecto a los suelos y los bosques incluidos en la titulación colecti-
va, la propiedad se ejercerá en función social y le es inherente una función
ecológica. En consecuencia, para el uso de estos recursos se tendrá en cuenta
lo siguiente:

a) Tanto el uso de los bosques que se ejerza por ministerio de ley, como
los aprovechamientos forestales con fines comerciales deberán garan-
tizar la persistencia del recurso. Para adelantar estos últimos se re-
quiere autorización de la entidad competente para el manejo del recurso
forestal.

b) El uso de los suelos se hará teniendo en cuenta la fragilidad ecológica
de la Cuenca del Pacífico. En consecuencia los adjudicatarios desa-
rrollarán prácticas de conservación y manejo compatibles con las con-
diciones ecológicas.  Para tal efecto se desarrollarán modelos apropiados
de producción como la agrosilvicultura, la agroforestería u otros simi-
lares, diseñando los mecanismos idóneos para estimularlos y para
desestimular las prácticas ambientalmente insostenibles.

Artículo 7o. En cada comunidad, la parte de la tierra de la comunidad
negra destinada a su uso colectivo es inalienable, imprescriptible e inem-
bargable.

 Sólo podrán enajenarse las áreas que sean asignadas a un grupo familiar,
por la disolución de aquél u otras causas que señale el reglamento, pero el
ejercicio del derecho preferencial de ocupación o adquisición únicamente
podrá recaer en otros miembros de la comunidad y en su defecto en otro
miembro del grupo étnico, con el propósito de preservar la integridad de las
tierras de las comunidades negras y la identidad cultural de las mismas.

Artículo 8o. Para los efectos de la adjudicación de que trata el artículo
4o., cada comunidad presentará la respectiva solicitud al Instituto Colombia-
no de la Reforma Agraria -Incora. Éste podrá iniciar de oficio la adjudicación.

Una comisión integrada por el Incora, el Instituto Geográfico “Agustín
Codazzi” y el Inderena o la entidad que haga sus veces realizará, previo infor-
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me del Consejo Comunitario, una evaluación técnica de las solicitudes y de-
terminará los límites del área que será otorgada mediante el título de propie-
dad colectiva.

Artículo 9o. A la solicitud se acompañará la siguiente información:

a) Descripción física del territorio que se pretende titular.
b) Antecedentes etnohistóricos.
c) Descripción demográfica del territorio.
d) Prácticas tradicionales de producción.

Artículo 10. Radicada la solicitud el gerente regional respectivo ordenará
una visita a la comunidad negra interesada, la cual no podrá exceder de se-
senta días contados a partir de la radicación de la solicitud. La resolución que
ordena la visita se le notificará al grupo negro interesado, a la organización
respectiva y al procurador delegado para asuntos agrarios.

 De la visita practicada se levantará un acta que contenga los siguientes
puntos:

a) Ubicación del terreno.
b) Extensión aproximada del terreno.
c) Linderos generales del terreno.
d) Número de habitantes negros que vivan en el terreno.
e) Nombre y número de personas extrañas que no pertenezcan a la co-

munidad establecida, indicando el área aproximada que ocupan.
f) Levantamiento planimétrico del territorio a ser titulado.

Artículo 11. El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria -Incora- en
un término improrrogable de sesenta (60) días, expedirá los actos administra-
tivos por medio de los cuales se adjudique la propiedad colectiva a las comu-
nidades de que trata la presente ley.

 El correspondiente acto administrativo se notificará al representante de
la respectiva comunidad y, una vez inscrito en el competente registro, consti-
tuirá título suficiente de dominio y prueba de la propiedad.

Artículo 12. En el procedimiento administrativo de la titulación de las
tierras que determine el Gobierno mediante reglamento especial se dará pre-
ferente aplicación a los principios de eficacia, economía y celeridad, con el
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objeto de lograr la oportuna efectividad de los derechos reconocidos en la
presente ley. En los aspectos no contemplados en esta ley o en el reglamento,
se aplicará la legislación general sobre tierras baldías de la Nación en lo que
sea compatible con la naturaleza y finalidades del reconocimiento a la propie-
dad de las comunidades negras de que trata esta ley.

Artículo 13. Las tierras adjudicables se someterán a todas las servidum-
bres que sean necesarias para el desarrollo de los terrenos adyacentes.

Recíprocamente, las tierras aledañas que continúen siendo del dominio
del Estado se someterán a las servidumbres indispensables para el beneficio
de los terrenos de las comunidades, de acuerdo con la legislación vigente.

Artículo 14. En el acto administrativo mediante el cual se adjudique la
propiedad colectiva de la tierra se consignará la obligación de observar las
normas sobre conservación, protección y utilización racional de los recursos
naturales renovables y el ambiente.

Artículo 15. Las ocupaciones que se adelanten por personas no pertene-
cientes al grupo étnico negro sobre las tierras adjudicadas en propiedad co-
lectiva a las comunidades negras de que trata esta ley no darán derecho al
interesado para obtener la titulación ni el reconocimiento de mejoras y para
todos los efectos legales se considerará como poseedor de mala fe.

Artículo 16. Los servicios de titulación colectiva en favor de las comuni-
dades negras de que trata la presente ley serán gratuitos y por la inscripción y
publicación de las resoluciones de adjudicación que expida el Instituto Co-
lombiano de la Reforma Agraria no se cobrará derecho alguno.

Artículo 17. A partir de la vigencia de la presente ley, hasta tanto no se
haya adjudicado en debida forma la propiedad colectiva a una comunidad
negra que ocupe un terreno en los términos que esta ley establece, no se
adjudicarán las tierras ocupadas por dicha comunidad ni se otorgarán autori-
zaciones para explotar en ella recursos naturales sin concepto previo de la
Comisión de que trata el artículo 8o.

Artículo 18. No podrán hacerse adjudicaciones de las tierras de las co-
munidades negras de que trata esta ley, sino con destino a las mismas.
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Son nulas las adjudicaciones de tierras que se hagan con violación de lo
previsto en el inciso anterior. La acción de nulidad contra la respectiva reso-
lución podrá intentarse por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria,
los procuradores agrarios o cualquier persona ante el correspondiente Tribu-
nal Administrativo, dentro de los dos (2) años siguientes a su ejecutoria, o
desde su publicación en el Diario Oficial, según el caso.

 Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de la Reforma Agra-
ria podrá revocar directamente las resoluciones de adjudicación que dicte
con violación de lo establecido en el presente artículo. En este caso no se
exigirá el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. En lo demás,
el procedimiento de revocación se surtirá con arreglo a lo que dispone el
Código de lo Contencioso Administrativo.

CAPÍTULO IV
USO DE LA TIERRA Y PROTECCIÓN DE LOS

RECURSOS NATURALES Y DEL AMBIENTE

Artículo 19. Las prácticas tradicionales que se ejerzan sobre las aguas, las
playas o riberas, los frutos secundarios del bosque o sobre la fauna y flora
terrestre y acuática para fines alimenticios o la utilización de recursos natura-
les renovables para construcción o reparación de viviendas, cercados, canoas
y otros elementos domésticos para uso de los integrantes de la respectiva
comunidad negra se consideran usos por ministerio de la ley y en consecuen-
cia no requieren permiso.

Estos usos deberán ejercerse de tal manera que se garantice la persisten-
cia de los recursos, tanto en cantidad como en calidad.

El ejercicio de la caza, pesca o recolección de productos para la subsisten-
cia, tendrá prelación sobre cualquier aprovechamiento comercial, semi-in-
dustrial, industrial o deportivo.

Artículo 20. Conforme lo dispone el artículo 58 de la Constitución Polí-
tica, la propiedad colectiva sobre las áreas a que se refiere esta ley debe ser
ejercida de conformidad con la función social y ecológica que le es inherente.
En consecuencia, los titulares deberán cumplir las obligaciones de protec-
ción del ambiente y de los recursos naturales renovables y contribuir con las
autoridades en la defensa de ese patrimonio.
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 Artículo 21. De conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, los
integrantes de las comunidades negras, titulares del derecho de propiedad
colectiva, continuarán conservando, manteniendo o propiciando la regenera-
ción de la vegetación protectora de aguas y garantizando mediante un uso
adecuado la persistencia de ecosistemas especialmente frágiles, como los
manglares y humedales, y protegiendo y conservando las especies de fauna y
flora silvestre amenazadas o en peligro de extinción.

Parágrafo. El Gobierno Nacional destinará las partidas necesarias para
que la comunidad pueda cumplir con lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 22. Cuando en las áreas del Sistema de Parques Nacionales Natura-
les ubicados en las zonas se encuentren familias o personas de comunidades
negras que se hubieran establecido en ellas antes de la declaratoria del área-
parque, el Inderena o la entidad que haga sus veces definirá, en el plan de manejo
que se debe expedir, las prácticas tradicionales de dichas comunidades que son
compatibles con la naturaleza, objetivos y funciones del área de que se trate. Para
tal efecto, la entidad administradora del Sistema de Parques Nacionales promo-
verá mecanismos de consulta y participación con estas comunidades.

 Si las personas a que se refiere el presente artículo no se allanan a cum-
plir el plan de manejo expedido por la entidad, se convendrá con ellas y con el
Incora su reubicación a otros sectores en los cuales se pueda practicar la
titulación colectiva.

Artículo 23. El Inderena o la entidad que haga sus veces diseñará meca-
nismos que permitan involucrar a integrantes de las comunidades negras del
sector en actividades propias de las áreas del Sistema de Parques Nacionales,
tales como educación, recreación, guías de parques, así como en las activida-
des de turismo ecológico que se permita desarrollar dentro de tales áreas.

Artículo 24. La entidad administradora de los recursos naturales reno-
vables reglamentará concertadamente con las comunidades negras el uso colec-
tivo de áreas del bosque a que se refiere la presente ley, para el aprovechamiento
forestal persistente.

 Para efectos del aprovechamiento, el procesamiento o la comercialización
de los productos forestales que se obtengan en desarrollo de la concesión
forestal, la comunidad concesionaria podrá entrar en asociación con entida-
des públicas o privadas.
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El Estado garantizará y facilitará la capacitación de los integrantes de las
comunidades concesionarias en las prácticas y técnicas adecuadas para cada
etapa del proceso de producción para asegurar el éxito económico y el desa-
rrollo sustentable de los integrantes y de la región.

 Para todos los efectos de explotación de los recursos forestales que con-
templa este artículo se priorizarán las propuestas de las gentes [sic] comuni-
dades negras de conformidad con el artículo 13 de la Constitución.

Artículo 25. En áreas adjudicadas colectivamente a las comunidades ne-
gras, en las cuales en el futuro la autoridad ambiental considere necesaria la
protección de especies, ecosistemas o biomas, por su significación ecológica,
se constituirán reservas naturales especiales en cuya delimitación, conserva-
ción y manejo participarán las comunidades y las autoridades locales. Ade-
más, se aplicará lo dispuesto en el artículo 51 de esta ley. El Gobierno
reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

CAPÍTULO V
RECURSOS MINEROS

Artículo 26. El Ministerio de Minas y Energía de oficio o a petición de las
comunidades negras de que trata esta ley, podrá señalar y delimitar en las
áreas adjudicadas a ellos zonas mineras de comunidades negras en las cuales
la exploración y la explotación de los recursos naturales no renovables deberá
realizarse bajo condiciones técnicas especiales sobre protección y participa-
ción de tales comunidades negras, con el fin de preservar sus especiales ca-
racterísticas culturales y económicas, sin perjuicio de los derechos adquiridos
o constituidos a favor de terceros.

Artículo 27. Las comunidades negras de que trata la presente ley gozarán
del derecho de prelación para que el Gobierno, a través del Ministerio de
Minas y Energía, les otorgue licencia especial de exploración y explotación en
zonas mineras de comunidades negras sobre los recursos naturales no reno-
vables tradicionalmente aprovechados por tales comunidades. Sin embargo,
la licencia especial podrá comprender otros minerales con excepción del car-
bón, minerales radiactivos, sales e hidrocarburos.
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Artículo 28. Si existieren áreas susceptibles de ser declaradas zonas mine-
ras indígenas y a su vez zonas mineras de comunidades negras, el Ministerio
de Minas y Energía podrá declarar dichas zonas como Zonas Mineras Con-
juntas, en las cuales el desarrollo de actividades se realizará de común acuer-
do entre los dos grupos étnicos y gozarán de los mismos derechos y obligaciones.

Artículo 29. Los usos mineros se ejercerán previniendo y controlando los
factores de deterioro ambiental que puedan derivarse de esa actividad sobre
la salud humana, los recursos hidrobiológicos, la fauna y demás recursos na-
turales renovables relacionados.

Artículo 30. Las comunidades negras a que se refiere esta ley podrán
acudir a los mecanismos e instituciones de control y vigilancia ciudadanos
sobre los contratos de explotación minera, en los términos previstos en el
estatuto general de contratación de la administración pública, en la ley
estatutaria de mecanismos e instituciones de participación ciudadana, y en
las normas que los modifiquen o sustituyan.

Artículo 31. Para efecto de lo consagrado en los artículos anteriores, el
Gobierno reglamentará los requisitos y demás condiciones necesarias para su
efectiva aplicación, de acuerdo con las normas mineras vigentes.

CAPÍTULO VI
MECANISMOS PARA LA PROTECCIÓN Y DESARROLLO

DE LOS DERECHOS Y DE LA IDENTIDAD CULTURAL

Artículo 32. El estado colombiano reconoce y garantiza a las comunida-
des negras el derecho a un proceso educativo acorde con sus necesidades y
aspiraciones etnoculturales.

 La autoridad competente adoptará las medidas necesarias para que en
cada uno de los niveles educativos, los currículos se adapten a esta dispo-
sición.

Artículo 33. El Estado sancionará y evitará todo acto de intimidación,
segregación, discriminación o racismo contra las comunidades negras en los
distintos espacios sociales, de la administración pública en sus altos niveles
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decisorios y en especial en los medios masivos de comunicación y en el siste-
ma educativo, y velará para que se ejerzan los principios de igualdad y respeto
de la diversidad étnica y cultural.

 Para estos propósitos, las autoridades competentes aplicarán las sancio-
nes que le corresponden de conformidad con lo establecido en el Código
Nacional de Policía, en las disposiciones que regulen los medios masivos de
comunicación y el sistema educativo, y en las demás normas que le sean
aplicables.

Artículo 34. La educación para las comunidades negras debe tener en
cuenta el medio ambiente, el proceso productivo y toda la vida social y cultu-
ral de estas comunidades. En consecuencia, los programas curriculares ase-
gurarán y reflejarán el respeto y el fomento de su patrimonio económico,
natural, cultural y social, sus valores artísticos, sus medios de expresión y sus
creencias religiosas. Los currículos deben partir de la cultura de las comuni-
dades negras para desarrollar las diferentes actividades y destrezas en los in-
dividuos y en el grupo, necesarios para desenvolverse en su medio social.

Artículo 35. Los programas y los servicios de educación destinados por el
Estado a las comunidades negras deben desarrollarse y aplicarse en coopera-
ción con ellas, a fin de responder a sus necesidades particulares y deben
abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores, sus
formas lingüísticas y dialectales y todas sus demás aspiraciones sociales, eco-
nómicas y culturales.

 El Estado debe reconocer y garantizar el derecho de las comunidades
negras a crear sus propias instituciones de educación y comunicación, siem-
pre que tales instituciones satisfagan las normas establecidas por la autoridad
competente.

Artículo 36. La educación para las comunidades negras debe desarrollar
conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente
y en condiciones de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la
comunidad nacional.

Artículo 37. El Estado debe adoptar medidas que permitan a las comu-
nidades negras conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que
atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a la educación y la salud, a
los servicios sociales y a los derechos que surjan de la Constitución y las
leyes.
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 A tal fin, se recurrirá, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utiliza-
ción de los medios de comunicación en las lenguas de las comunidades negras.

Artículo 38. Los miembros de las comunidades negras deben disponer de
medios de formación técnica, tecnológica y profesional que los ubiquen en
condiciones de igualdad con los demás ciudadanos.

El Estado debe tomar medidas para permitir el acceso y promover la par-
ticipación de las comunidades negras en programas de formación técnica,
tecnológica y profesional de aplicación general.

Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno
económico, las condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas
de las comunidades negras. Todo estudio a este respecto deberá realizarse en
cooperación con las comunidades negras las cuales serán consultadas sobre
la organización y funcionamiento de tales programas. Estas comunidades asu-
mirán progresivamente la responsabilidad de la organización y el funciona-
miento de tales programas especiales de formación.

Artículo 39. El Estado velará para que en el sistema nacional educativo
se conozca y se difunda el conocimiento de las prácticas culturales propias de
las comunidades negras y sus aportes a la historia y a la cultura colombiana, a
fin de que ofrezcan una información equitativa y formativa de las sociedades
y culturas de estas comunidades.

En las áreas de sociales de los diferentes niveles educativos se incluirá la
cátedra de estudios afrocolombianos conforme con los currículos correspon-
dientes.

Artículo 40. El Gobierno destinará las partidas presupuestales para ga-
rantizar mayores oportunidades de acceso a la educación superior a los miem-
bros de las comunidades negras.

Así mismo, diseñará mecanismos de fomento para la capacitación técni-
ca, tecnológica y superior, con destino a las comunidades negras en los distin-
tos niveles de capacitación. Para este efecto, se creará, entre otros, un fondo
especial de becas para educación superior, administrado por el Icetex, desti-
nado a estudiantes en las comunidades negras de escasos recursos y que se
destaquen por su desempeño académico.

Artículo 41. El Estado apoyará mediante la destinación de los recursos
necesarios, los procesos organizativos de las comunidades negras con el fin
de recuperar, preservar y desarrollar su identidad cultural.
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 Artículo 42. El Ministerio de Educación formulará y ejecutará una polí-
tica de etnoeducación para las comunidades negras y creará una comisión
pedagógica, que asesorará dicha política con representantes de las comuni-
dades.

Artículo 43. De conformidad con lo previsto en el ordinal 10 del artículo
150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de
facultades extraordinarias para que, dentro del término de tres (3) meses con-
tados a partir de la vigencia de la presente ley, reestructure el Instituto Co-
lombiano de Antropología –ICAN–, Unidad Administrativa Especial adscrita
a Colcultura, con el propósito de que incorpore dentro de sus estatutos bási-
cos, funciones y organización interna los mecanismos necesarios para promo-
ver y realizar programas de investigación de la cultura afrocolombiana, a fin
de que contribuya efectivamente en la preservación y el desarrollo de la iden-
tidad cultural de las comunidades negras.

 Créase una Comisión Asesora que conceptuará sobre el proyecto de de-
creto que el Gobierno someterá a su estudio, y que estará integrada por tres
(3) representantes a la Cámara y dos (2) Senadores escogidos por sus Mesas
Directivas y un (1) antropólogo propuesto por la misma Comisión.

Artículo 44. Como un mecanismo de protección de la identidad cultural,
las comunidades negras participarán en el diseño, elaboración y evaluación
de los estudios de impacto ambiental, socioeconómico y cultural, que se rea-
licen sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a que se
refiere esta ley.

Artículo 45. El Gobierno Nacional conformará una Comisión Consultiva
de alto nivel, con la participación de representantes de las comunidades ne-
gras de Antioquia, Valle, Cauca, Chocó, Nariño, Costa Atlántica y demás
regiones del país a que se refiere esta ley y de raizales de San Andrés, Pro-
videncia y Santa Catalina, para el seguimiento de lo dispuesto en la presente
ley.

Artículo 46. Los Consejos Comunitarios podrán designar por consenso
los representantes de los beneficiarios de esta ley para los efectos que se
requiera.
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CAPÍTULO VII
PLANEACIÓN Y FOMENTO DEL DESARROLLO

ECONÓMICO Y SOCIAL

Artículo 47. El Estado adoptará medidas para garantizarle a las comuni-
dades negras de que trata esta ley el derecho a desarrollarse económica y
socialmente atendiendo los elementos de su cultura autónoma.

Artículo 48. Las comunidades negras de que trata la presente ley partici-
parán mediante un representante nombrado por el Gobierno de una terna
que ellas presenten, en el Consejo Nacional de Planeación creado por el ar-
tículo 340 de la Constitución Nacional. Igualmente, se dará representación
equitativa a las comunidades negras a que se refiere la presente ley en los
correspondientes Consejos territoriales de Planeación, de acuerdo a los pro-
cedimientos definidos en la Ley Orgánica de Planeación.

Artículo 49. El diseño, ejecución y coordinación de los planes, programas
y proyectos de desarrollo económico y social que adelante el gobierno y la
Cooperación Técnica Internacional para beneficio de las comunidades ne-
gras de que trata esta ley, deberá hacerse con la participación de los represen-
tantes de tales comunidades, a fin de que respondan a sus necesidades
particulares, a la preservación del medio ambiente, a la conservación y cuali-
ficación de sus prácticas tradicionales de producción, a la erradicación de la
pobreza y al respeto y reconocimiento de su vida social y cultural. Estos pla-
nes, programas y proyectos deberán reflejar las aspiraciones de las comunida-
des negras en materia de desarrollo.

Parágrafo. Las inversiones que adelante el sector privado en áreas que
afecten a las comunidades negras de que trata esta ley deberán respetar el
ambiente, el interés social y el patrimonio cultural de la Nación.

Artículo 50. El Gobierno fomentará y financiará actividades de investiga-
ción orientadas a la promoción de los recursos humanos y al estudio de las
realidades y potencialidades de las comunidades negras, de manera que se
facilite su desarrollo económico y social. Así mismo, propiciará la participa-
ción de estas comunidades en los procesos de planeación, coordinación, eje-
cución y evaluación de dichas investigaciones.
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Artículo 51. Las entidades del Estado en concertación con las comunida-
des negras, adelantarán actividades de investigación, capacitación, fomento,
extensión y transferencia de tecnologías apropiadas para el aprovechamiento
ecológico, cultural, social y económicamente sustentable de los recursos na-
turales, a fin de fortalecer su patrimonio económico y cultural.

Artículo 52. El Gobierno Nacional diseñará mecanismos especiales fi-
nancieros y crediticios que permitan a las comunidades negras la creación de
formas asociativas y solidarias de producción para el aprovechamiento soste-
nido de sus recursos y para que participen en condiciones de equidad en las
asociaciones empresariales que con particulares puedan conformar dichas
comunidades. Para efectos del estimativo de este aporte y para garantizar los
créditos, se podrá tener en cuenta el valor de los bienes que se autoriza apro-
vechar.

Artículo 53. En las áreas de amortiguación del Sistema de Parques Na-
cionales ubicados en las zonas objeto de esta ley se desarrollarán, conjunta-
mente con las comunidades negras, modelos apropiados de producción,
estableciendo estímulos económicos y condiciones especiales para acceder al
crédito y capacitación.

Igualmente en coordinación con las comunidades locales y sus organiza-
ciones, se desarrollarán mecanismos para desestimular la adopción o prose-
cución de prácticas ambientalmente insostenibles.

Artículo 54. El Gobierno Nacional diseñará mecanismos adecuados para
las comunidades negras o integrantes de ellas que hayan desarrollado varie-
dades vegetales o conocimientos con respecto al uso medicinal, alimenticio,
artesanal o industrial de animales o plantas de su medio natural, sean recono-
cidos como obtentores, en el primer caso, y obtengan, en el segundo, benefi-
cios económicos, en cuanto otras personas naturales o jurídicas desarrollen
productos para el mercado nacional o internacional.

Artículo 55. El Gobierno adecuará los programas de crédito y asistencia
técnica a las particulares condiciones socioeconómicas y ambientales de las
comunidades negras objeto de esta ley.

Artículo 56. Las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan juris-
dicción sobre las áreas donde se adjudiquen las propiedades colectivas a las
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comunidades negras de que trata el artículo transitorio 55 de la Constitución,
tendrán un (1) representante de esas comunidades en sus consejos directivos
en los términos que defina el reglamento que expida el Gobierno Nacional.

Artículo 57. El Gobierno Nacional creará una comisión de estudios para
la formulación de un plan de desarrollo de las comunidades negras. Esta co-
misión comenzará a operar una vez sea elegido el Presidente de la República
y hasta la aprobación del plan nacional de desarrollo en el Conpes. Este plan
propondrá las políticas de largo plazo y será el marco de referencia para que
las políticas del Plan Nacional de Desarrollo respeten la diversidad étnica de
la Nación y promuevan el desarrollo sostenible de esas comunidades de acuer-
do a la visión que ellas tengan del mismo.

 Esta será una comisión técnica con amplio conocimiento de las realida-
des de las comunidades negras y para su conformación se tendrán en cuenta
las propuestas de las comunidades negras. El Departamento Nacional de
Planeación será responsable de financiar los gastos para su cabal funciona-
miento.

Artículo 58. En los fondos estatales de inversión social habrá una unidad
de gestión de proyectos para apoyar a las comunidades negras en los procesos
de capacitación, identificación, formulación, ejecución y evaluación de pro-
yectos. Para su conformación se consultará a las comunidades beneficiarias
de esta ley.

Artículo 59. Las cuencas hidrográficas en que se asienten las comunida-
des negras beneficiarias de la titulación colectiva se constituirán en unidades
para efectos de la planificación del uso y aprovechamiento de los recursos
naturales conforme a reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 60. La reglamentación de la presente ley se hará teniendo en
cuenta las recomendaciones de las comunidades negras beneficiarias de ella,
a través de la comisión consultiva a que se refiere la presente ley.
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Artículo 61. El Gobierno apropiará los recursos necesarios para la ejecu-
ción de la presente ley.

Artículo 62. Dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, el
Gobierno Nacional destinará las partidas presupuestales necesarias para la
puesta en marcha de la Universidad del Pacífico creada mediante la ley 65
del 14 de diciembre de 1988.

Artículo 63. Dentro de los dos años siguientes a la vigencia de la presente
ley el Gobierno Nacional apropiará los recursos necesarios para la construc-
ción de la carretera que une los departamentos del Valle del Cauca y el Huila,
entre los municipios de Palmira y Palermo. Así mismo se destinarán los recur-
sos necesarios para la terminación de la carretera Panamericana en su último
tramo en el departamento del Chocó.

Artículo 64. El Gobierno Nacional podrá hacer los traslados presupuestales
y para negociar los empréstitos que sean necesarios para el cumplimiento de
esta ley.

Artículo 65. Dentro de los dos años siguientes a la vigencia de la presente
ley el Gobierno Nacional apropiará los recursos necesarios para la construc-
ción de la vía fluvial del Baudó hasta Pizarro, la vía fluvial de Buenaventura
hasta Tumaco pasando por Puerto Merizalde y Guapí de acuerdo a los pro-
yectos presentados por el Pladeicop.

Artículo 66.*

Artículo 67. Créase en el Ministerio de Gobierno, la Dirección de Asun-
tos para las Comunidades Negras con asiento en el Consejo de Política Eco-
nómica y Social.

* Declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-484 de 26
de septiembre de 1996, magistrado ponente Eduardo Cifuentes Muñoz. “La presen-
te sentencia sólo tendrá efectos hacia el futuro, y no afecta las situaciones ni los
resultados electorales cumplidos y realizados al amparo de la norma declarada
inexequible”.
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Artículo 68. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación
y deroga las disposiciones que sean contrarias.

DECRETO 1371 DE 1994*

(Junio 30)

Por el cual se conforma la Comisión Consultiva de Alto Nivel de
que trata el artículo 45 de la Ley 70 de 1993.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades
constitucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos 189
numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 70 de 1993, y

C O N S I D E R A N D O :

Que el artículo 45 de la Ley 70 de 1993 estableció que el Gobierno Na-
cional conformará una Comisión Consultiva de Alto Nivel, con la participa-
ción de representantes de las comunidades negras de Antioquia, Valle, Cauca,
Chocó, Nariño, Costa Atlántica y demás regiones a que se refiere la misma
ley y de raizales de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, para el segui-
miento de lo dispuesto en ella.

Que el artículo 60 de la misma Ley 70 de 1993 estableció que su regla-
mentación se haría teniendo en cuenta las recomendaciones de las comuni-
dades negras beneficiarias de ella, a través de la Comisión Consultiva de Alto
Nivel.

Que la Comisión Consultiva de Alto Nivel debe constituirse además en
espacio de interlocución permanente para la atención de los asuntos de ca-
rácter regional y nacional que interesan a las comunidades negras beneficia-
rias de la Ley 70 de 1993,

* Publicado en el Diario Oficial No. 41.417, del 1o julio de 1994.
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D E C R E T A :

CAPÍTULO I
DE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL

Artículo 1o. Conformación. Confórmase la Comisión Consultiva de Alto
Nivel para las Comunidades Negras prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de
1993, la cual se integrará de la siguiente manera:

– El viceministro de Gobierno, quien la presidirá;
– El viceministro del Medio Ambiente;
– El viceministro de Vivienda y Desarrollo Urbano del Ministerio de De-

sarrollo Económico;
– El viceministro de Minas y Energía;
– El director del Incora;
– El director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi;
– El director del Instituto Colombiano de Antropología;
– El director ejecutivo del Fondo de Solidaridad y Emergencia Social de

la Presidencia de la República;
– El jefe de la Unidad de Planeación Regional y Urbana del Departa-

mento Nacional de Planeación;
– El director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio

de Gobierno;
– Cinco (5) representantes de las comunidades negras por el Departa-

mento del Chocó;
– Cuatro (4) representantes de las comunidades negras por la Costa At-

lántica;
– Tres (3) representantes de las comunidades negras por cada uno de los

Departamentos de Valle, Cauca y Nariño;
– Un (1) representante de las comunidades negras por el Departamento

de Antioquia;
– Un (1) representante de los raizales de San Andrés, Providencia y San-

ta Catalina;
– Un (1) representante de las comunidades negras por cada uno de los

departamentos distintos de los mencionados que constituyan Comi-
siones Consultivas Departamentales de conformidad con lo estableci-
do en el Capítulo II del presente Decreto;



[  Decreto 1371 de 1994 ]

[ 201 ]

– Dos (2) representantes a la Cámara elegidos por circunscripción espe-
cial para las comunidades negras, de conformidad con el artículo 66
de la Ley 70 de 1993.

Parágrafo 1. Las comunidades negras residentes en el Distrito Capital de
Santafé de Bogotá podrán designar a un representante ante la Comisión Con-
sultiva de Alto Nivel, siempre que constituyan una Comisión Consultiva
Distrital, con sujeción a lo establecido en el Capítulo II del presente Decreto.

Parágrafo 2. La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus
sesiones a los servidores públicos del orden nacional y a las demás personas
que considere puedan contribuir en el adecuado desarrollo de sus funciones.

Artículo 2. Representantes de las comunidades negras ante la Comi-
sión de Alto Nivel. Los representantes nombrados por las organizaciones de
base de las comunidades negras ante las Comisiones Consultivas Departa-
mentales, de conformidad con el Capítulo II del presente Decreto, designa-
rán entre sus miembros y para períodos de dos (2) años los representantes de
las mismas comunidades ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel.

No obstante el período establecido, la representación ante la Comisión
Consultiva de Alto Nivel puede ser revocada, en cualquier tiempo, por los
representantes nombrados por las organizaciones de base de las Comunida-
des Negras ante la respectiva Comisión Consultiva Departamental que reali-
zó la designación.

Cada Comisión Consultiva Departamental comunicará al Ministerio  de
Gobierno las designaciones de los representantes de las comunidades negras
ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para los efectos de su integración.

Artículo 3. Funciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. La
Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá las siguientes funciones:

1. Servir de instancia de diálogo entre las comunidades negras y el Go-
bierno Nacional;

2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia
las comunidades negras y de interlocución con niveles directivos del orden
nacional;

3. Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que
desarrollan los derechos de las comunidades negras;
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4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las
comunidades negras, para impulsar programas de titulación y dotación de
tierras en su beneficio, de acuerdo con la ley;

5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades
nacionales y territoriales para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos
sociales, económicos, políticos, culturales y territoriales de las comunidades
negras;

6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades negras y el Estado,
dentro del marco y sin detrimento de la autonomía de la administración pú-
blica y de la utilización de los mecanismos de participación ciudadana;

7. En materia de reglamentación de la Ley 70 de 1993, constituirse en el
espacio para que las comunidades negras presenten y debatan con los repre-
sentantes del Gobierno Nacional las recomendaciones pertinentes, antes de
que los proyectos respectivos sean expedidos por el Presidente de la Repú-
blica.

Dentro de estos parámetros, la Comisión Consultiva de Alto Nivel deberá
promover la difusión, consulta y participación de las comunidades negras y
sus organizaciones en la reglamentación de la Ley 70 de 1993. Así mismo
realizará el seguimiento y evaluación del desarrollo de la Ley.

Artículo 4. Funcionamiento. La Comisión Consultiva de Alto Nivel esta-
blecerá en un reglamento interno aprobado por las autoridades del Gobierno
Nacional y los representantes de las comunidades sus reglas de funciona-
miento, y determinará en el mismo las condiciones y épocas para sesionar y la
manera de realizar las convocatorias.

Artículo 5. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión
Consultiva de Alto Nivel será ejercida por el Plan Nacional de Rehabilitación
de la Presidencia de la República, mientras entra en funcionamiento la Direc-
ción para Asuntos de las Comunidades Negras del Ministerio de Gobierno.
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CAPÍTULO II
DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS DEPARTAMENTALES

Artículo 6. Conformación. En cada departamento en donde existan or-
ganizaciones de base que representen a las comunidades negras definidas en
el artículo 2o, numeral 5o de la Ley 70 de 1993 y en el Departamento de San
Andrés, Providencia y Santa Catalina se conformará una Comisión Consulti-
va Departamental, integrada de la siguiente manera:

– El Gobernador del respectivo departamento o el Secretario de Gobier-
no, quien la presidirá;

– Un representante de los alcaldes del respectivo departamento;
– El gerente regional del Incora;
– El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional o su de-

legado;
– Un representante del Corpes regional respectivo;
– El delegado departamental o coordinador zonal del Plan Nacional de

Rehabilitación;
– Dos (2) representantes de cada una de las organizaciones de base que

representan a las comunidades negras definidas en el artículo 2o nu-
meral 5o de la Ley 70 de 1993 en el respectivo departamento, nombra-
dos por éstas para períodos de dos (2) años.

En el caso de San Andrés, Providencia y Santa Catalina los representan-
tes serán nombrados por las organizaciones que representan a los raizales en
el mismo departamento.

Parágrafo 1. La Comisión Consultiva Distrital de Santafé de Bogotá se
conformará, en su caso, por el Alcalde Mayor, el secretario de Gobierno o el
secretario general, quien la presidirá; un (1) representante de los alcaldes
locales; el director de la CAR; el delegado departamental para Cundinamarca
del Plan Nacional de Rehabilitación, y dos (2) representantes de cada una de
las organizaciones de base que representan a las comunidades negras defini-
das en el artículo 2o numeral 5o de la Ley 70 de 1993 en el Distrito Capital. El
delegado departamental para Cundinamarca del Plan Nacional de Rehabili-
tación ejercerá además la Secretaría Técnica de la respectiva Comisión.
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Parágrafo 2. Para efectos del nombramiento de delegados a las Comisio-
nes Consultivas Departamentales, la Secretaría Técnica de la Comisión Con-
sultiva de Alto Nivel, llevará un registro y expedirá las constancias que acrediten
a las organizaciones de las Comunidades Negras que correspondan a los
parámetros establecidos en el numeral 5 del artículo 2 de la Ley 70 de 1993
y los raizales de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, atendiendo a su
representatividad étnica y respetando las dinámicas regionales.

Parágrafo 3. En todo caso, la designación de los representantes de las
Comunidades Negras y de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa
Catalina podrá ser revocada por la organización que la realizó.

Parágrafo 4. Las Comisiones Consultivas Departamentales podrán invi-
tar a sus sesiones a los servidores públicos del orden departamental o munici-
pal y a las demás personas que considere pueden contribuir en el adecuado
desarrollo de sus funciones.

Artículo 7. Funciones. Las Comisiones Consultivas Departamentales
constituirán escenarios de diálogo y búsqueda de acuerdos en torno a proyec-
tos de desarrollo regionales, de búsqueda de soluciones a los problemas y
conflictos que se presenten en el respectivo departamento y afecten a las
comunidades negras  y de apoyo a la divulgación y aplicación de los avances
de la Ley 70 de 1993, todo ello dentro del marco y sin detrimento de la auto-
nomía de la administración pública y de la utilización de los mecanismos de
participación ciudadana. Constituirán así mismo las Comisiones Consultivas
Departamentales espacios de interlocución entre las instancias territoriales y
nacionales para transmitir a estas últimas, a través de la Comisión Consultiva
de Alto Nivel, los asuntos regionales que sean de competencia de la Nación y
que requieran de su atención.

Artículo 8. Funcionamiento. Cada Comisión Consultiva Departamental
y la del Distrito Capital de Santafé de Bogotá, en su caso, establecerá en un
reglamento interno aprobado por las autoridades departamentales o distritales,
según sea el caso, y por los representantes de las organizaciones de base de
las comunidades negras o de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa
Catalina, sus reglas de funcionamiento, y determinará en el mismo las condi-
ciones y épocas para sesionar y la manera de realizar las convocatorias.
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Artículo 9. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de las Comisiones
Consultivas Departamentales será ejercida por los delegados departamenta-
les o coordinadores zonales del Plan Nacional de Rehabilitación. En San
Andrés, Providencia y Santa Catalina la Secretaría Técnica será designada
por la gobernación respectiva.

CAPÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 10. Carácter y domicilio de las comisiones. La Comisión Con-
sultiva de Alto Nivel y las Comisiones Consultivas Departamentales tendrán
carácter permanente y su domicilio principal, en su orden, estará ubicado en
la ciudad de Santafé de Bogotá, D.C., y en el municipio que señale cada
reglamento de las Comisiones Consultivas Departamentales, pero podrán
sesionar en cualquier lugar del país o del departamento respectivo.

Artículo 11. Vigencia. El presente Decreto comienza a regir en la fecha
de su publicación.

DECRETO 2313 DE 1994*

(Octubre 13)

Por el cual se adiciona la estructura interna del Ministerio de
Gobierno con la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras

y se le asignan funciones.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades cons-
titucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos 189
numeral 16 de la Constitución Política y 67 de la Ley 70 de 1993,

* Publicado en el Diario Oficial No.41.566, del 14 de octubre de 1994.
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DECRETA:

Artículo 1. Adiciónase la estructura interna del Ministerio de Gobierno,
establecida por el Decreto número 2035 de 1992, con la Dirección de Asun-
tos para las Comunidades Negras, creada por el artículo 67 de la Ley 70 de
1993.

Artículo 2. La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras desa-
rrollará las siguientes funciones:

a) Formular y someter a la aprobación del Ministro de Gobierno para su
adopción por parte del Gobierno Nacional, la política en materia de
comunidades negras, teniendo en cuenta las recomendaciones y suge-
rencias que surjan de la Comisión Consultiva de Alto Nivel;

b) Promover acciones, tanto de parte del Ministerio, como de las demás
agencias del Estado para que las comunidades negras del país sean
atendidas debidamente por los programas de acción del Gobierno
Nacional y tenidas en cuenta en los presupuestos de las diferentes
dependencias que guarden relación con programas de las comunida-
des negras, así como evaluar la implementación de dichas políticas en
coordinación con las entidades públicas con presencia en las zonas de
comunidades negras que ejecuten proyectos. En este sentido velar por
el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 70 de
1993;

c) Coordinar acciones con las distintas entidades públicas, privadas y
extranjeras para la implementación y ejecución de programas para las
comunidades negras y prestar apoyo al desarrollo autogestionario de
dichas comunidades;

d) Velar por el respeto y cumplimiento de los principios de igualdad, iden-
tidad y autonomía cultural de las comunidades negras. En este sentido
intervenir en la solución de conflictos que afecten los derechos de
estas comunidades;

e) Recopilar y divulgar las normas que regulan los derechos de las comu-
nidades negras, como grupo étnico, así como las recomendaciones
adoptadas por el Gobierno Nacional, la Comisión Consultiva de Alto
Nivel y los organismos internacionales referentes a la población de las
comunidades negras, y propender por su actualización y cumplimiento;
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f) Fortalecer el sentido solidario y el proceso organizativo interno de las
comunidades negras, prestando asesoría y asistencia a sus organiza-
ciones y a las oficinas de asuntos para las comunidades negras en las
entidades territoriales;

g) Ejercer la Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de Alto Nivel,
en los términos establecidos por el Decreto número 1371 de 1994;

h) Elaborar y actualizar permanentemente un registro de las organizaciones
de las comunidades negras, con miras a prestarles el apoyo necesario;

i) Realizar estudios y coordinar esfuerzos con el Instituto Colombiano
de Antropología con el propósito de afianzar los conocimientos sobre
la cultura de las comunidades negras, y propender por la defensa de
sus derechos y el desarrollo de su identidad cultural;

j) Coordinar las acciones relacionadas con las comunidades negras que
corresponden al Gobierno Nacional y velar por el cumplimiento de las
funciones asignadas a sus distintas entidades y organismos.

Artículo 3. El Director para Asuntos de las Comunidades Negras tendrá
asiento en el Conpes, en los términos establecidos en el numeral 2° del ar-
tículo 3° del Decreto número 627 de 1974.

Artículo 4. El presente Decreto comienza a regir en la fecha de su publi-
cación y adiciona el Decreto 2035 de 1992.

DECRETO 1745 DE 1995*

(Octubre 12)

Por el cual se reglamenta el Capítulo III de la Ley 70 de 1993,
se adopta el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la

propiedad colectiva de las “Tierras de las Comunidades Negras”
y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numera 11 del
artículo 189 de la Constitución Política, y

* Publicado en el Diario Oficial No. 42.049, del 13 de octubre de 1995.
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CONSIDERANDO:

Que es deber del Estado reconocer y proteger la diversidad étnica y cultu-
ral de la Nación colombiana, para lo cual debe propender por el reconoci-
miento, protección y desarrollo autónomo de las culturas y de las personas
que la conforman;

Que el inciso segundo del artículo 13 de la Constitución Nacional establece
que el Estado debe promover las condiciones para que la igualdad sea real y
efectiva y adoptar medidas en favor de grupos discriminados o marginados;

Que de conformidad con la Ley 70 de 1993 y en cumplimiento de la
función social y ecológica de la propiedad, se reconoce a las comunidades
negras el derecho a la propiedad colectiva de las tierras baldías que han veni-
do ocupando en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pací-
fico, y en otras zonas del país, de acuerdo con lo establecido en el inciso
segundo del artículo 1º de esa ley;

Que de conformidad con el artículo 5º de la Ley 70 de 1993, para recibir
en propiedad colectiva las tierras titulables, cada comunidad deber formar un
Consejo Comunitario, de acuerdo con los requisitos que reglamente el Go-
bierno Nacional;

Que de conformidad con los Artículos 8º y 17 de la Ley 70 de 1993, se
conformará una Comisión integrada por el Ministerio del Medio Ambiente,
el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, y el Instituto Geográ-
fico “Agustín Codazzi”, IGAC, con el objeto de evaluar técnicamente las soli-
citudes para la adjudicación de Tierras de las Comunidades Negras y para
emitir concepto previo sobre las solicitudes de aprovechamiento, exploración
y explotación de los recursos naturales en ellas;

Que uno de los fines esenciales del Estado es facilitar la participación de
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, admi-
nistrativa y cultural de la Nación, como lo disponen el artículo 2º de la Cons-
titución Política, la Ley 21 de 1991 y demás normas vigentes sobre la materia.

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 60 de la Ley 70 de 1993:
“La reglamentación de la presente ley se hará teniendo en cuenta las reco-
mendaciones de las comunidades beneficiarias de ella a través de la Comi-
sión Consultiva a que se refiere la presente ley”;

Que la Comisión Consultiva de Alto Nivel, de la cual hacen parte repre-
sentantes de las comunidades negras, en sesión del día 16 de junio del pre-
sente año, acogió el texto de reglamentación del Capítulo III de la Ley 70 de
1993 que por el presente Decreto se adopta.
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DECRETA:

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1º.  Principios. El presente Decreto se fundamenta en los prin-
cipios y derechos de que trata la Constitución Política y las leyes 70 de 1993
y 21 de 1991, y dará aplicación a los principios de eficacia, economía y cele-
ridad, con el objeto de lograr la oportuna efectividad de los derechos recono-
cidos en dichas normas.

Artículo 2º.  Ámbito de la aplicación. El presente Decreto se aplicará en
las zonas señaladas en la Ley 70 de 1993.

CAPÍTULO II
DE LOS CONSEJOS COMUNITARIOS

Artículo 3º. Definición. Una comunidad negra podrá constituirse en Con-
sejo Comunitario, que como persona jurídica ejerce la máxima autoridad de
administración interna dentro de las Tierras de las Comunidades Negras, de
acuerdo con los mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los demás
que le asigne el sistema de derecho propio de cada comunidad.

En los términos del numeral 5º, artículo 2º de la Ley 70 de 1993, comuni-
dad negra es el conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que po-
seen una cultura propia, comparten una historia y tienen sus propias tradiciones
y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y conservan
conciencia e identidad que las distinguen de otros grupos étnicos.

Al Consejo Comunitario lo integran la Asamblea General y la Junta del
Consejo Comunitario.

Artículo 4º. La Asamblea General. Para los efectos del presente Decre-
to, la Asamblea General es la máxima autoridad del Consejo Comunitario y
estará conformada por las personas reconocidas por éste, de acuerdo con su
sistema de derecho propio y registradas en el censo interno.

La Asamblea se reunirá ordinariamente cada año para la toma de decisio-
nes, para el seguimiento y evaluación de las labores de la Junta del Consejo
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Comunitario y para tratar temas de interés general y, extraordinariamente,
cuando vaya a solicitar el título colectivo o cuando lo estime conveniente.

La Asamblea en la cual se elija la primera Junta del Consejo Comunitario,
será convocada por las organizaciones comunitarias existentes reconocidas
por la comunidad. En adelante, convoca la Junta del Consejo Comunitario, si
ésta no lo hiciera oportunamente, lo hará la tercera parte de los miembros de
la Asamblea General de acuerdo con el sistema de derecho propio de la mis-
ma. Las convocatorias deberán hacerse con un mínimo de treinta (30) días de
anticipación.

La toma de decisiones en la Asamblea General del Consejo Comunitario
se hará, preferiblemente, por consenso. De no lograrse éste, se procederá a
decidir por la mayoría de los asistentes.

Artículo 5º. Quórum de la Asamblea General. El quórum mínimo para
sesionar la Asamblea General será de la mitad más uno de sus integrantes. En el
evento de no existir quórum en la fecha y hora convocadas, los asistentes podrán
fijar fecha y hora para una nueva Asamblea, la cual sesionará con la tercera parte
de los asambleístas reconocidos y registrados en el censo interno.

Artículo 6º. Funciones de la Asamblea General:

1. Nombrar las personas que la presidan, las cuales deberán ser diferentes
a los miembros de la Junta del Consejo Comunitario.

2. Elegir los miembros de la Junta del Consejo Comunitario y revocar su
mandato de acuerdo con el reglamento que establezca la Asamblea.

3. Determinar el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y discipli-
nario de la Junta del Consejo Comunitario.

4. Aprobar el reglamento de usos y traspasos del usufructo de las tierras
asignadas a los individuos o a las familias, cumpliendo las condiciones previs-
tas en el artículo 7º de la Ley 70 de 1993 y de acuerdo con el sistema de
derecho propio de la comunidad.

5. Aprobar o improbar los planes de desarrollo económico, social y cultu-
ral que formule la Junta del Consejo Comunitario.

6. Decidir sobre las temas que por mandato de este decreto y los regla-
mentos internos de la comunidad sean de su competencia.

7. Aprobar la delimitación de las Tierras de las Comunidades Negras que
serán solicitadas en propiedad colectiva, con base en la propuesta formulada
por la Junta del Consejo Comunitario.



[  Decreto 1745 de 1995 ]

[ 211 ]

8. Proponer mecanismos y estrategias de resolución de conflictos de acuer-
do con las costumbres tradicionales de la comunidad.

9. Reglamentar y velar por la aplicación de normas del sistema de derecho
propio de las comunidades negras.

10.Determinar mecanismos internos que fortalezcan la identidad étnico-
cultural y que promuevan la organización comunitaria.

11.Velar por el aprovechamiento y conservación de los recursos naturales
de conformidad con la legislación ambiental y las prácticas tradicionales de
producción y demás que garanticen el manejo sustentable de los recursos
naturales.

12.Elegir al representante legal de la comunidad, en cuanto persona
jurídica.

13.Darse su propio reglamento.

Artículo 7º. La Junta del Consejo Comunitario. La Junta del Consejo
Comunitario es la autoridad de dirección, coordinación, ejecución y adminis-
tración interna de la comunidad que ha conformado un Consejo Comunita-
rio para ejercer las funciones que le atribuye la Ley 70 de 1993, sus decretos
reglamentarios y las demás que le asigne el sistema de derecho propio de la
comunidad. Sus integrantes son miembros del Consejo Comunitario, elegi-
dos y reconocidos por éste.

Artículo 8º. Conformación y período de la Junta del Consejo Comuni-
tario. El período de la Junta del Consejo Comunitario vence el 31 de diciem-
bre de cada tres (3) años a partir del primero de enero de 1996.

Debe ser representativa y será conformada teniendo en cuenta las parti-
cularidades de cada comunidad negra, sus estructuras de autoridad y la orga-
nización social de las mismas.

Artículo 9º. Elección. La elección de los miembros de la Junta del Con-
sejo Comunitario se hará por consenso. En caso de no darse, se elegirá por
mayoría de los asistentes a la Asamblea General del Consejo Comunitario. La
elección se llevará a cabo en la primera quincena del mes de diciembre, de la
cual se dejará constancia en el acta respectiva.

Sus miembros sólo podrán ser reelegidos por una vez consecutiva.

Parágrafo 1º. Las Actas de Elección de la Junta del Consejo Comunitario
se presentarán ante el alcalde municipal donde se localice la mayor parte de
su territorio, quien la firmará y registrará en un libro que llevará para tal efec-
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to, en un término no mayor de cinco (5) días. Dicha acta constituirá docu-
mento suficiente para los efectos de representación legal.

La Alcaldía Municipal enviará copia de las actas a los Gobernadores y
alcaldes de las entidades territoriales involucradas y a la Dirección de Asun-
tos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior.

Parágrafo 2º. La Alcaldía Municipal respectiva resolverá en primera ins-
tancia sobre las solicitudes de impugnación de los actos de elección de que
trata el presente artículo, las cuales deberán ser presentadas dentro de los
dos (2) meses siguientes a dicha elección.

La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio
del Interior conocerá en segunda instancia las solicitudes de impugnación y
se hará seguimiento a los procedimientos y trámites que sobre esta materia se
adelanten ante el tribunal Contencioso Administrativo competente.

Artículo 10. Requisitos para ser elegido miembro de la Junta del Con-
sejo Comunitario.

1. Pertenecer a la comunidad negra respectiva.
2. Ser nativo del territorio de la comunidad para la cual se elige, reconoci-

do por ésta y registrado en el censo interno, o tener residencia permanente
por un período no inferior a diez (10) años y haber asumido las prácticas
culturales de la misma.

3. No estar desempeñando cargos públicos con excepción de la labor do-
cente.

4. Ser mayor de edad y ciudadano en ejercicio.
5. Las que definan los reglamentos internos de las comunidades, que no

sean contrarias a la Constitución y la Ley.

Artículo 11. Funciones de la Junta del Consejo Comunitario. Son fun-
ciones de la Junta del Consejo Comunitario, entre otras, las siguientes.

1. Elaborar el informe que debe acompañar la solicitud de titulación, se-
gún lo dispuesto en los artículos 8º y 9º de la Ley 70 de 1993.

2. Presentar a la Asamblea General del Consejo Comunitario, para su
aprobación, la propuesta de delimitación del territorio que será solicitado en
titulación colectiva.
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3. Diligenciar ante el Incora la titulación colectiva de las tierras de la
comunidad negra respectiva.

4. Velar por la conservación y protección de los derechos de la propiedad
colectiva y por la integridad de los territorios titulados a la comunidad.

5. Ejercer el gobierno económico de las Tierras de las Comunidades Ne-
gras según sus sistemas de derecho propio y la legislación vigente.

6. Delimitar y asignar en usufructo áreas de uso y aprovechamiento indi-
vidual, familiar y comunitario en el territorio titulado colectivamente, recono-
ciendo las que han venido ocupando tradicionalmente y con base en el
reglamento que expida la Asamblea General del Consejo Comunitario.

7. Presentar y gestionar planes de desarrollo para su comunidad, previa
autorización de la Asamblea General del Consejo Comunitario.

8. Crear y conservar el archivo de la comunidad, llevar libros de actas,
cuentas y de registro de las áreas asignadas y los cambios que al respecto se
realicen; y hacer entrega de esta información a la siguiente Junta del Consejo
Comunitario al finalizar su período.

9. Presentar a consideración de la Asamblea General del Consejo Comu-
nitario, para su aprobación, el reglamento de administración territorial y ma-
nejo de los recursos naturales, y velar por su cumplimiento.

10.Administrar, con base en el reglamento y las normas vigentes, el uso,
aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, y concertar la in-
vestigación en las Tierras de las Comunidades Negras.

11.Presentar, concertar, ejecutar y hacer seguimiento a proyectos y pro-
gramas con entidades públicas y privadas para el desarrollo económico, social
y cultural de su comunidad.

12.Hacer de amigables componedores en los conflictos internos, ejercer
funciones de conciliación en equidad y aplicar los métodos de control social
propios de su tradición cultural.

13.Propender por el establecimiento de relaciones de entendimiento
intercultural.

14.Citar a reuniones ordinarias y extraordinarias de la Asamblea General
del Consejo Comunitario.

15.Determinar mecanismos de coordinación con las diferentes autorida-
des, con otras comunidades y con grupos organizados existentes en la comu-
nidad.

16.Darse su propio reglamento y establecer las funciones de cada uno de
sus miembros.
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17. Las demás que le fije la Asamblea General del Consejo Comunitario y
el reglamento interno.

Artículo 12. Funciones del Representante Legal del Consejo Comu-
nitario. Son funciones del Representante Legal del Consejo Comunitario,
entre otras, las siguientes:

1. Representar a la comunidad, en cuanto persona jurídica.
2. Presentar ante el Incora, previo aval de la Asamblea General y de la

Junta del Consejo Comunitario, la solicitud de titulación colectiva del terri-
torio de la comunidad que representa.

3. Presentar, ante la autoridad ambiental competente y ante el Ministerio
de Minas y Energía, las solicitudes de aprovechamiento, exploración y explo-
tación de recursos naturales, en beneficio de la comunidad, previa aproba-
ción de la Junta del Consejo Comunitario; exceptuándose, los usos por
ministerio de la Ley, respecto de los recursos naturales renovables.

4. Las demás que le asigne la ley y el reglamento interno.
5. Previa aprobación de la Junta del Consejo Comunitario, celebrar con-

venio o contratos y administrar los beneficios derivados de los mismos.

CAPÍTULO III
DE LA COMISIÓN TÉCNICA

Artículo 13. Conformación, carácter y sede. Para los efectos de la apli-
cación de los artículos 8º y 17 de la Ley 70 de 1993, en un término impro-
rrogable de treinta (30) días a partir de la vigencia del presente Decreto, el
Ministro del Medio Ambiente, el gerente general del Instituto Colombiano
de la Reforma Agraria, Incora, y el director general del Instituto Geográfico
“Agustín Codazzi”, IGAC, designarán los funcionarios de las respectivas enti-
dades que la integran.

La Comisión tiene carácter técnico y transitorio, con sede en la capital de
la República y puede sesionar en cualquier lugar del ámbito de aplicación del
presente Decreto, cuando las circunstancias lo ameriten.

Artículo 14. Unidades de apoyo de la Comisión Técnica. Para mayor
operatividad, se integrarán Unidades de Apoyo conformadas por funcionarios
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designados tanto por el ministro, los gerentes o directores de las entidades
que hacen parte de la Comisión Técnica, como por el director general de la
Corporación Autónoma Regional competente.

A las Unidades de Apoyo les corresponde, de manera subsidiaria, allegar
la información y realizar las diligencias que la Comisión Técnica considere
necesarias para hacer la evaluación y emitir los conceptos de que trata la ley.

En ningún caso estas Unidades de Apoyo están facultadas para emitir el
concepto previo a que hacen referencia los artículos 8º y 17 de la Ley 70 de
1993.

Parágrafo. Cuando las solicitudes traten sobre recursos naturales no re-
novables, harán parte de las Unidades de Apoyo funcionarios designados por
el Ministro de Minas y Energía.

Artículo 15. Funciones de la Comisión Técnica. En territorios ocupa-
dos por una comunidad negra, en los términos que establece la Ley 70 de
1993, y hasta tanto no se le haya adjudicado a ésta en debida forma la propie-
dad colectiva, a la Comisión le corresponde:

1. Evaluar técnicamente y emitir concepto previo sobre.
a) Las solicitudes de titulación colectiva de las Tierras de las Comunida-

des Negras;
b) El otorgamiento de licencia ambiental, autorización, concesión o per-

miso para la ejecución de proyectos, obras o actividades que lo requie-
ran y cuya competencia corresponda al Ministerio del Medio Ambiente,
a las Corporaciones Autónomas Regionales, a las entidades territoria-
les o a cualquier otra autoridad del Sistema Nacional Ambiental;

c) La celebración de cualquier contrato u otorgamiento de título que tenga
por objeto el aprovechamiento de los recursos naturales;

d) El acceso, por cualquier medio legal, a los recursos genéticos ubicados
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 70 de 1993.

2. Determinar los límites del territorio que será otorgado mediante el títu-
lo de propiedad colectiva, de acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de este
Decreto;

3. Verificar que las solicitudes de titulación individual no se encuentran
en territorios ocupados por una comunidad negra, y sean susceptibles de ser
titulados colectivamente.
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Parágrafo 1º. La entidad que recibe las solicitudes de que tratan los lite-
rales b), c) y d) del numeral 1º de este artículo deberá verificar preliminar-
mente si se encuentran dentro de un territorio susceptible de ser titulado
colectivamente a una comunidad negra y, en caso positivo, procederá a remi-
tirlo a la Comisión Técnica para que emita el concepto respectivo.

En todo caso, la comunidad involucrada podrá hacer valer sus derechos
ante la entidad competente o ante la Comisión Técnica.

Parágrafo 2º. Se entiende como explotación de los recursos naturales el
uso, aprovechamiento o comercialización de cualquier recurso natural reno-
vable o no renovable, así como el acceso a los recursos genéticos.

Para todos los casos señalados en los literales b), c) y d) del numeral 1º del
presente artículo, se debe hacer, además, la consulta previa a la comunidad
involucrada, de confomidad con lo dispuesto en el atículo 76 de la Ley 99 de
1993.

Artículo 16. Reglamento. La Comisión Técnica elaborará su reglamen-
to, en un término máximo de dos (2) meses, contados a partir de la fecha de
su instalación en el cual establecerá su procedimiento operativo.

CAPÍTULO IV
PROCEDIMIENTO DE TITULACIÓN COLECTIVA A

COMUNIDADES NEGRAS

Artículo 17. Competencia. De conformidad con lo establecido en la Ley
70 de 1993, la Ley 160 de 1994 en sus disposiciones concordantes y el atículo
1º, inciso tercero, del Decreto 2664 de 1994, corresponde al Incora titular
colectivamente tierras baldías a comunidades negras, en calidad de “Tierras
de las Comunidades Negras”.

Artículo 18. Áreas adjudicables. Son adnjudicables las áreas ocupadas
por la comunidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley
70 de 1993, con especial consideración a la dinámica poblacional, sus prácti-
cas tradicionales y las características particulares de productividad de los
ecosistemas.
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Parágrafo. Dentro del título colectivo podrán incluirse áreas tituladas in-
dividualmente con anterioridad a miembros de la comunidad respectiva si los
interesados así lo solicitaren.

Artículo 19.  Áreas inadjudicables. Las titulaciones de que trata el presen-
te Decreto comprenden.

1. Los bienes de uso público.
2. Las áreas urbanas de los municipios.
3. Las tierras de resguardos indígenas.
4. El subsuelo.
5. Los predios de propiedad privada.
6. Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional.
7. Las áreas del sistema de parques nacionales.
8. Los baldíos que hubieren sido destinados por entidades públicas para

adelantar planes viales u otros de igual significación para el desarrollo econó-
mico y social del país o de la región, previo cumplimiento de la legislación
ambiental vigente.

9. Los baldíos que constituyan reserva territorial del Estado (Decreto 2664
de 1995, art. 9º, literal d).

10.Los baldíos donde estén establecidas comunidades indígenas o que
constituyan su hábitat (Ley 160 de 1994, art. 69, inciso final), y

11.Las reservas indígenas y los territorios tradicionales utilizados por pue-
blos indígenas nómadas y seminómadas o agricultores intinerantes para la
caza, recolección u horticultura que se hallaren ubicados en zona de reserva
forestal a la fecha de vigencia de la Ley 160 de 1994 (Ley 160 de 1994, art.
85, parágrafos 5 y 6).

Artículo 20. Solicitud de titulación. Para iniciar el trámite de titulación
colectiva de Tierras de las Comunidades Negras, la comunidad presentará
por escrito la solicitud respectiva ante la regional del Incora correspondiente,
a través de su representante legal, previa autorización de la Asamblea General
del Consejo Comunitario.

Se anexará copia del acta de elección de la Junta del Consejo Comu-
nitario, con la constancia de registro del alcalde respectivo de que trata el
artículo 9º de este Decreto; del acta donde se autoriza al representante legal
para presentar dicha solicitud y del informe que debe contener los siguientes
pasos:
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1. La descripción física del territorio que se solicita en titulación, indicando:
a) Nombre de la comunidad o comunidades, ubicación, vías y medios de

acceso; especificando departamento, municipio, corregimiento y vere-
das.

b) Afirmación de ser baldío ocupado colectivamente por comunidades
negras;

c) Descripción general de los linderos con relación a los puntos cardina-
les, con su croquis respectivo, relacionando los nombres de las perso-
nas o comunidades colindantes y determinación aproximada del área;

d) Composición física del área, señalando accidentes geográficos;

2. Antecedentes etnohistóricos. Narración histórica de cómo se formó la
comunidad, cuáles fueron sus primeros pobladores, formas de organización
que se han dado y sus relaciones socioculturales.

3. Organización social, especificando relaciones de parentesco y formas
de organización interna de la comunidad.

4. Descripción demográfica de la comunidad: nombre de las comunida-
des beneficiarias y estimativo de la población que las conforman.

5. Tenencia de la tierra dentro del área solicitada:
a) Tipo de tenencia de personas de la comunidad;
b) Formas de tenencia de personas ajenas a la misma.

6. Situaciones de conflicto: problemas que existan por territorio o uso y
aprovechamiento de los recursos naturales, indicando sus causas y posibles
soluciones.

7. Prácticas tradicionales de producción, especificando:
a) Formas de uso y aprovechamiento individual y colectivo de los recur-

sos naturales;
b) Formas de trabajo de los miembros de la comunidad;
c) Otras formas de uso y apropiación cultural del territorio.

Parágrafo. El Incora podrá iniciar de oficio el trámite de titulación, para lo
cual la Gerencia Regional solicitará por escrito, a la Junta del Consejo Comunita-
rio respectivo, el informe de que trata este artículo, dando cumplimiento a lo
establecido en el presente Decreto, e informará a la Dirección de Asuntos para
las Comunidades Negras, al Instituto Colombiano de Antropología y a la Comi-
sión Consultiva Departamental o regional respectiva, con el fin de que presten su
colaboración en la elaboración del contenido de la solicitud.
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Artículo 21. Iniciación del trámite y publicidad de la solicitud. Radi-
cada la solicitud por el Incora, el Gerente Regional ordenará, en un plazo no
superior a cinco (5) días, mediante auto iniciar las diligencias administrativas
tendientes a la titulación de Tierras de las Comunidades Negras y hacer la
publicación de la solicitud. Dentro de esta etapa se ordenarán las siguientes
diligencias:

1. Publicar la solicitud por una (1) vez, en emisora radial con sintonía en
el lugar de ubicación del inmueble, o en su defecto, en la misma forma en un
periódico de amplia circulación, en la región donde se encuentre ubicado el
territorio solicitado en titulación.

2. Fijar un término de cinco (5) días hábiles el aviso de la solicitud en un
lugar visible y público de la alcaldía municipal, de la inspección de policía o
del corregimiento, a los que corresponda el territorio solicitado en titulación y
en la respectiva oficina del Incora que adelante el trámite.

El aviso contendrá:

a) El nombre de la comunidad peticionaria;
b) El nombre del territorio solicitado en titulación colectiva;
c) El carácter legal en el que se solicita la titulación;
d) La extensión aproximada;
e) Los linderos y nombres de los colindantes del inmueble.

Parágrafo. En el expediente se dejará constancia de las diligencias ante-
riores, debiendo agregarse los ejemplares de los avisos de la solicitud, la cer-
tificación expedida por el administrador de la emisora o el representante local
o regional del diario, según el caso, debidamente autenticadas, y una cons-
tancia de autoridad competente en el caso de no existir oficinas de inspec-
ción de policía o corregidurías, si a ello hubiere lugar.

Artículo 22.  Visita. Dentro de los diez (10) días siguientes de cumplida
la publicación de la solicitud, el gerente regional del Incora expedirá la reso-
lución mediante la cual se ordenará la visita a la comunidad, señalando la
fecha, que no podrá exceder los sesenta (60) días contados a partir de la
radicación de la solicitud, y los funcionarios que la efectuarán. Dicha resolu-
ción se notificará al representante legal del Consejo Comunitario interesado
y al Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, y contra ella
no procede recurso alguno. Cuando aparezcan involucradas comunidades
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indígenas, deberá notificarse la visita a su representante legal. Además se
notificará por edicto el cual deberá contener la naturaleza del trámite
administativo, el nombre de la comunidad solicitante, la denominación, ubi-
cación, linderos y colindantes del bien solicitado en titulación y la fecha se-
ñalada para la práctica de la visita. El edicto se fijará en un lugar visible y
público de la correspondiente oficina del Incora, de la alcaldía municipal y
del corregimiento o inspección de policía, por un término de cinco (5) días
hábiles que se comenzarán a contar desde la primera hora hábil del respecti-
vo día que se fije, y se desfijará al finalizar la hora laborable del correspon-
diente despacho. Los originales se agregarán al expediente.

La visita tendrá como fin:

1. Delimitar el territorio susceptible de titularse como Tierras de las Co-
munidades Negras.

2. Recopilar la información sociocultural, histórica y económica del grupo
en estudio.

3. Realizar el censo de la población negra que incluya familias y personas
por edad, sexo y tiempo de permanencia en el territorio.

4. Determinar terceros ocupantes del territorio dentro de las Tierras de
las Comunidades Negras, señalando: ubicación, área, explotación, tiempo
de ocupación y tenencia de la tierra.

5. Concertar con los habitantes de la zona la delimitación de las Tierras de
las Comunidades Negras.

Parágrafo 1º. De la visita se levantará un acta firmada por los funcio-
narios, el representante legal del Consejo Comunitario y los terceros inte-
resados que se hagan presentes en la misma, en la cual se consignarán
sucintamente los anteriores aspectos y las constancias que las partes conside-
ren pertinentes.

Parágrafo 2º. En el evento de encontrarse que dentro del territorio solici-
tado en titulación colectiva habitan dos o más comunidades negras, indíge-
nas u otras, se adelantará un proceso de concertación para la delimitación del
territorio de cada una de ellas, de lo cual se dejará constancia en el acta
correspondiente.

Si en el plazo de un mes después de haberse firmado el acta, se logra un
acuerdo entre las comunidades, éstas deberán informar de ello a la oficina
respectiva del Incora para que se continúe con el proceso de titulación.
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En caso de no llegarse a un acuerdo entre las comunidades, se deberá
conformar una comisión mixta con representantes de las comunidades
involucradas y sus organizaciones, el Incora, la Dirección de Asuntos para las
Comunidades Negras y cuando sea pertinente la Dirección de Asuntos Indí-
genas, para que en un término de noventa (90) días se proceda a definir la
delimitación del respectivo territorio.

Artículo 23. Informe técnico de la visita. En un término no mayor de
treinta (30) días hábiles después de concluida la visita, los funcionarios que
la practicaron deberán rendir un informe técnico que contenga los siguientes
aspectos.

1. Nombre, ubicación y descripción del área física, determinando la cali-
dad de los suelos y zonas susceptibles de aprovechamiento agropecuario, mi-
nero y forestal.

2. Aspectos etnohistóricos de la comunidad.
3. Descripción sociocultural.
4. Descripción demográfica (censo y listado de personas y familias).
5. Aspectos socioeconómicos.
6. Tenencia de la tierra:

    a) Características de la tenencia;
    b) Tipo de explotación.

7. Plano y linderos técnicos del área que será otorgada mediante el título
de propiedad colectiva.

8. Estudio de la situación jurídica de los territorios objeto de titulación.
9. Alternativas con miras a solucionar los problemas de tenencia de tierra

de los campesinos de escasos recursos económicos que resulten afectados
con la titulación del territorio a la comunidad negra.

10.Otros aspectos que se consideren de importancia.
11.Conclusiones y recomendaciones.

Parágrafo 1º. El Incora realizará por medio de funcionarios de su dependen-
cia, o con personas naturales o jurídicas vinculadas por contrato, el plano a que
hace referencia este artículo. Podrá además aceptar planos aportados por la co-
munidad o elaborados por otros organismos públicos o privados, siempre que se
ajusten a las normas técnicas expedidas por la Junta Directiva del Incora.
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Parágrafo 2º. El Incora hará entrega de una copia del informe técnico de
la visita a la Junta del Consejo Comunitario respectivo en un término no
superior a treinta (30) días, contados a partir de su presentación.

Artículo 24. Oposición a la titulación colectiva. A partir del auto que
acepta la solicitud de titulación colectiva, y hasta el momento de la fijación
del negocio en lista, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 del presen-
te Decreto quienes se crean con derecho, conforme a la ley, podrán formular
oposición a la titulación, acompañando al escrito respectivo la prueba en que
funden su pretensión. Vencido dicho término, precluye la oportunidad para
oponerse a la solicitud de titulación.

Artículo 25. Trámite de la oposición. Con base en el memorial de opo-
sición y las pruebas que presente el opositor, el Incora ordenará dar traslado
al representante legal de la comunidad peticionaria y al Procurador Agrario
por tres (3) días, para que formulen las alegaciones correspondientes, solici-
ten la práctica de las pruebas que pretendan hacer valer y adjunten los docu-
mentos pertinentes.

Vencido el término del traslado, se decretarán las pruebas que fueren ad-
misibles o las que el Incora de oficio considere necesarias, para lo cual se
señalará un término de diez (10) días hábiles.

Vencido el término probatorio y practicadas las pruebas en que se funde
la oposición, se procederá a resolver sobre la misma.

Artículo 26. Resolución de la oposición. Cuando el opositor alegare
que el inmueble objeto de la solicitud de titulación es de propiedad privada, o
reclame dominio sobre el mismo, total o parcialmente, deberá aportar las
pruebas que para el efecto exija el régimen legal vigente, y en la inspección
ocular que se practique en el trámite de oposición, se procederá a verificar si
el predio cuya propiedad demanda el opositor se halla incluido en todo o en
parte dentro del territorio solicitado en titulación, así como a establecer otros
hechos o circunstancias de las que pueda deducirse su dominio.

Si de los documentos aportados por el opositor y demás pruebas practica-
das no llegare a acreditarse propiedad privada, conforme a lo exigido en las
normas citadas en el inciso anterior, se rechazará la oposición y se continuará
el procedimiento.
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Artículo 27. Revisión previa al concepto de la Comisión Técnica. Re-
cibido el informe técnico del funcionario que realizó la visita, y elaborado el
plano respectivo, el Incora verificará la procedencia legal de la titulación co-
lectiva y fijará el negocio en lista por cinco (5) días hábiles en la oficina del
Incora que adelante el procedimiento, y mediante auto ordenará enviar el
expediente a la Comisión Técnica.

Artículo 28. Evaluación de las solicitudes y determinación de los lími-
tes del territorio por parte de la Comisión Técnica. La Comisión Técnica
de que trata el artículo 13 de este Decreto, con base en la solicitud presenta-
da, el informe del Consejo Comunitario y las diligencias adelantadas por el
Incora, hará la evaluación técnica de la solicitud y determinará los límites del
territorio que será otorgado mediante el título de propiedad colectiva a la
comunidad negra correspondiente.

Si con los documentos señalados anteriormente no hay suficientes ele-
mentos de juicio para que la Comisión Técnica haga la evaluación, ésta podrá
realizar por sí o por intermedio de las Unidades de Apoyo las diligencias que
considere convenientes o solicitar a las entidades públicas y privadas que
aporten las pruebas que estime necesarias.

En todo caso la evaluación deberá realizarse en un término de treinta (30)
días contados a partir del momento en que reciba el expediente de parte del
Incora. Si hubiere lugar a la realización de pruebas adicionales este término
se contará a partir de la obtención de las mismas.

Artículo 29. Resolución constitutiva. Dentro de los treinta (30) días
siguientes a la fecha de recibo del concepto de la Comisión Técnica, del
Incora, mediante resolución motivada, titulará en calidad de Tierras de las
Comunidades Negras, los territorios baldíos ocupados colectivamente por la
respectiva comunidad.

Dicha providencia contendrá, entre otros, los siguientes puntos:

1. Designación de la comunidad beneficiaria.
2. Ubicación, área y linderos del territorio que se titula a la comunidad

negra.
3. Carácter y régimen legal de las Tierras de las Comunidades Negras.
4. Nombre de terceros encontrados en el momento de la vista dentro del

terreno que se titula, tiempo de posesión y tipo de explotación.
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5. Indicación de las principales normas especiales que regulan la propie-
dad y administración de las Tierras de las Comunidades Negras, así como las
normas generales relacionadas con la conservación de los recursos naturales
y demás que determinan la legislación ambiental y la Ley 70 de 1993.

Parágrafo 1º. Si concluido el trámite se establece que no se dan los requi-
sitos señalados por la Ley 70 de 1993 para decretar tal titulación, el Incora así
lo declarará mediante resolución motivada.

Parágrafo 2º. Esta providencia se notificará al representante legal del Con-
sejo Comunitario y al Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agra-
rios, y contra ella proceden los recursos de ley.

Artículo 30. Publicación y registro. Las resoluciones a que se refieren
los artículos precedentes, se publicarán en el Diario Oficial y por una vez en
un medio de comunicación de amplia difusión en el lugar donde se realiza la
titulación y se inscribirá, en un término no mayor de diez (10) días, en la
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de
ubicación del territorio titulado. El Registrador devolverá al Incora el original
y una copia de la resolución, con la correspondiente anotación de su registro.

Artículo 31. Gratuidad. Los servicios de titulación colectiva en favor de
las comunidades negras de que trata el presente Decreto, por mandato de la
Ley 70 de 1993, serán gratuitos y por la inscripción y publicación de las reso-
luciones de titulación que expida el Incora no se cobrará derecho alguno.

CAPÍTULO V
MANEJO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS TIERRAS TITULADAS

Artículo 32. Manejo y administración. El territorio titulado como Tie-
rras de las Comunidades Negras será manejado y administrado por la Junta
del Consejo Comunitario con base en el reglamento interno aprobado por la
Asamblea General. La Junta del Consejo Comunitario deberá establecer me-
canismos de administración y manejo que garanticen la equidad y justicia en
el reconocimiento y asignación de áreas de trabajo para las familias, que evite
la concentración de las tierras en pocas manos y que permita un aprovecha-
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miento sostenible de los recursos naturales del cual se beneficien todos los
integrantes de la comunidad, en cumplimiento de la función social y ecológica
de la propiedad, conforme se reglamente el Capítulo IV de la ley 70 de 1993.

El reglamento deberá considerar una distribución equitativa de las zonas
agrícolas, forestales, mineras y de los recursos hidrobiológicos, respetando las
áreas que al momento de la visita sean usufructuadas por cada familia, reser-
vando sectores para adjudicaciones futuras, y cumpliendo con las disposicio-
nes legales vigentes y el sistema de derecho propio de las comunidades.

Artículo 33. Enajenación. Sólo podrán enajenarse el usufructo sobre las
áreas correspondientes a un grupo familiar o a un miembro de la comunidad
por parte del titular o titulares de este derecho con la aprobación de la junta
del Consejo Comunitario por las causas establecidas en la Ley 70 de 1993 y
en el reglamento interno del Consejo Comunitario.

El ejercicio del derecho preferencial de adquisición de usufructo única-
mente podrá recaer en otro miembro de la comunidad respectiva o en su
defecto en otro miembro del grupo étnico con el propósito de preservar la
integridad de las Tierras de las Comunidades Negras y la entidad cultural de
las mismas.

Artículo 34. Poseedores de mala fe. Las ocupaciones que se adelanten
por personas no pertenecientes al grupo étnico negro sobre las tierras adjudi-
cadas en propiedad colectiva a las comunidades negras de que trata la Ley 70
de 1993 no darán derecho al interesado para obtener la titulación ni el reco-
nocimiento de mejoras y para todos los efectos legales se considerará como
poseedor de mala fe.

CAPÍTULO VI
PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DEL CONCEPTO

PREVIO POR PARTE DE LA COMISIÓN TÉCNICA, PARA EL
TRÁMITE DE LICENCIAS, CONCESIONES, AUTORIZACIONES Y

EXPLOTACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES Y ACCESO
A LOS RECURSOS GENÉTICOS

Artículo 35. Elementos básicos para el concepto previo. La Comisión
Técnica deberá verificar:
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1. Si el proyecto objeto de la solicitud de otorgamiento de licencia am-
biental, concesión, permiso, autorización o de celebración de contratos de
aprovechamiento y explotación de los recursos naturales y genéticos, se en-
cuentran en zonas susceptibles de ser tituladas como Tierras de Comunida-
des Negras, a fin de hacer efectivo el derecho de prelación de que trata la ley.

2. Si el proyecto se encuentra dentro de las áreas señaladas en el artículo
6º de la Ley 70 de 1993.

3. Si el proyecto trata de especies vedadas o prohibidas, de acuerdo con la
legislación vigente.

4. Los demás que la Comisión Técnica considere conveniente.

Artículo 36. Procedimiento. A partir de la vigencia del presente Decre-
to, la autoridad ambiental o minera competente, hará llegar a la Comisión un
concepto técnico preliminar, en un término no superior a treinta (30) días
siguientes a la admisión de la solicitud.

Recibida la información anterior, la Comisión procederá a solicitar a las
entidades o autoridades las pruebas e informaciones pertinentes que deberán
serle remitidas en un plazo no mayor de treinta (30) días, so pena de causal
de mala conducta. La Comisión Técnica emitirá concepto en un término no
superior a sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de recibo de la
solicitud por parte de la misma y procederá a remitirlo a la entidad competen-
te para que se surta el trámite respectivo.

Parágrafo transitorio. Todas aquellas solicitudes de permisos, concesio-
nes, autorizaciones, licencias ambientales y títulos mineros que se encuen-
tren pendientes de decidir al momento de la expedición de este Decreto, se
tramitarán por el procedimiento establecido en el mismo y deberán ser re-
sueltas con prioridad a cualquier otra solicitud.

Artículo 37. Derecho preferencial de aprovechamiento de los recur-
sos naturales. Cuando la Comisión Técnica determine que las solicitudes de
otorgamiento de licencias, permisos, concesiones o autorizaciones de aprove-
chamiento de recursos naturales renovables, se presentan sobre tierras sus-
ceptibles de ser tituladas colectivamente a comunidades negras, sólo podrán
ser otorgadas en beneficio de la comunidad respectiva, previo cumplimiento
del procedimiento establecido en este Decreto, a través del Consejo Comu-
nitario, o en caso de no haberse conformado éste, de los representantes de las
comunidades negras involucradas.
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Para el caso de las solicitudes de exploración y explotación minera, una
vez la Comisión Técnica verifique que se encuentra en territorio susceptible
de ser titulado como Tierras de las Comunidades Negras, la Comisión Técni-
ca informará, por escrito, al Consejo Comunitario respectivo o en caso de no
haberse constituido éste, a los representantes de las comunidades involucradas,
para posterior ejercicio del derecho de prelación a que se refiere el artículo 27
de la Ley 70 de 1993.

Artículo 38. Obligatoriedad del concepto. El concepto técnico favora-
ble no obliga a la entidad encargada de resolver la solicitud, pero si fuere
desfavorable no podrá concederse la licencia, concesión, permiso o autoriza-
ción al peticionario.

CAPÍTULO VII
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 39.  Apoyo a la identificación de zonas con condiciones simi-
lares. El Gobierno Nacional apropiará los recursos necesarios para que las
organizaciones de base de comunidades negras identifiquen las zonas con
condiciones similares a que se refiere el artículo 1º de la Ley 70 de 1993 y
para que desarrollen los procesos de investigación y consulta concernientes a
precisar la realidad territorial, económica, sociocultural y ambiental de las
comunidades negras en dichas áreas.

Artículo 40. Fomento al desarrollo. Con miras a propender por el desarro-
llo económico, social, cultural y ambiental de las comunidades negras de que
trata este Decreto, las entidades integrantes del Sistema Nacional de Refor-
ma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, creado por la Ley 160 de 1994,
adoptarán programas especiales para dar cumplimiento a las actividades de
que trata el artículo 3º de la misma ley.

Los planes, programas y proyectos de desarrollo económico, social, cultu-
ral y ambiental de los Consejos Comunitarios se incluirán y armonizarán con
los planes de desarrollo de los entes territoriales respectivos.

Artículo 41. Apoyo al proceso organizativo de las comunidades ne-
gras. El Estado, a través de la Dirección de Asuntos para las Comunidades
Negras del Ministerio del Interior y las demás entidades competentes, garan-
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tizará las condiciones para que las comunidades beneficiarias del presente
Decreto se organicen con miras a acceder a la titulación colectiva y propendan
por su desarrollo social y cultural.

Artículo 42. Divulgación. La Dirección de Asuntos para las Comunida-
des Negras del Ministerio del Interior y las demás entidades competentes, a
través de los medios de comunicación, de las Corporaciones Autónomas Re-
gionales, de las alcaldías municipales, de las organizaciones de base de las
comunidades negras y, en general, de todos los sectores sociales existentes en
territorios de comunidades negras, divulgará el contenido de este decreto, a
fin de preparar las condiciones que hagan posible su aplicación inmediata.

Artículo 43. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su publica-
ción y deroga las normas que le sean contrarias.

DECRETO 2248 DE 1995*

(Diciembre 22)

Por el cual se subroga el Decreto 1371 de 1994, se establecen los
parámetros para el Registro de Organizaciones de base de las

comunidades negras y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos 189
numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 70 de 1993,

DECRETA:

CAPÍTULO I
DE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL

* Publicado en el Diario Oficial No. 42.163, del 26 de diciembre de 1995.
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Artículo 1o. Conformación. La Comisión Consultiva de Alto Nivel para
las Comunidades Negras prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de 1993,
adscrita al Ministerio del Interior, se integrará de la siguiente manera:

– El Viceministro del Interior o su delegado, quien la presidirá;
– El Viceministro del Medio Ambiente o su delegado;
– El Viceministro de Educación o su delegado;
– El Viceministro de Agricultura y Desarrollo Rural Campesino o su de-

legado;
– El Viceministro de Minas y Energía o su delegado;
– El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Urbano del Ministerio de

Desarrollo Económico o su delegado;
– El subdirector del Departamento Nacional de Planeación o su dele-

gado;
– El gerente del Instituto Nacional de la Reforma Agraria, Incora, o su

delegado;
– El director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi o su delegado;
– El director del Instituto Colombiano de Antropología o su delegado;
– El director de la Red de Solidaridad o su delegado;
– El director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio

del Interior o su delegado;
– El director del Plan Pacífico o su delegado;
– Dos (2) representantes a la Cámara elegidos por circunscripción espe-

cial para las comunidades negras, de conformidad con el artículo 66
de la Ley 70 de 1993;

– Cuatro (4) representantes de las comunidades negras por la Costa At-
lántica;

– Cinco (5) representantes de las comunidades negras por el Departa-
mento del Chocó;

– Tres (3) representantes de las comunidades negras por el Departa-
mento del Valle;.

– Tres (3) representantes de las comunidades negras por el Departa-
mento del Cauca;

– Tres (3) representantes de las comunidades negras por el Departa-
mento del Nariño;

– Dos (2) representantes de las comunidades negras por el Departamento
de Antioquia;

– Un (1) representante de San Andrés, Providencia y Santa Catalina;
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– Un (1) representante por el Departamento de Risaralda;
– Un (1) representante de las comunidades negras por cada uno de los

Departamentos distintos a los mencionados que constituyan Comisio-
nes Consultivas Departamentales de conformidad con lo establecido
en el Capítulo II del presente Decreto;

– Dos (2) representantes de las comunidades negras por el Distrito Ca-
pital de Santafé de Bogotá.

Parágrafo 1o. La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus
sesiones a los servidores públicos del orden nacional y a las demás personas
que considere puedan contribuir al adecuado desarrollo de sus funciones.

Parágrafo 1o. Transitorio. El período de las personas que a la fecha de
vigencia de este decreto hagan parte de la Comisión de Alto Nivel, elegidas
por las comisiones de base de las comunidades negras, vencerá el treinta y
uno (31) de diciembre de 1996.

Parágrafo 2o. Transitorio.  Amplíase la Comisión Consultiva de Alto Nivel
con las siguientes personas: Rosalba Castillo, Mauricio Campo Ríos, Deyanira
Peña, Arnaldo Bioho, Ruby Quiñónez, Manuel Ignacio Moreno, Jair Valen-
cia, Walter Balanta y Pedro Ferrán.

Artículo 2o. La elección de los representantes de las comunidades negras
para el siguiente período se hará en sesión pública convocada y presidida por
el gobernador del respectivo departamento, previa divulgación en un medio
de amplia circulación regional con un mes antes de la elección.

Artículo 3o.  A partir del primero  (1o.) de enero de 1997 los representan-
tes de las comunidades negras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel
tendrán un período de duración de tres (3) años.

Artículo 4o. Representantes de las Comunidades Negras ante la Co-
misión Consultiva de Alto Nivel. Los representantes designados por las or-
ganizaciones de base de las Comunidades Negras ante las Comisiones
Consultivas Departamentales y Regionales, designarán entre sus miembros y
para períodos de tres (3) años los representantes de las mismas comunidades
ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel.
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Las Secretarías Técnicas de la Comisiones Consultivas, Regionales, De-
partamentales y Distrital de Santafé de Bogotá comunicarán al Ministerio del
Interior las designaciones de los representantes de las comunidades negras
ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para los efectos de su integración.

Artículo 5o. Funciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel. La
Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá las siguientes funciones:

1. Servir de instancia de diálogo entre las comunidades negras y el Go-
bierno Nacional.

2. Constituirse en mecanismo de difusión de la información oficial hacia
las comunidades negras y de interlocución con niveles directivos del orden
nacional.

3. Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que
desarrollan los derechos de las comunidades negras.

4. Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las
comunidades negras de todo el país e impulsar los programas de titulación
colectiva que se adelanten en favor de estas comunidades.

5. Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entida-
des nacionales y territoriales para hacer efectivo el cumplimiento de los dere-
chos sociales, económicos, políticos, culturales y territoriales de las
comunidades negras.

6. Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades negras y el Estado
dentro del marco de la democracia participativa y sin detrimento de la auto-
nomía de la administración pública y de la utilización de los mecanismos de
participación ciudadana.

7. Servir de espacio para el debate de los proyectos de decretos reglamen-
tarios de la Ley 70 de 1993, antes de que los mismos sean sometidos a la
consideración del Gobierno Nacional. A ese efecto la Comisión deberá pro-
mover la difusión y consulta de tales proyectos con las organizaciones de base
de las comunidades negras.

Artículo 6o. Funcionamiento. La Comisión Consultiva de Alto Nivel se
dará su propio reglamento interno, en el cual regulará su funcionamiento, las
sesiones ordinarias y extraordinarias y el procedimiento para su convocación.
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Artículo 7o. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión
Consultiva de Alto Nivel será ejercida por la Dirección de Asuntos para las
Comunidades Negras del Ministerio del Interior.

CAPÍTULO II
DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS REGIONALES,
DEPARTAMENTALES Y DEL DISTRITO CAPITAL DE

SANTAFÉ DE BOGOTÁ

Artículo 8o. Conformación. Las Comisiones Consultivas Regionales, De-
partamentales y Distrital de Santafé de Bogotá, estarán conformadas por un
número no superior a treinta (30) representantes designados por las organi-
zaciones de base de la respectiva región, departamento o el Distrito de Santafé
de Bogotá según sea el caso. Para ello, podrán observarse criterios de subregio-
nalización, zonificación, municipalización, cuencas, agremiación o localida-
des, de tal forma que se adecuen a las dinámicas particulares.

Parágrafo 1o. Las Comisiones Consultivas no podrán estar integradas
por más de un representante por organización.

Artículo 9o. En cada región, departamento o el Distrito de Santafé de
Bogotá en donde existan organizaciones de base que representen a las comu-
nidades negras se conformará una Comisión Consultiva, integrada de la si-
guiente manera:

– El Gobernador del respectivo departamento o el Secretario de Gobier-
no, quien la presidirá;

– Un representante de los alcaldes de los municipios con presencia de
Comunidades Negras del respectivo departamento, escogido por la Fe-
deración Colombiana de Municipios;

– Un representante de los rectores de las universidades públicas;
– El Gerente Regional del Incora;
– El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional;
– Un representante del Corpes regional respectivo;
– El Delegado departamental o coordinador zonal de la Red Nacional de

Solidaridad;
– Un Delegado del director del Instituto Geográfico Agustín Codazzi;
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– Los delegados por las organizaciones de base de conformidad con el artí-
culo octavo (8o.) del presente decreto. Los cuales tendrán un período de
tres (3) años contados a partir del primero (1o.) de enero de 1997.

Parágrafo 1o. Las Comisiones Consultivas Regionales se integrarán de la
misma forma que las departamentales y a ellas concurrirán los delegados de
los respectivos departamentos.

Parágrafo 2o. La Comisión Consultiva Distrital de Santafé de Bogotá se
conformará en su caso, por el Alcalde Mayor, quien la presidirá; un (1) repre-
sentante de los alcaldes locales; el director de la Car; el delegado de la Red
Nacional de Solidaridad; el director del Departamento Administrativo de Bien-
estar Social; director del Instituto Distrital de Cultura y Turismo, Recreación
y Deportes; el director del Departamento Administrativo del Medio Ambien-
te y el director del Instituto Distrital de Desarrollo Urbano; el Director de la
Caja de Vivienda Popular y el Director del Departamento Administrativo de
Acción Comunal.

Parágrafo 3o. Las Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales
y Distrital de Santafé de Bogotá podrán invitar a sus sesiones a los servidores
públicos y a las demás personas que consideren pueden contribuir para el
adecuado desarrollo de sus funciones.

Artículo 10. Funciones. Las Comisiones Consultivas Regionales, De-
partamentales y la del Distrito Capital, constituirán escenarios de diálogo y
búsqueda de soluciones a los problemas y conflictos que se presenten en su
respectiva circunscripción territorial, que afecten a las comunidades negras,
así como convertirse en instancia de apoyo en la divulgación y aplicación de
los avances de la Ley 70/93, todo ello dentro del marco y sin detrimento de la
autonomía de la administración pública y de utilización de los mecanismos
de participación ciudadana.

Constituirán así mismo, espacios de interlocución entre las instancias te-
rritoriales y nacionales para transmitir a estas últimas, a través de la Comisión
Consultiva de Alto Nivel, los asuntos regionales que sean de competencia de
la Nación y que requieran su atención.

Artículo 11. Funcionamiento. Cada Comisión Consultiva establecerá
su reglamento interno, en el cual determinará sus reglas de funcionamiento.
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Artículo 12. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de las Comisio-
nes Consultivas Regionales, Departamentales y la Distrital de Santafé de
Bogotá será ejercida por los delegados departamentales o coordinadores zonales
de la Red Nacional de Solidaridad o la entidad encargada de desarrollar la
política social del Gobierno Nacional.

CAPÍTULO III
DEL REGISTRO DE ORGANIZACIONES DE BASE DE LAS

COMUNIDADES NEGRAS

Artículo 13. Inscripción. Las Secretarías Técnicas de cada una de las
Comisiones Consultivas Regionales, Departamentales y la Distrital de Santafé
de Bogotá, llevarán un registro de las organizaciones. Sólo podrán inscribirse
en él, las organizaciones de base de las comunidades negras constituidas por
miembros de las mismas que:

a) Reivindiquen y promuevan los derechos territoriales, culturales, eco-
nómicos, políticos, sociales, ambientales, la participación y toma de
decisiones autónomas de las Comunidades Negras o Afrocolombianas
desde la perspectiva étnica, dentro del marco de la diversidad etnocul-
tural que caracteriza al país;

b) Tengan más de un año de haberse conformado como tales.

Artículo 14. Para inscribirse en el Registro Único de Organizaciones de
Comunidades Negras en las Comisiones Consultivas, se requiere presentar
solicitud de admisión por escrito ante la Secretaría Técnica respectiva la cual
deberá estar acompañada de los siguientes documentos:

a) Formulario único de registro el cual será suministrado por la Direc-
ción de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Inte-
rior;

b) Certificado de existencia y representación legal o copia del acta de
constitución de la Organización, indicando la fecha de constitución;

c) Nombres y firmas de los asociados que integren la organización en
número mínimo de (15);

d) Copia de los estatutos de la organización;
e) Estructura interna y procedimientos para la elección de sus represen-

tantes, y la toma de decisiones;
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f) Nombres de sus voceros o representantes elegidos democráticamente;
g) Plan de actividades anual;
h) Dirección para correspondencia.

Artículo 15. La Secretaría Técnica respectiva verificará la documenta-
ción presentada y de encontrarla conforme a los requerimientos la enviará a
la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del
Interior quien procederá a realizar la inscripción en el Registro Único Na-
cional.

Parágrafo 1o. Si la solicitud de inscripción fuere denegada los interesa-
dos podrán recurrir a la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para que ésta
tome la decisión correspondiente de conformidad con el reglamento interno.

Parágrafo 2o. Para efectos de la inscripción ninguna persona podrá hacer
parte de más de una organización.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 16. Carácter y domicilio de las Comisiones. La Comisión Con-
sultiva de Alto Nivel, las Comisiones Consultivas Regionales, Departamenta-
les y Distrital de Santafé de Bogotá tendrán carácter permanente y su domicilio
será el que determine su reglamento interno.

Artículo 17. De las Comisiones Consultivas Regionales. Dos o más
departamentos donde existan organizaciones de base de comunidades ne-
gras, podrán constituirse en comisión consultiva regional, siempre y cuando
no existan Consultivas Departamentales.

Artículo 18. Las sesiones de las Comisiones Consultivas Regionales se
rotarán entre los departamentos que las integran de conformidad con su re-
glamento interno.

Artículo 19. El registro de organizaciones de comunidades negras forma-
rá parte del registro único de organizaciones de conformidad con las disposi-
ciones que expida el Gobierno Nacional.
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Artículo 20. Para los efectos del presente decreto se entiende por:

1. [sic] Organizaciones de Base. Son asociaciones integradas por personas de
la comunidad negra, que actúan a nivel local, reivindicando y promoviendo los
derechos territoriales, culturales, económicos, políticos, sociales, ambientales y
la participación y toma de decisiones autónomas de este grupo étnico.

Artículo 21. Para todos los efectos que se requiera la nominación, desig-
nación o elección de representantes de las comunidades negras, para acceder
a espacios institucionales derivados de la Ley 70 de 1993, se deberá informar
a los delegados de la Ccmunidad negra ante la respectiva Comisión Consul-
tiva en su espacio autónomo, Nacional, Regional, Departamental o Distrital
para que proceda a la nominación, designación o elección la cual en todo
caso deberá contar con el aval de por lo menos la mitad más uno de los repre-
sentantes de las comunidades negras inscritos en la respectiva Secretaría
Técnica.

Parágrafo. La anterior disposición no es aplicable en los casos que exista
procedimiento especial.

Artículo Único Transitorio. Las Comisiones Consultivas Regionales, De-
partamentales y Distrital de Santafé de Bogotá, se adecuarán al presente de-
creto en un término no superior a 60 días a partir de la fecha de la expedición
y sus períodos corresponderán al de la Consultiva de Alto Nivel.

Artículo 22. El presente decreto rige a partir de la fecha, subroga al De-
creto 1371 de 1994 y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

DECRETO 2249 DE 1995*

(Diciembre 22)

Por el cual se conforma la Comisión Pedagógica de Comunidades
Negras de que trata el artículo 42 de la Ley 70 de 1993.

* Publicado en el Diario Oficial No. 42.163, del 26 de diciembre de 1995.
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El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades consti-
tucionales y legales, y en especial las que le confieren los artículos 189 nume-
ral 11 de la Constitución Política y el artículo 42 de la Ley 70 de 1993, y

CONSIDERANDO:

Que según el artículo 7 de la Constitución Política Nacional “El Estado
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana”;

Que el artículo 8 de la Constitución Política Nacional preceptúa que: “Es
obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y na-
turales de la Nación”;

Que la Ley 70 de 1993 en su capítulo VI, artículo 42 dispuso que el Mi-
nistro de Educación Nacional formulará y ejecutará una política de etnoedu-
cación para las comunidades negras y creará una Comisión Pedagógica que
asesore dicha política con representantes de las comunidades;

Que la Ley 115 de 1994 en su capítulo III establece “que la educación
para grupos étnicos es entendida como la educación que se ofrece a los gru-
pos o comunidades que integran la nacionalidad y que poseen una cultura,
una lengua, una tradición y unos fueros propios”,

DECRETA:

CAPÍTULO I
DE LA COMISIÓN PEDAGÓGICA NACIONAL

Artículo 1o. Créase la Comisión Pedagógica Nacional que ordena el ar-
tículo 42 de la Ley 70 de 1993, adscrita al Ministerio del Interior, la cual se
integrará de la siguiente manera:

1. El Ministro de Educación Nacional o el Viceministro, quien la pre-
sidirá.

2. El Director de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio
del Interior o su delegado.

3. Un representante de la instancia del Ministerio de Educación Nacional
encargada de la educación para grupos étnicos.

4. Un representante del Consejo Nacional de Educación Superior (CESU).
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5. El director de Colcultura o su delegado o la dependencia que haga sus
veces.

6. Tres representantes por la Región Costa Atlántica.
7. Dos (2) delegados por cada uno de los departamentos de: Chocó, Nariño,

Valle del Cauca, Cauca, Antioquia y San Andrés, Providencia y Santa Catalina.
8. Un representante por el Distrito de Santafé de Bogotá.

Parágrafo 1o. La Comisión Pedagógica Nacional podrá invitar a sus se-
siones a entidades y servidores públicos del orden Nacional como directores
de departamentos administrativos, gerentes de institutos descentralizados, el
Ministro de Hacienda, Planeación Nacional, el Icfes, el Icetex, Colciencias y
el Ican, entre otros, y a las demás personas que considere puedan contribuir
al adecuado desarrollo de sus funciones.

Parágrafo 2o. Otros departamentos con organizaciones de base de comu-
nidades negras que conformen Comisiones Consultivas Departamentales
podrán enviar un representante a la Comisión Pedagógica Nacional.

Artículo 2o. Representantes de las comunidades negras ante la Comisión
Pedagógica Nacional. Los representantes serán elegidos por las organizaciones
de base de las comunidades negras ante las Comisiones Consultivas Depar-
tamentales y Regionales, quienes deberán poseer reconocimiento en expe-
riencia organizativas y etnoeducativas en sus territorios. Esta elección se hará
dentro de los treinta (30) días siguientes a la vigencia del presente decreto.

Parágrafo 1o. Para efectos de la elección de los Delegados a la Comisión
Pedagógica Nacional, el Ministerio de Educación Nacional a través de la ins-
tancia encargada de la educación para grupos étnicos, registrará en un térmi-
no de ocho (8) días el acta de la elección realizada.

Artículo 3o. Duración de la Comisión Pedagógica Nacional. La Comi-
sión tendrá un carácter permanente y sus miembros serán elegidos por perío-
do de dos (2) años. Las Consultivas Departamentales y Regionales de que
trata el artículo 45 de la Ley 70 de 1993 podrán revocar el cargo en cualquier
tiempo a los representantes ante la Comisión Pedagógica Nacional, cuando
éstos incumplan en sus funciones.
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Artículo 4o. Funciones de la Comisión Pedagógica Nacional. La Co-
misión Pedagógica tendrá las siguientes funciones:

1. Asesorar la elaboración, formulación y ejecución de políticas de etnoe-
ducación y la construcción de los currículos correspondientes para la presta-
ción del servicio educativo, acorde a las necesidades, intereses o expectativas
de las comunidades negras.

2. Brindar asesoría y seguimiento a las políticas educativas para las comu-
nidades afrocolombianas, proponiendo porque su ejecución responda a los
parámetros establecidos en su formulación y respetando su diversidad cultu-
ral y autonomía.

3. Asesorar a las comunidades en la elaboración de propuestas de crea-
ción de instituciones educativas y medios de comunicación propios conforme
al artículo 35 de la Ley 70 de 1993.

4. Acompañar la formulación del diseño de la cátedra de estudios afro-
colombianos garantizando la participación de las comunidades negras y velar
por la ejecución de ésta en todos lo niveles de los planteles educativos en
Colombia.

5. Impulsar la constitución y el funcionamiento de la Universidad del Pa-
cífico.

6. Coordinar con la Comisión Consultiva de Alto Nivel de que trata el
artículo 45 de la Ley 70 de 1993 y gestionar la reglamentación y desarrollo de
la Ley 70 en materia educativa.

7. Elaborar recomendaciones de políticas, planes y proyectos para la edu-
cación a todos los niveles, que respondan al fortalecimiento de la identidad y
a la satisfacción de las necesidades, intereses y expectativas de las comunida-
des negras.

Artículo 5o. Funcionamiento. La Comisión Pedagógica designará un coor-
dinador entre los representantes de las comunidades negras y se dará su pro-
pio reglamento interno.

Artículo 6o. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica estará a cargo
del Ministerio de Educación Nacional a través de la instancia encargada de la
Educación para los Grupos Étnicos.

El Ministerio de Educación Nacional hará las apropiaciones necesarias,
para el buen funcionamiento de la Comisión Pedagógica Nacional.
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CAPÍTULO II
DE LAS COMISIONES PEDAGÓGICAS DEPARTAMENTALES

Artículo 7o. Conformación. En los departamentos a que hace referencia
el Capítulo I de este Decreto se conformarán Comisiones Pedagógicas De-
partamentales o Regionales, las cuales estarán bajo la coordinación de las
Comisiones Consultivas Departamentales o Regionales y las Secretarías de
Educación respectivas, integrándose de la siguiente manera:

– Un (1) representante de las Alcaldías del Departamento o de las Alcal-
días de la región según fuere el caso.

– Un (1) representante de la Secretaría de Educación Departamental.
– Un (1) representante de los Centros Experimentales Pilotos de los

respectivos Departamentos o la Dependencia que asuma sus funciones.
– Un (1) representante de las Universidades Oficiales del departamento.
– Dos (2) representantes de los Comités de Educación o Etnoeducación

de las organizaciones de las comunidades negras comprometidos con
experiencias etnoeducativas en los respectivos departamentos o regio-
nes, nombrados por aquéllas, por períodos de dos (2) años.

Parágrafo. El Ministerio de Educación garantizará los recursos necesa-
rios para el buen funcionamiento de las Comisiones a que se refiere el pre-
sente Decreto.

Parágrafo 1o. La designación de los representantes de las comunidades
negras y de los raizales de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, podrá
ser revocada por los comités de las organizaciones que los eligieron.

Parágrafo 2o. Las Comisiones Pedagógicas Departamentales podrán in-
vitar a los servidores públicos del orden departamental o municipal y las de-
más personas que considere puedan contribuir al adecuado desarrollo de sus
funciones.

Artículo 8o. Funciones de las Comisiones Pedagógicas Departamentales:

1. Asesorar la implementación de los lineamentos y políticas de la educa-
ción para comunidades negras en coordinación con la Comisión Pedagógica
Nacional.



[  Decreto 1627 de 1996 ]

[ 241 ]

2. Acompañar a las comunidades afrocolombianas en los procesos etnoedu-
cativos, en la elaboración de modelos educativos propios y en el desarrollo de
programas deportivos, recreativos y culturales.

3. Promover en las comunidades negras la participación, el seguimiento y
la evaluación de los procesos de investigación en la región con el objeto de
que asuman los procesos y definan conjuntamente la aplicabilidad de los re-
sultados de la investigación de acuerdo a sus propios intereses.

4. Elaborar propuestas de reglamentación de la Ley 70 en los aspectos de
identidad y demás normas concordantes.

5. Propender para que según la Ley 115 de 1994, las políticas de Educa-
ción Departamentales, Distritales y Municipales para la orientación de la
educación para los grupos étnicos, beneficien a las comunidades negras.

Artículo 9o. Concertar con las Secretarías de Educación Departamenta-
les, Distritales y Municipales la orientación de la educación para los grupos
étnicos conforme a las políticas establecidas por la Ley 70 de 1993 y la Ley
115 de 1994.

Artículo 10. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

DECRETO 1627 DE 1996*

(Septiembre 10)

Por el cual se reglamenta el artículo 40 de la Ley 70 de 1993.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artí-
culo 189 de la Constitución Política, el artículo 40 de la Ley 70 de 1993, y

CONSIDERANDO:

Que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la
Nación Colombiana.

Que el artículo 13 de la Comisión Política Nacional señala

* Publicado en el Diario Oficial No. 42.877, del 13 de septiembre de 1996.
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Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protec-

ción y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y

oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacio-

nal o familiar, lengua, religión, opinión política o filosofía. El Estado promoverá

las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en

favor de grupos discriminados...

Que el artículo 70 de la Constitución Política Nacional establece

El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos

los colombianos en igualdad de oportunidades por medio de la educación perma-

nente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas

del proceso de creación de la identidad nacional.

La Cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El

Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que convienen en el país. El

Estado promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los

valores culturales de la Nación.

Que el Artículo 40 de la Ley 70 de 1993 contempla

El Gobierno destinará las partidas presupuestales para garantizar mayores opor-

tunidades de acceso a la educación superior a los miembros de las Comunidades

Negras. Así mismo diseñará mecanismos de fomento para la capacitación técni-

ca, tecnológica y superior, con destino a las Comunidades Negras en los distintos

niveles de capacitación. Para este efecto, se creará entre otros, un Fondo Especial

de Becas para educación superior administrado por el Icetex, destinado a estu-

diantes en las Comunidades Negras de escasos recursos y que destaquen por su

desempeño académico.

DECRETA:

CAPÍTULO PRIMERO
DEL FONDO

Artículo 1o. Creación. Créase el Fondo Especial de Créditos Educativos
administrados por el Icetex para estudiantes de las comunidades negras de
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escasos recursos económicos, que se destaquen por su desempeño académi-
co con buena formación educativa, para el acceso a la educación superior
conducente a la capacitación técnica, tecnológica, artes y oficios, en desarro-
llo del artículo 40 de la Ley 70 de 1993.

Artículo 2o. Naturaleza. El Fondo Especial de Créditos Educativos es
un mecanismo por medio del cual se facilitará el acceso de estudiantes de las
comunidades negras a procesos de selección y cualificación en diferentes
niveles educativos, con miras a garantizarles el derecho a tener igualdad de
oportunidades en relación con el resto de la sociedad colombiana.

Artículo 3o. Objeto.

a) Contribuir al mejoramiento de las condiciones educativas de los estu-
diantes de las comunidades negras para garantizar un buen rendimiento
en el proceso de formación, tanto académico como social.

b) Fomentar el desarrollo étnico, económico y social de los estudiantes
de las comunidades negras  mediante un proceso teórico-práctico que
lo articule al trabajo comunitario.

c) Facilitar el acceso y permanencia de las comunidades negras a la edu-
cación superior y así apoyar la orientación de sus propias formas de
desarrollo.

Artículo 4o. Beneficiarios. Podrán acceder a estos créditos todos los estu-
diantes de las comunidades negras que cumplan con los siguientes requi-
sitos:

a) Pertenecer al grupo étnico negro.
b) Carecer de recursos suficientes para financiar los estudios.
c) Que el programa a realizar satisfaga una necesidad en la formación de

recursos humanos calificados por la región.
d) Cuando se trate de adelantar un programa de educación superior o

posgrado, demostrar que los estudios para los cuales solicita el crédito
están relacionados con los trabajos que benefician a las comunidades
negras.

e) No tener apoyo económico por parte de un ente Nacional o extranjero
similar a éste.
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Artículo 5o. Documentos requeridos:

a) Formulario de solicitud de créditos del Icetex, debidamente diligen-
ciado.

b) Fotocopia del documento de identidad.
c) Constancia de admisión a centro docente o institución debidamente

acreditada por el Estado.
d) Proyecto de trabajo comunitario, social o académico.

Artículo 6o. Modalidades educativas. El Crédito Educativo se concede
para Educación formal, no formal, presencial o a distancia en los niveles si-
guientes:

1. Pregrado en Colombia:
a) Capacitación técnica, artes y oficios
b) Tecnológica
c) Educación Superior

2. Posgrado en Colombia o en el Exterior:
a) Especialización
b) Maestría
c) Doctorado y postdoctorado.

3. Actualización profesional

Artículo 7o. Autorización de desembolso. Los desembolsos serán auto-
rizados así:

a) Matrícula
b) Sostenimiento
c) Materiales de estudio
d) Transporte
e) Sostenimiento de un año adicional para trabajo de grado de acuerdo a

la exigencia de la Universidad.

Parágrafo 1o. Los Créditos autorizados serán de un giro por semestre de
manera ágil y oportuna.

Parágrafo 2o. En ningún caso se podrán otorgar más de dos beneficios de
los contemplados en el presente artículo.
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Artículo 8o. Formas de pago del crédito educativo. El Crédito educati-
vo otorgado se pagará por el beneficiario mediante trabajo comunitario, social
o académico certificado por la Comisión Pedagógica Departamental corres-
pondiente, una organización de base inscrita ante la Comisión Consultiva
respectiva o por el personero municipal donde no existan ningunas de las
anteriores.

En caso contrario el beneficiario deberá pagar por el monto del crédito
otorgado más los intereses pactados.

Artículo 9o. Documentos necesarios para la renovación del crédito
educativo. Para la renovación del crédito el estudiante debe presentar al Icetex:

a) Informe demostrativo sobre el trabajo comunitario, académico o social
certificado por cualquiera de las instancias a que se refiere el artículo
anterior o recibo de pago del crédito anterior.

b) Certificado de calificación del último periódo académico.
c) Constancia del valor de la matrícula cuando se trate de renovación del

crédito.

Artículo 10o. Obligaciones de los beneficiarios:

a) Aprobar satisfactoriamente el programa para el cual se adjudica el cré-
dito;

b) Invertir los dineros girados exclusivamente en los fines pactados;
c) Presentar a la oficina del Icetex  respectivamente el Certificado de

Calificación del semestre cursado y la constancia de matrícula;
d) Informar oportunamente las causas sobre:  realización  de  cursos

vacacionales  relacionados  con  el programa que en la Universidad
desarrolle, aplazamiento del semestre, cancelación del semestre, pér-
dida del mismo, vinculación a otra carrera simultánea o no, retiro defi-
nitivo de la Universidad;

e) Presentar certificado de calificaciones o informes pertinentes al desa-
rrollo del programa cuando éstos sean solicitados por el Icetex;

f) Informar mediante comunicación escrita al Icetex sobre la suspensión
temporal o definitiva de los estudios, explicando los motivos que la
ocasionan;

g) Actualizar periódicamente la información personal frente al Icetex,
semestral o anualmente, dependiendo del período académico;
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h) Informar al Icetex sobre cualquier ingreso adicional, becas, comisio-
nes de estudio  y otra clase de apoyo económico que se reciba durante
la obtención del crédito;

i) En caso de que el beneficiario pretenda cambiar de programa de estu-
dio o de centro docente, debe informar tal hecho oportunamente me-
diante comunicación escrita debidamente motivada al Icetex;

j) Al terminar los estudios averiguar sobre su estado de cuenta en el Icetex,
antes de seis (6) meses;

k) Los estudiantes beneficiarios del Crédito Educativo presentarán a la co-
munidad negra los servicios afines con la carrera según los compromisos
que establezcan, al aceptar el beneficiario trabajos organizativos,
acádemicos o sociales en periodos vacacionales o al finalizar sus estudios.

En cualquier caso, este trabajo será objeto de seguimiento que tiene como
base el informe realizado por el beneficiario refrendado por la organización
registrada ante la respectiva Comisión Consultiva Departamental o Regional
o el personero municipal donde no exista. Este trabajo comunitario será reco-
nocido, valorado y avalado por el proceso académico de la Universidad.

Artículo 11. Suspensión temporal del crédito. El crédito se podrá sus-
pender por las siguientes causas:

a) Retiro temporal del programa;
b) Incumplimiento en la presentación de constancia de matrícula, o la

no actualización de la información ante el Icetex;
c) Solicitud del beneficiario debidamente motivada.

Artículo 12. Cancelación definitiva del crédito. El Crédito se cancelará
definitivamente por:

a) Expresa voluntad del beneficiario;
b) Finalización del programa de estudios para el cual se concedió el crédito;
c) Adulteración de documentos o presentación de informaciones falsas;
d) Utilización del crédito para fines distintos para el cual fue concedido;
e) No informar al Icetex sobre ingreso adicional por becas o comisiones

de estudios;
f) Incumplimiento del trabajo comunitario, académico y social;
g) Pérdida del semestre.
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Artículo 13. Criterio para la selección. Para la selección de los benefi-
ciarios se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Excelencia académica: promedio del bachillerato o universidad (30%),
acreditado mediante la presentación de las pruebas del Icfes o el cer-
tificado de notas;

b) Bajos recursos económicos comprobados (20%);
c) Área prioritaria para el desarrollo del país y de las Comunidades Ne-

gras (3.5%);
d) Priorizar los programas de formación o capacitación que aporten a la

solución de problemas en la comunidad (3.5%);
 e) Demostrar trabajo comunitario o desarrollo de identidad a través de la

organización registrada ante la respectiva Comisión Consultiva Depar-
tamental o Regional o el personero Municipal donde no exista(25%);

f) Dificultad de acceso a la educación superior (18%).

CAPÍTULO SEGUNDO
DE LA FINANCIACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DEL FONDO

Artículo 14. Fuente de financiación del Fondo. El Fondo operará con
recursos provenientes de la Nación y podrá recibir aportes de personas jurídi-
cas, naturales, nacionales y extranjeras y de organismos multilaterales. Así
como también se obtendrá dineros por recaudos derivados por el incumpli-
miento.

Artículo 15. De la Junta Asesora del Fondo. El Fondo tendrá una Junta
Asesora Nacional integrada por:

a) El director del Icetex o su delegado, quién la presidirá;
b) El Director de Asuntos de Comunidades Negras del Ministerio del

Interior o su delegado;
c) Dos miembros de la Comisión Pedagógica para las Comunidades Negras;
d) El rector de la Universidad Nacional o su delegado hasta tanto el Con-

sejo de Educación Superior (CESU) defina un delegado;
e) Un representante de los estudiantes beneficiarios.
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Artículo 16. Funciones de la Junta Asesora del Fondo.

a) Seleccionar los beneficiarios del crédito de acuerdo a los formularios
que envíen los comités regionales del Icetex;

b) Velar por el buen aprovechamiento de los recursos;
c) Gestionar los recursos económicos necesarios para el funcionamiento

del fondo;
d) Elaborar el presupuesto de distribución y funcionamiento del fondo

con base en los criterios establecidos y teniendo en cuenta los diferen-
tes niveles de formación y las necesidades educativas regionales;

e) Evaluar  el desarrollo del proyecto de financiación del  crédito  educa-
tivo  y  presentar  propuesta  para su  incrementación;

f) Darse su propio reglamento;
g) Conceptuar sobre los informes de los trabajos comunitarios, sociales

o  académicos  que  presentan  los beneficiarios del fondo de créditos.

Artículo 17. De los Comités Asesores Regionales y de sus funciones.
Los comités regionales actuarán donde se encuentre ubicada una Regional
del Icetex y estarán compuestos por:

a) El director regional del Icetex, quien lo presidirá;
b) El jefe regional de Créditos del Icetex;
c) Tres representantes de las comunidades negras ante la respectiva Co-

misión Pedagógica;
d) Un estudiante beneficiario del Fondo.

Funciones:

a) Estudiar, analizar y preseleccionar a los posibles beneficiarios del cré-
dito educativo;

b) Conceder cambio de programa, otorgar las prórrogas por suspensión
temporal;

c) Supervisar el adecuado manejo del Proyecto;
d) Presentar y avalar los informes con destino a la Junta Administradora

Nacional.
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Artículo 18. El gobierno garantizará previa concertación con las Univer-
sidades estatales un porcentaje mínimo de cupos para estudiantes de las co-
munidades negras, con el objeto de asegurar una participación equitativa de
dichas comunidades en estas instituciones.

Artículo 19. Funcionamiento. El fondo iniciará su funcionamiento a
partir del año 1996, con un monto de quinientos doce millones quinientos
mil pesos m/cte ($512.500.000,oo), de conformidad con lo establecido en la
Ley General de Presupuesto para el año 1996, proyecto Asistencia a Comu-
nidades negras con créditos educativos pregrado y postgrado código 01240-
0310-0705-003.

Artículo 20. Divulgación. La dirección de Asuntos para las Comunida-
des Negras del Ministerio del Interior, el Icetex y las demás entidades compe-
tentes, a través de los medios de comunicación de las Alcaldías Municipales,
de las organizaciones de comunidades negras y en general de todos los secto-
res sociales existentes en territorios de comunidades negras, divulgarán el
contenido de este decreto, a fin de preparar las condiciones que hagan posi-
ble su aplicación.

Artículo 21. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su publica-
ción y deroga las normas que le sean contrarias.


